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Introducción 
 
El presente documento constituye el informe final de la investigación "Oportunidades 
y limitaciones para la Reforma del Estado en el Perú de los años 90", realizada con 
apoyo del Consorcio de Investigación Económica y Social. 
 
El primer capítulo presenta el diseño de la investigación, consistente en un estudio de 
caso sobre la experiencia de elaboración de políticas de gestión pública en el Perú 
entre 1990 y 1997, considerando dos ciclos de política (1990 - 95 y 1995 - 97). Dada la 
escasez de estudios de caso sobre la elaboración de políticas públicas en nuestro 
medio, se ha considerado pertinente dar un espacio adecuado a la presentación del 
diseño que guía el esfuerzo de investigación en curso. 
 
El segundo capítulo presenta aquellos aportes conceptuales que permitirán un 
análisis adecuado de la evidencia del caso de estudio. Se ha procurado limitar el 
marco conceptual a aquellos aportes indispensables para la comprensión global del 
caso, sabiendo que a lo largo del análisis de la evidencia se hará referencia a aportes 
conceptuales específicos que ayuden a la comprensión de determinados eventos y 
procesos en particular. 
 
Los capítulos tercero y cuarto presentan la evidencia del caso bajo la forma de una 
narración analítica. Ella permite simultáneamente reconstruir los eventos que 
conforman la experiencia bajo estudio y responder a las preguntas de investigación 
mediante el empleo del marco conceptual presentado en el capítulo segundo. 
 
Finalmente el capítulo quinto presenta las conclusiones del estudio, resultado de la 
comparación de los dos ciclos de política que identificamos en el caso y de la 
consideración de los elementos del marco conceptual.  Igualmente, se incl uye sección 
relativa a recomendaciones o pistas para el futuro, orientadas a posibilitar una 
reforma comprehensiva de la administración pública peruana.    
 
En la realización de este estudio se contó con  la asesoría del Dr. Michael Barzelay, 
profesor de Public Management en la London School of Economics and Political 
Science (LSE).  Su aporte ha  sido fundamental para el diseño del estudio y el análisis 
de la evidencia, así como un permanente estímulo a profundizar en la investigación. 
La discusión con los  miembros del programa de doctorado del Interdisciplinary 
Institute of Management (IIM) y del Government Department de la LSE  - en particular 
Francisco Gaetani – constituyó un ambiente intelectual sumamente estimulante para 
el desarrollo de la investigaci ón.  Para la realización de la investigación, se contó 
también con la asistencia de Gabriel Prado, quien con suma diligencia apoyó en las 
labores de generación de información. El CIES hizo posible el avance de esta 
investigación mediante el financiamiento del proyecto mediano que fuera seleccionado 
en el concurso de investigación 2001. Nuestro agradecimiento a todos. 
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Capítulo I 
La propuesta de investigación 

 
1. Introducción 
 
Desde una perspectiva amplia, la investigación que presentamos está relacionada a 
una de las preocupaciones centrales de la gestión pública: ¿cómo elevar la capacidad 
institucional del Estado para diseñar, implementar y evaluar políticas públicas que 
efectivamente generen valor público en un contexto democrático? 1 Dentro del gran 
abanico de temas incluidos en esta preocupación, nos concentramos en aquellas 
políticas transversales (no sectoriales) que dan forma al conjunto de incentivos y 
marcos institucionales en que desarrollan su labor los funcionarios y entidades 
públicas. Con mayor precisión, esta investigación pretende aportar a un mejor 
conocimiento de los factores institucionales y políticos que influyen en el cambio o 
estabilidad de este tipo de políticas, acudiendo al estudio de lo ocurrido en el Perú a lo 
largo de la década del 90.  
 
Atendiendo a las exigencias conceptuales y metodológicas derivadas del estudio de 
acontecimientos históricos recientes, asumimos el estudio de caso como diseño de 
investigación apropiado.  Para la ejecución de este tipo de estudio creemos 
conveniente elaborar una narración analítica del proceso de elaboración de políticas 
bajo estudio, que permita un análisis que vincule la acción de los elaboradores de 
política, las decisiones asumidas y el contexto histórico particular en que ellas se 
dieron.  Este  capítulo presenta la propuesta global de investigación que ha orientado 
el trabajo. 
 
 
2. Tema, objeto y propósito del estudio 
 
Al interior de la preocupación por el mejoramiento de la capacidad del Estado para 
diseñar e implementar políticas públicas valiosas, el tema de interés teórico de la 
investigación es el proceso de elaboración de las  políticas de gestión pública. Asumimos 
la definición que Barzelay ofrece de estas políticas, como "la suma de reglas 
institucionales que guían, constriñen y motivan el servicio público como un todo. Las 
políticas de gestión pública corresponden a categorías ya establecidas como las de 
planeamiento presupuestal y gestión financiera, servicio civil y relaciones laborales, 
adquisiciones, organización y métodos, y auditoría y evaluación" (2001, 14). Estas 
políticas de carácter transversal (pues no corresponden exclusivamente a ningún área 
de política sectorial sino que las subyacen y afectan a todas) influyen poderosamente 
en la capacidad de las organizaciones públicas para desarrollar políticas públicas 
valiosas. 
 
Considerando el tema mencionado, la investigación se centra en un objeto más 
específico aunque aún bastante amplio: las condiciones, factores y procesos que 
promueven o dificultan el cambio de las políticas de gest ión pública.  En consecuencia, 
el propósito central de la investigación consiste en la identificación y análisis de los 

                                                 
1 Sobre la relación entre políticas públicas, gestión pública y la creación de valor público, ver: Moore, 

M.H.(1998). Para una discusión sobre la capacidad institucional del Estado para la formulación y 
ejecución de políticas públicas, ver: Banco Mundial 1997. 



 5 

factores políticos e institucionales que tienen una influencia significativa en el cambio o 
estabilidad de las políticas de gestión públ ica.   En particular, nos interesa analizar esta 
relación en un contexto marcado por un sistema político frágil e inestable.2 
 
Considerando las preocupaciones teóricas que animan el estudio que emprendemos, 
nos planteamos dos preguntas:  
 

¿Cuáles son las condiciones y factores necesarios para promover exitosamente 
el cambio de las políticas de gestión pública en contextos de debilidad del 
sistema político y democrático?  
 
¿Cuáles son los factores clave que hace posible que un proceso de elaboración 
de políticas de gestión pública arribe efectivamente a la implementación de 
programas que promueven el cambio?  

 
Pretendemos contribuir a la elaboración de respuestas a estas preguntas mediante el 
estudio de los procesos de reforma de las políticas de gestión públi ca ocurridos en el 
Perú en la década del 90.  Como veremos, esta experiencia es teóricamente relevante 
en relación al tema propuesto dado que muestra una situación singular, en la cual se 
pusieron en escena dos metodologías distintas (e incluso opuestas) para promover el 
cambio de las políticas de gestión pública, ambas con pobres resultados. En 
consecuencia, esta experiencia resulta relevante para comprender cómo funcionan (y 
fallan) distintas metodologías y estrategias de reforma.  En el contexto 
latinoamericano, la experiencia peruana puede aportar evidencia relevante al debate 
sobre la mejor manera de promover e implementar los procesos de reforma de la 
administración pública.3  
 
Evidentemente, el estudio de una experiencia histórica particular no puede ser base 
suficiente para una respuesta plena y final a preguntas como las planteadas. Para 
elaborar respuestas satisfactorias es necesario comparar cómo la elaboración de 
políticas difiere o se asemeja en contextos históricos, políticos e institucionales 
distintos. Es mediante dicha comparación que puede arribarse a generalizaciones 
históricas limitadas  (Ragin 1987, 31) sobre el desarrollo de procesos como el cambio de 
las políticas de gestión pública.  En ese sentido, la investigación que realizamos se 
enmarca dentro de un conjunto de investigaciones similares, orientadas a la 
comprensión del cambio de las políticas de gestión pública en contextos muy 
diversos.4 
 
 

                                                 
2 La relevancia de esta opción radica en que los casos más estudiados de cambio de las políticas de gestión 

pública en los países desarrollados enfrentan justamente un contexto político y democrático distinto, 
caracterizado por un desarrollo institucional sólido de los partidos políticos y de los mecanismos de 
decisión democrática. 

3 Sobre este debate ver: Banco Mundial (1997), Burki, S.J. y Perry, G. (1998) y Banco Interamericano de 
Desarrollo (2002). Cabe mencionar que la experiencia que es objeto de esta investigación ha sido 
considerada como un caso de estudio relevante por la Red de Transparencia y Gestión de la Política 
Pública del Diálogo Regional de Política del BID. 

4 El conjunto de investigaciones en mención se vienen realizando en el Departamento de Gerencia  de la 
London School of Economics and Political Science, bajo la orientación de Michael Barzelay. Dichos 
estudios están referidos a procesos ocurridos en Brasil, México, Perú, España, Alemania, Zimbabwe y 
Tailandia. A estos casos se suma el estudio realizado por Barzelay sobre los procesos ocurridos en el Reino 
Unido, Nueva Zelanda, Australia, Suecia y Estados Unidos (2001). 
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3. La estrategia de investigación 
 
La estrategia de investigación debe ser adecuada al objeto de la investigación, es decir, 
al estudio del proceso de elaboración de políticas de gestión pública. En consecuencia, 
es necesario primero desarrollar una definición operativa del proceso de elaboración 
de políticas públicas. A continuación,  identificar las características centrales del 
diseño de investigación a utilizar y de las herramientas de organización y análisis de la 
evidencia. 
 
 
3.1. Las políticas públicas como objeto de estudio 
 
Podemos definir las políticas públicas como un flujo de interacciones y decisiones que 
implican el empleo de la autoridad pública con la finalidad de responder a situaciones 
consideradas problemas públicos, es decir, situaciones problemáticas que exigen la 
acción del Estado. 5  Entendemos así las políticas como un proceso que implica 
simultáneamente un flujo de interacciones (entre los sujetos involucrados en la 
elaboración, implementación y evaluación de las acciones del Estado) y un flujo de 
decisiones (sobre el problema a enfrentar, las alternativas de solución a impleme ntar y 
la evaluación de los resultados obtenidos). 
 
La noción de políticas públicas, sin embargo, es básicamente una categoría analítica 
que permite al analista de políticas seleccionar y reunir un determinado conjunto de 
interacciones y decisiones a partir de un interés prescriptivo (elaborar 
recomendaciones de política) o explicativo (comprender la forma como evoluciona el 
proceso). Coincidimos con Majone cuando señala que "..las políticas no son un 
fenómeno autodefinido. No existe un conjunto único de decisiones, actores e 
instituciones constitutivo de las políticas que pueda ser descubierto y descrito. Más bien, 
las políticas son una creación intelectual, una categoría analítica cuyo contenido debe 
ser previamente identificado por el analista" (1997, 192). En este sentido, la política 
pública como objeto de análisis (prescriptivo o normativo) "es definida subjetivamente 
por el observador, comprendiendo normalmente un conjunto de decisiones relacionadas 
con una variedad de circunstancias, personas, grupos y organizaciones" (Subirats 
1994, 42). 
 
Proponemos la noción de ciclo de política como herramienta conceptual adecuada para 
la identificación y selección de aquellas interacciones y decisiones a estudiar. En otras 
palabras, para "recortar" del flujo continuo de decisiones e interacciones que 
componen el ámbito de las políticas aquellos eventos y acontecimientos que 
constituirán nuestro objeto de estudio (los procesos de elaboración de políticas a 
estudiar).  La noción de ciclo de política reúne dos elementos fundamentales: a) las 
fases que pueden distinguirse al interior del proceso de elaboración de una política, y 
b) los resultados que se desea explicar. 
 
En relación a las fases del proceso de elaboración de políticas, asumimos el clásico 
consejo de Lindblom al respecto: "¿Cuál es la mejor manera de comprender la 

                                                 
5 Sobre la definición de las situaciones como problemas públicos ver: Baumgartner y Jones 1993, capítulo 

2; Kingdon 1995, capítulo 5. La visión de las políticas públicas como un proceso de toma de decisiones se 
encuentra ampliamente desarrollada en Lindblom 1991 y Subirats 1994. 
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complejidad del proceso de elaboración de políticas públicas? Un método popular en los 
últimos años es el de separar la elaboración de las políticas públicas en sus distintas 
fases y después analiz ar cada una de ellas. Primero se estudia como aparecen los 
problemas y se recogen en la agenda de decisiones del gobierno sobre políticas 
públicas, luego se estudia como la gente plantea los temas para la acción, como 
proceden los legisladores, como luego los funcionarios implementan las decisiones y 
finalmente cómo se evalúan las políticas" (1991, 11).  El gráfico 1.1 muestra las tres 
fases que es usual distinguir al interior de los procesos de elaboración de políticas, 
mostrando además el tipo de eventos que es de esperar que ocurran al interior de cada 
fase. 

 
Gráfico 1.1: Ciclo de Política 

 
 
Es importante, sin embargo, evitar una comprensión lineal del proceso. Concebir las 
fases como una secuencia "paso a paso" implica el riesgo "de caer en el supuesto de 
que la formulación de políticas se lleva a cabo mediante un proceso ordenado y 
racional ", siendo que las características del proceso de elaboración de políticas 
evidencian lo contrario (Lindblom 1991, 12-13).  Entre las distintas fases hay 
múltiples formas de interacción que implican una relación de ida y vuelta entre la 
definición de los problemas, la elaboración de alternativas, la toma de decisiones y la 
implementación de las mismas. Por otra parte, la aparición relativamente azarosa de 
oportunidades para elevar temas en la agenda gubernamental, tomar decisiones sobre 
ellos e implementar tales decisiones, cuestiona la idea de un proceso racional, 
controlado y lineal de elaboración de las políticas (Subirats 1994, 83; Kingdon 1995). 
Sobre estos puntos profundizaremos en el Capítulo II, al presentar el marco 
conceptual que guía el estudio. 
 
En relación a los resultados a explicar , asumimos la postura de Barzelay (2001, 48- 
49), quien propone considerar como tal no a los efectos finales del proceso de 
implementación de políticas, sino las opciones de política que asumieron los 
elaboradores de política y que orientaron tanto la fase pre decisional (en cuanto a la 
especificación de alternativas), la fase decisional y la de implementación. Esta postura 
puede parecer paradójica, pues aparentemente lo más lógico sería considerar como 

Establecimiento
de agenda
Especificación de
alternativas

Ejecución de Programas
Evaluación resultados

Toma de decisiones
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de autoridad y
recursos)
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resultados a explicar los efectos del proceso de política sobre el problema que se 
intentó encarar.  Ello no es adecuado por dos razones. La primera, porque lo que 
interesa en un estudio como el que proponemos no es evaluar los resultados de una 
política, sino explicar el proceso de elaboración de la política misma.  Los efectos de la 
implementación derivan de la relación entre las acciones implementadas y el contexto 
(es decir, otras  acciones y situaciones fuera del alcance del proceso de políticas), 
siendo así efectos en gran medida extrínsecos al proceso de elaboración de políticas. 
Tales efectos no ayudan a entender la evolución del proceso de formulación de 
políticas, siendo que por el contrario, la comprensión de la formulación ayuda a 
explicar los resultados de la implementación.  Las opciones de política que asumieron 
los participantes en el proceso de formulación, en cambio, son un elemento intrínseco 
al proceso de formulación de las políticas. Al concentrar nuestra mirada en dichas 
opciones,  nuestra atención se dirige hacia cómo las interacciones entre los 
elaboradores en un contexto dado condujeron a dichas opciones, es decir, hacia el 
proceso mismo de elaboración de políticas. 
 
La segunda razón para asumir las opciones de política como resultados a explicar es 
de carácter operacional.  Al estudiar la elaboración de políticas de gestión pública en 
países del primer mundo, Barzelay (2001) sostiene que es posible caracterizar sus  
efectos (transformación organizacional) de maneras muy diversas (como cambio de los 
sistemas administrativos formales, de los incentivos a la acción, de los patrones 
culturales en la organización, etc.). Argumentando que difícilmente se logrará un 
consenso sobre cómo caracterizar tales efectos y por lo tanto juzgar si hubo o no 
cambio, Barzelay propone considerar las opciones de política como el resultado 
(variable dependiente) a explicar al estudiar los procesos de elaboración de políticas de 
gestión pública. Propone además, observar dichas opciones mediante las decisiones 
autorizadas  que se toman a lo largo del proceso de política. 6  Al ser dichas decisiones 
un fenómeno fácilmente observable dado que se manifiestan en leyes, decretos, 
resoluciones u otros actos formales, la investigación comparativa sobre políticas 
públicas se hace posible. 
 
Resumiendo, la noción de ciclo de políticas  es una herramienta que nos permite 
delimitar (seleccionar) una secuencia de interacciones y decisiones relacionadas a un 
tema de la agenda pública, en función al interés por dar cuenta de determinadas 
opciones de política (decisiones autorizadas).  Así, el criterio de selección parte del 
interés del investigador por explicar determinadas opciones de política.  En base a ello 
se identifica la secuencia de eventos (establecimiento de agenda, identificación de 
alternativas, toma de decisiones e implementación) que permiten explicar dichas 
opciones.  Creemos que esta herramienta conceptual nos permitirá observar y explicar 
la elaboración de políticas públicas como proceso. Asumimos así la perspectiva de 
Lindblom, a saber, la de "estudiar la elaboración de las políticas públicas como un 
proceso muy complejo sin principio ni fin y cuyos límites permanecen muy inciertos. De 
alguna manera una red compleja de fuerzas produce conjuntamente un efecto llamado 
"políticas públicas" (1991, 13). La identificación de ciclos nos permitirá así una 
observación controlada y ordenada de este proceso complejo y  sin  contornos 
definidos. 

                                                 
6 Las decisioens autorizadas son tomadas por sujetos o entidades que poseen la autoridad necesaria para 

hacer uso del poder público en respaldo a sus decisiones. Estas decisiones generan mandatos, conceden 
recursos y autoridad, generando también obligaciones y derechos. 
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3.2. El estudio de caso como diseño apropiado 
 
Explicar el proceso de elaboración de las políticas implica - en términos de la cita 
anterior de Lindblom - comprender la red compleja de fuerzas que están tras las 
opciones de política, estableciendo lo más claramente posible las relaciones entre tales 
fuerzas y las decisiones tomadas.  Esta labor requiere prestar particular atención al 
proceso mismo de toma de decisiones, a las interacciones entre los actores 
comprometidos, a los intereses y lógicas de acción que guiaron sus acciones y al 
contexto (institucional, político, económico) en el cual se produjeron las acciones y 
decisiones.  En consecuencia, un diseño de investigación adecuado para el estudio de 
este fenómeno debe ser muy sensible a la complejidad de la acción de los participantes 
en su contexto real.    
 
El estudio de caso es un tipo de diseño de investigación que busca comprender la 
acción en su contexto real.  Es así una opción válida y adecuada para la comprensión 
del proceso de formulación de las políticas, dado que se concentra en la comprensión 
de eventos específicos en su contexto histórico real.  Yin afirma que ".. la necesidad 
específica por los estudios de caso proviene del deseo de entender los fenómenos 
sociales complejos.  En breve, el estudio de caso permite a una investigación retener las 
características holísticas y significativas de los eventos de la vida real - tales como los 
ciclos de vida individual, los procesos organizacionales y gerenciales.." (1994, 3).  La 
necesidad de una comprensión holística es también destacada por Ragin, quien desde 
la perspectiva de los estudios comparativos plantea la necesidad de interpretar las 
experiencias y las trayectorias específicas que toman los eventos en contextos 
distintos, asumiendo cada experiencia como  un todo (1987, 6). La capacidad del 
estudio de caso para comprender la experiencia histórica como un todo y en su 
contexto real lo hace un tipo de diseño adecuado a nuestro objeto de estudio. 
 
Yin plantea tres criterios que hacen recomendable la utilización de los estudios de 
caso como estrategia de investigación (1994, 4-9).  El primero es el interés por 
responder a preguntas del tipo ¿cómo? y ¿por qué?  Al respecto, nuestro interés por 
explicar  el proceso de elaboración de las políticas hace que este sea justamente el tipo 
de preguntas que guían nuestra investigación (ver sección 4.5 de este capítulo). 7 El 
segundo criterio consiste en el grado de control que el investigador tiene sobre los 
fenómenos o conductas a estudiar. Los estudios de caso son recomendables cuando se 
tiene escasa o nula capacidad para influir (o manipular experimentalmente) los 
fenómenos a estudiar, cual es el caso de nuestra investigación.  El tercer criterio 
indica que los estudios de caso son recomendables cuando se desea estudiar 
fenómenos contemporáneos, como el que nosotros queremos estudiar. Yin señala que 
los estudios de caso utilizan muchas de las técnicas de los estudios históricos, pero 
que a diferencia de estos tiene la posibilidad de realizar una observación directa de los 
eventos y una entrevista sistemática a los participantes. Así, la riqueza del estudio de 
caso radica en su capacidad para considerar una gran diversidad de evidencias 
(documentos, artefactos, entrevistas, observaciones) a diferencia de lo que sucede con 
el estudio de fenómenos del pasado remoto. La consideración de los tres criterios 

                                                 
7 En este sentido, es claro que nuestro análisis es de carácter explicativo y no prescriptivo, aunque de él 

intentemos extraer algunas recomendaciones para los procesos de reforma en nuestro país. 
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propuestos por Yin indican que el estudio de caso es recomendable para abordar 
nuestro objeto de estudio.  Por otra parte, Barzelay recomienda también el estudio de 
casos como diseño de investigación apropiado para ampliar el conocimiento sobre los 
cambios en las políticas de gestión pública (2002, 12).   
 
Yin distingue cuatro tipos de diseño para los estudios de caso, considerando cuántos 
casos se decide estudiar y si se distinguen o no al interior de estos sub unidades para 
el análisis (1994, 39).  El gráfico 1.2 muestra las opciones propuestas por el autor.  
 

Gráfico 1. 2:  Tipos básicos de diseño para los estudios de caso (Yin) 
 

 Diseños para un sólo 
caso 

Diseños para 
múltipl es casos 

Holístico (una sola 

unidad de análisis) 

 
TIPO 1 

 

 
TIPO 3 

Incrustados 

(múltiples unidades 
de análisis) 

 
TIPO 2 

 

 
TIPO 4 

 
 
Nuestro estudio se concentra en el estudio de un sólo caso histórico, cual es el proceso 
de elaboración de políticas de gestión pública en el Perú durante los años 90. 8 Sin 
embargo, como se verá más adelante, distinguimos al interior de dicha experiencia dos 
ciclos de política (1990 – 1995 y 1995 – 1997).  En consecuencia, nuestro diseño de 
investigación corresponde al Tipo 2 propuesto por Yin.  Como señala el autor, este tipo 
de diseño amplía las oportunidades para un análisis exhaustivo del caso elegido 
(1994, 44).  Las posibilidades de realizar un análisis más exhaustivo y complejo están 
también vinculadas a la posibilidad de comparar entre los dos ciclos de política. De 
esta forma, seguimos también la recomendación que hace Barzelay en relación a la 
necesidad de elegir más de una experiencia histórica para poder comparar y elaborar 
generalizaciones históricas limitadas sobre  la reforma de las políticas de gestión 
pública en un país (2002, 12).  Aunque no se trata cabalmente de dos casos diferentes 
sino de dos experiencias específicas dentro de un caso singular, la comparación es 
posible entre ambas sub unidades de análisis.  Por otra parte, el análisis comparativo 
resultará fructífero por tratarse de dos ciclos de política  que implicaron la aplicación 
de métodos de reforma muy distintos entre sí (ver sección 4.1 del presente capítulo). 
 
 
3.3. La narración analítica como instrumento de análisis 
 
La explicación de las opciones de política que constituyen los resultados a explicar, 
exige dar cuenta del proceso que les dio origen.  Esto, a su vez, requiere que la 
investigación preste atención a los actores y los eventos que componen el proceso, así 
como al tiempo y lugar en que ellos actuaron u ocurrieron.  Para organizar la 
evidencia relativa a los actores, eventos,  tiempo y lugar en el proceso de elaboración 
de política recurrimos a la forma narrativa. La narración es un género capaz de 
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vincular eventos y actores en un tiempo y contexto dado, a partir de una trama que 
organiza y da sentido a los elementos (Jovchelovithc y Bauer 2000). Así, la forma 
narrativa resulta útil para  hacer observables, analizables y comunicables procesos  
que consisten en interacciones y decisiones tomadas en determinado tiempo y lugar, 
como es el caso de la elaboración de políticas.  No basta, sin embargo, presentar una 
narración simple. Acudimos así a la noción de narración analítica, que combina las 
herramientas de análisis empleadas en ciertas disciplinas (la ciencia política y la 
economía política, por ejemplo) con la forma narrativa. Este tipo de narración presta 
atención a las historias, eventos y contexto, pero intenta revelar también - mediante el 
empleo de las herramientas de análisis -  las líneas de razonamiento y estrategias 
mostradas por los actores.  La narración analítica pretende así dar cuenta de 
determinados eventos o resultados, mediante la exploración de “los mecanismos 
específicos que dan forma a la interacción entre actores estratégicos y que de ese modo 
generan resultados” (Bates et al 1998, 12-13).  Consideramos que la narración 
analítica es adecuada para nuestros propósitos de estudio porque: a) permite una 
comprensión global (holística) de los factores y eventos que tuvieron lugar en una 
experiencia histórica determinada; b) promueve la comprensión de las líneas de 
razonamiento y estrategias que los actores utilizaron durante el proceso de 
elaboración de políticas;  c) se concentra en la explicación de los resultados del 
proceso y d) se concentra también en las opciones asumidas por los actores.  
 
Barzelay (2002) ha desarrollado un modelo de estructura narrativa que permite al 
investigador organizar la evidencia de un caso de elaboración de políticas de gestión 
pública, facilitando la elaboración de narraciones analíticas . Dicha estructura 
identifica los eventos y los caracteriza en relación a dos dimensiones: el momento en 
que ocurrieron y su relación causal con los resultados que se desea explicar (las 
decisiones autorizadas).   El gráfico 1.3 muestra la estructura propuesta: 
 
 

                                                                                                                                               
8 Sobre la relevancia del caso elegido y la justificación de un estudio centrado en este único caso, ver la 

sección 4.2 del presente capítulo. 
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Gráfico 1.3: Estructura narrativa para la narración analítica  
del proceso de políticas 

 
 
La estructura narrativa propuesta pretende servir como un instrumento para modelar 
una experiencia histórica bajo estudio. El elemento básico de una experiencia es un 
evento. El grupo de eventos relacionados directamente a la formulación de políticas de 
gestión pública constituye el episodio. Los resultados a explicar del caso se sitúan al 
interior del episodio. Sin embargo, la narración analítica del episodio (orientada a su 
explicación) requiere recurrir a eventos que no forman estrictamente parte del episodio 
pero que constituyen el contexto en el cual este tiene lugar.  Parte de estos eventos 
pueden ser caracterizados como fuente (causal) de los eventos del episodio. Ellos 
pueden ocurrir antes del episodio o durante el mismo. Aquellos eventos que son fuente 
de ocurrencias y tienen lugar antes del episodio son caracterizados como eventos 
previos. Aquellos que siendo también fuente de ocurrencias suceden de manera 
simultánea a los eventos del episodio, son caracterizados como eventos 
contemporáneos.  Otro tipo de eventos del contexto son aquellos que son consecuencia 
de los eventos del episodio. Aquellos que ocurren de manera simultánea al episodio 
son denominados eventos relacionados, mientras que los que ocurren después del 
episodio, eventos posteriores.  Cabe señalar que la identificación y organización de los 
eventos que conforman el episodio (y como tal constituyen la columna vertical de la 
narración analítica), requiere del empleo de un marco conceptual que de consistencia 
teórica a la narración (de ahí su carácter "analítico"). Como veremos luego (secciones 
4.3 y 4.4. del presente capítulo), la narración analítica que desarrollamos para 
explicar el caso de estudio elegido, utiliza las herramientas de análisis que ha 
desarrollado la ciencia política para estudiar los procesos de formulación de las 
políticas, a partir de  la noción de ciclo de política presentada anteriormente. 
 
La estructura narrativa propuesta por Barzelay ofrece ventajas importantes para la 
realización de estudios de caso relativos a la elaboración de las  políticas públicas: 
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a.  Permite caracterizar con relativa facilidad los distintos eventos que forman parte 
del flujo de ocurrencias al interior de una experiencia histórica, distinguiendo 
aquellos que se busca explicar directamente (los eventos del episodio) de aquellos 
que forman parte del contexto (es necesario tomarlos en cuenta, más no se 
pretende explicarlos).  

b.  Permite al investigador inquirir sobre las relaciones entre los eventos del episodio y 
los eventos del contexto, identificando preguntas relevantes.  Como se ha 
mencionado, explicar una experie ncia en relación a su contexto histórico real es 
uno de los objetivos centrales de todo estudio de caso.  La estructura narrativa 
propuesta facilita esta tarea.  

c. Facilita la elaboración de la narración analítica, al identificar claramente los 
eventos que es necesario narrar y su relación con los eventos del contexto.  De esta 
manera, ayuda al investigador a identificar relaciones causales entre los eventos 
del caso y generar de esta manera explicaciones plausibles de los resultados del 
mismo. 

 
 

4. Construyendo el caso de estudio 
 
La experiencia que será objeto de estudio consiste en el conjunto de procesos de 
elaboración de políticas de gestión pública ocurridos en el Perú entre 1990 y 1997, 
como manifestación de la evolución que la preocupación por la Refor ma del Estado 
tuvo en la agenda gubernamental. En esta sección presentaremos una muy breve 
reseña de la evidencia histórica a considerar, así como de los resultados que es 
necesario explicar. Luego, sustentaremos la relevancia del caso, identificaremos los  
ciclos de política a estudiar, propondremos la estructura narrativa que utilizaremos 
para organizar la evidencia y, finalmente,  presentaremos el conjunto de preguntas 
que orientarán la labor de investigación. 
 
4.1. Delimitando el episodio y los resultados a explicar 
 
El gobierno del Presidente Alberto Fujimori,  electo en 1990, enfrentó una situación de 
grave crisis económica, evidenciada en una profunda recesión y una elevadísima 
inflación. En esta situación, la preocupación por introducir cambios en el desempeño 
del aparato público entró en la agenda gubernamental de la mano del Programa de 
estabilización económica. Así, a partir de 1991 el gobierno impulsó la ejecución de tres 
políticas específicas, enmarcadas dentro de lo que el gobierno denominó de forma 
genérica como Reforma del Estado: a) la reducción del número de empleados públicos, 
mediante un Programa de renuncias voluntarias; b) la reorganización o creación de 
entidades cuyas funciones resultaban importantes para el éxito del Programa 
económico del gobierno (cual fue el caso de las administraciones tributaria y 
aduanera, por ejemplo) y c) la reorganización global de la administración pública, esto 
es, de las entidades que conformaban el Poder Ejecutivo y del sistema de servicio civil 
que las regí a.  Bajo una coordinación no explícita del Ministerio de Economía y 
Finanzas (MEF), las dos primeras políticas llegaron a implementarse y obtuvieron 
resultados visibles. Por el contrario, la reorganización de la administración pública- 
responsabilidad asumida de manera compartida entre la Presidencia del Consejo de 
Ministros (PCM) y el Instituto Nacional de la Administración Pública (INAP) - no llegó a 
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implementarse, pese a que el Ejecutivo contó para ello con facultades legislativas 
delegadas por el Congreso. En esta situación, los esfuerzos por reformar la rama 
ejecutiva del Estado quedaron identificados directamente con la reducción de personal 
y la reorganización de un puñado de entidades, que obtuvieron regulaciones 
administrativas más flexibles que las  que usualmente regulaban al sector público, en 
aspectos como las relaciones laborales (aplicando el régimen laboral privado), las 
adquisiciones y la gestión financiera.9 Con base en estas condiciones, las entidades 
reformadas mejoraron significativamente su desempeño convirtiéndose en lo que se 
consideró "islas de eficiencia." 
 
Hacia 1995, sin embargo, la idea de una reforma global del Poder Ejecutivo cobró 
nuevamente vigor a partir de una crítica directa al tamaño del Estado, al desorden 
organizativo de la rama Ejecutiva y - de manera singular - a la existencia de las "islas 
de eficiencia."  Así, a la idea de una reforma que debía avanzar progresivamente, 
mediante la acumulación sucesiva de islas de eficiencia, se opuso la idea de un 
cambio repentino y radical en la forma de funcionamiento de la administración 
pública. Habiendo desaparecido el INAP en 1995, se creó una instancia especial en la 
Presidencia del consejo de Ministros (PCM) para impulsar este proceso, denominado 
Programa de modernización de la administración pública. El Ejecutivo contó además 
con facultades legislativas delegadas por el Congreso y el decidido apoyo de un 
importante organismo de cooperación multilateral. Sin embargo, a fines de 1996 el 
Consejo de Ministros decidió abandonar el proyecto y traspasar la responsabilidad 
sobre el tema al Congreso de la República. En 1997 el tema es materia de debate en el 
Congreso, pero no se llega a ninguna decisión relevante. Así, el tema deja de ser 
central en la agenda del gobierno hasta literalmente desaparecer de escena. 
 
La reseña presentada delinea de manera general el progreso que la problemática del 
desempeño de la administración pública tuvo entre 1990 y 1997, en un primer 
momento bajo la idea global  que esbozó el gobierno de una Reforma del Estado y, 
luego, bajo la idea más precisa de una modernización de la administración pública. Es 
posible distinguir en el proceso reseñado la presencia de dos ideas o metodologías  de 
reforma distintas y hasta contrapuestas.  La primera propuso un proceso progresivo 
de reforma de un número creciente de entidades específicas, que corresponde en 
buena medida a lo que Geoffrey Shepherd denomina "reforma aislada” o “aplicada a 
través de enclaves”. 10 La segunda consistió en la propuesta de una reforma integral y 
súbita de la administración pública. El segundo método no tuvo mucha suerte cuando 
intentó ser puesto en práctica entre 1991 y 1992, quedando el proceso de reforma del 
Estado identificado básicamente con la metodología de enclave dado el éxito que 
tuvieron las islas de eficiencia.  Reapareció sin embargo en la agenda gubernamental 

                                                 
9 Como parte de este proceso pueden incluirse la creación o reforma radical de las entidades responsables 

de la administración tributaria y aduanera (Superintendencia Nacional de Administración Tributaria y 
Superintendencia Nacional de Aduanas), de la supervisión financiera (Superintendencia de Banca y 
Seguros, Comisión Nacional de Supervisión de Valores, Superintendencia Nacional de Administradoras de 
Fondos de Pensión), de la regulación de mercados específicos (Entidades reguladoras del mercado de 
energía eléctrica, de telecomunicaciones) y de la promoción de condiciones de competencia (Instituto 
Nacional de Defensa de la Competencia y de la Protección de la Propiedad Intelectual). Por otra parte, las 
consecuencias que las medidas de estabilización económica tuvieron sobre las ya deprimidas condiciones 
de vida de los más pobres, condujeron a la necesidad de contar con programas de alivio a la pobreza. Se 
impulsó así, luego de un proceso marcado por marchas y contramarchas, la constitución y desarrollo del 
Fondo Nacional de Compensación y Desarrollo Social (FONCODES). Se ejecutó también una reforma 
importante del Instituto Peruano de Seguridad Social, responsable de los servicios de atención médica y de 
gestión de las pensiones de los jubilados. 

10 Shepherd, Geoffrey (1999).  
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en 1995, al iniciarse la segunda administración de Fujimori. Pero en esta oportunidad 
tampoco logró pasar hacia una fase de implementación, diluyéndose en las 
discusiones que tuvieron lugar en el Congreso.  Tenemos así que en un período de 
ocho años se intentó aplicar tanto el método de enclave como el método de reforma 
integral , teniendo mejor suerte el primero que el segundo. 
 
¿Cuáles son los resultados a explicar del proceso?  En relación al método de enclave es 
necesario explicar la decisión de efectuar cambios radicales, pero limitados a un 
número reducido de entidades públicas. En relación al método integral , la decisión de 
no efectuar ninguno de los radicales cambios propuestos por el Programa de 
Modernización de la Administración Pública. 11  De manera global, puede señalarse que 
el proceso de elaboración de políticas de gestión pública ocurrido condujo solamente a 
cambios limitados, resultado fundamentalmente de la estrategia de enclave. Esta 
resultante nos obliga a prestar particular atención a la resistencia al cambio que estas 
políticas mostraron.  
 
 
4.2. Relevancia del caso 
 
La experiencia reseñada en la sección anterior tiene relevancia en función al interés 
teórico de la investigación, a saber, la comprensión de los procesos de elaboración de 
las políticas de gestión pública. Dicha relevancia emerge de dos consideraciones.  La 
primera consideración consiste en la capacidad de dicha experiencia para revelar  
patrones relativos  a la forma en que se elaboran las políticas de gestión pública en 
países con débiles mecanismos de decisión democrática y débiles sistemas políticos 
como el Perú. El mantenimiento de la preocupación por la reforma de la 
administración pública como un tema importante en la agenda gubernamental a lo 
largo de ocho años consecutivos, permite observar con cierta nitidez la racionalidad de 
los actores, sus patrones de conducta, las formas de negociación y argumentación 
empleadas, entre otros elementos constituti vos del proceso de elaboración de políticas 
públicas.  Por otra parte, la escasez de estudios que se centren en la elaboración de 
políticas de gestión pública (o de las políticas públicas en general) en el país, refuerza 
el carácter revelador del estudio de caso propuesto. 12 
 
Una segunda consideración sobre la relevancia del caso propuesto consiste en 
destacar su relativa rareza.  Es usual que a lo largo de la carrera de un tema de 
política en la agenda de gobierno se produzcan giros en cuanto a las estrategias a 

                                                 
11 Subirats destaca la importancia de explicar las situaciones en que los participantes en el proceso de 

elaboración de políticas deciden no tomar decisiones: "No podemos tampoco encerrarnos en un concepto 
exclusivamente positivo de las políticas públicas. 'Una política puede consistir en no hacer nada' (Heclo). 
Este tipo de 'no - decisión' resulta extremadamente relevante en la formación de las 'agendas' o programas 
de actuación públicos" (1994, 41). 

12 Sobre el proceso de reforma de la administración pública peruana en los años 90 existen pocos estudios. 
Entre los más recientes están los de Guerra García (1999) y Ugarte (2000). El estudio de Ugarte, sin 
embargo, no profundiza en el proceso mismo de elaboración de políticas, prestando mayor atención a los 
efectos del proceso. El estudio de Guerra García se aproxima en alguna medida a nuestra inquietud 
teórica, pues presta atención al proceso de elaboración de las políticas y a la lógica de acción de los 
diversos participantes. Sobre los procesos de elaboración de políticas públicas en general o en áreas 
específicas, existen también pocos estudios en nuestro país, siendo los más relevantes los de Ansión 
(1986), Alvarez Rodrich y Ortiz de Zevallos (1995) y Portocarrero et al (2000). El primero y el tercero de 
estos estudios muestran preocupación por un tratamiento de la información sensible al contexto histórico 
en que ocurrieron los eventos estudiados. El segundo es más bien un conjunto de estudios de caso con 
propósitos de enseñanza.   
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utilizar para enfrentar un problema. Pero es usual también que dichos giros estén 
relacionados a cambios en los contenidos de las alternativas de política a 
implementar. También es usual que este tipo de giros se produzcan como resultado 
del cambio de las administraciones gubernamentales, de manera que un nuevo 
gobierno elige una nueva estrategia para enfrentar un problema en contraste con lo 
hecho por un gobierno.  En el caso que analizamos, sin embargo, el giro en relación a 
la estrategia no corresponde a un cambio de las alternativas de política, pues estas se 
mantuvieron relativamente estables a lo largo de ambos ciclos de política (nos 
referimos a la opción por promover una flexibilización de los sistemas administrativos 
y por extender el régimen laboral privado al sector público, básicamente). Tampoco 
corresponde a un cambio de gobierno, pues aunque el segundo ciclo ocurre luego de 
un proceso electoral, el Presidente Fujimori fue reelecto. Si bien el inicio de una 
segunda administración marcó cierta preocupación por renovar la agenda de gobierno, 
la agenda de la segunda administración optó por profundizar lo realizado en la 
primera administración fujimorista. El caso que estudiamos constituye así una 
situación relativamente inusual en el contexto de los procesos de elaboración de 
políticas en la región. 
 
El caso elegido es así teóricamente relevante  en relación a las preocupaciones de fondo 
del estudio. Además, la capacidad reveladora del caso y su relativa rareza son dos de 
los criterios que Yin señala como sustento de la pertinencia de un estudio centrado en 
un solo caso (Yin 1994, 38-44). En consecuencia, el caso es téoricamente relevante y 
su estudio como caso es metodológicamente viable. 
 
 
 
4.3. Identificando los ciclos de política 
 
Para elaborar una narración analítica que de cuenta del caso de estudio elegido, 
hemos decidido utilizar las herramientas de análisis que ha desarrollado la ciencia 
política para estudiar los procesos de formulación de las políticas, a partir de la noción 
de ciclo de política presentada anteriormente. Siendo posible estructurar los eventos 
del episodio a explicar en función a partir de otras nociones, la de ciclo de políticas  nos 
pareció las más adecuada para dar seguimiento al progreso que tuvo en la agenda 
gubernamentalla problemática de la reforma de las políticas de gestión pública.13 
 
Asumiendo la definición operativa que hemos ofrecido del ciclo de política pública - 
como el  conjunto de interacciones y decisiones relacionadas a un tema de la agenda 
gubernamental que pueden dar cuenta de determinadas opciones de política - 
identificamos en nuestro caso distintos ciclos de política a partir de la consideración 
de las opciones de política a explicar. En el apartado 4.1 hemos identificado ya dos 
opciones, relativas al mejoramiento del desempeño de las entidades del Poder 
Ejecutivo: a) la decisión de ejecutar cambios radicales en las políticas de gestión 

                                                 
13 Se estudió la posi bilidad de estructurar la narración analítica en base a la noción de imágenes de política 

(Baumgartner y  Jones 1993) o a la de políticas de gestión pública (Barzelay 2001). Ambas, sin embargo, 
ofrecían pocas ventajas en relación a la de ciclo de política para dar cuenta del proceso mismo de 
elaboración de las políticas. La primera es muy específica (las imágenes de política son uno de los 
elementos que componen el proceso de elaboración de políticas, que las excede largamente) y la segunda 
(conducente a la clasificación de los procesos de decisión en función al tipo de política de gestión pública 
que afectan) ofrece una visión muy estática del proceso. 
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pública pero sólo en determinadas entidades específicas y b) la decisión de no ejecutar 
cambios comprehensivos en dichas políticas a nivel de toda la administración pública. 
A estos resultados es necesario añadir uno tercero, relativo al proceso de achicamiento 
del Estado iniciado en 1991: c) la decisión por comprar renuncias voluntarias en todas 
las entidades y niveles de la administración pública. 
 
Considerando los tres resultados a explicar  podemos identificar tres procesos de 
elaboración de política como los eventos constitutivos del episodio bajo estudio:  
 

E1: Reducción de personal del Estado 
E2: Reforma de organismos específicos 
E3: Reorganización de la administración pública 

 
El evento E3 se subdivide en dos sub- eventos separados en el tiempo. El primer sub- 
evento ocurrió entre 1991 y 1992, cuando se intento una reorganización de la 
administración pública que corriera paralela al achicamiento del Estado y la reforma 
de los organismos específicos. El segundo tuvo lugar entre 1995 y 1997, cuando - a 
partir del cuestionamiento de las islas de eficiencia que fueron resultado de E2 - se 
creó el Programa de Modernización de la Administración Pública. Tenemos en 
consecuencia, los subeventos: 
 

E3 (I): Reorganización de la administración pública 
E3(II): Modernización de la administración pública 

 
El gráfico 1.4 muestra la ubicación temporal de los eventos identificados:  

 
 

Gráfico 1.4: Eventos del episodio bajo estudio  14 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

                                                 
14La segmentación de las flechas correspondientes a cada evento intenta mostrar que E1 y E2 efectivamente 

llegaron a una fase de implementación, mientras que E3 (I) y E3(II) no. 
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Si bien podemos distinguir claramente E1, E2 y E3 como procesos específicos de 
elaboración de política, es necesario tener en consideración que ellos partieron de un 
proceso común de establecimiento de agenda, en el cual problemas como el tamaño 
del Estado, la ineficiencia en el desempeño de funciones fundamentales para el 
programa económico y la ineficiencia genérica de la administración pública fueron 
vinculados a la idea global de una reforma del Estado. En  consecuencia, en la medida 
en que los actores implicados concibieron los tres procesos como estrechamente 
ligados y ellos se desarrollaron en paralelo y con una elevada interacción mutua, 
consideraremos a E1, E2 y E3(I) como un primer ciclo de política. El segundo ciclo de 
política comienza en octubre de 1995, cuando a partir de la  delegación de facultades 
legislativas al Ejecutivo se inicia E3(II). Concluye en Abril de 1997, cuando el Congreso 
y el Ejecutivo concuerdan en posponer el tema de la modernización del Estado hasta 
luego de que se discutiera la Ley de Descentralización (que dicho Congreso no llegó a 
discutir). 
 
 
 
 
4.4. Estructura narrativa propuesta 
 
Los eventos del episodio sólo pueden ser narrados y explicados en relación a su 
contexto. Siguiendo la metodología propuesta para elaborar la estructura narrativa del 
caso, hemos identificado los eventos previos, contemporáneos, relativos y posteriores 
que constituyen el contexto en el cual se produjeron los eve ntos del episodio: 
 
Eventos Previos 

PE1 Hiperinflación y recesión de la economía 
PE2 Campaña para las elecciones presidenciales de 1990 
PE3 Difusión de las ideas desreguladoras del ILD 
PE4 Cambios en la estructura de los ministerios para adecuarlos a las normas 

de regionalización 
 
Eventos Contemporáneos 

CE1 Elaboración de la política económica 
CE1 (I)-1 Implementación del programa de establización 
CE1 (I)-2 Acciones para la reinserción económica externa 
CE1 (I)-3 Implementación de las reformas estructurales de la economía 
CE1 (II)-1 Medidas de control del déficit público generado por la primera 

reelección 
 

CE2 Desarrollo del proyecto político fujimorista 
CE2 (I)-1 Desarrollo de un estilo autoritario y personalista de gobierno 
CE2 (I)-2 Confrontación entre el  Ejecutivo y el Parlamento: autogolpe 
CE2 (II)-1 Aprobación de una segunda reelección presidencial 

 
Eventos Relacionados 

RE1   Mejoramiento del desempeño de los organismos reformados 
RE2 Debilitamiento y desaparición del Instituto Nacional de la Administración 

Pública (INAP) 
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Eventos Posteriores 

LE1 Implementación del Sistema Integrado de Administración Financiera 
(SIAF) 

LE2   Consolidación de los Organismos reformados  
 
El Gráfico 1.5 muestra la estructura narrativa para el conjunto del episodio Dicha 
estructura será la guía general para la identificación de las preguntas de investigación 
en las siguiente sección.  Para la narración analítica de cada uno de los ciclos de 
política se ha desarrollado una estructura más detallada, que identifica los sub 
eventos y acontecimientos puntuales que constituyen E1, E2 y E3. 
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Gráfico 1.5 : Estructura Narrativa del proceso de elaboración de políticas de gestión pública (1990 – 1997) 
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4.5. Preguntas de investigación 
 
Para guiar efectivamente el esfuerzo de investigación, las preguntas deben de orientarse 
tanto hacia el tema que constituye la preocupación teórica de fondo del estudio (el estudio 
de la elaboración de las políticas de gestión pública) como hacia la interrelación entre los 
eventos específicos que ocurrieron en el episodio y su contexto. 
 
Preguntas relacionadas al tema teórico  
 

1. ¿Cuáles son las condiciones y factores necesarios para promover exitosamente el 
cambio de las políticas de gestión pública en contextos de debilidad del sistema 
político y democrático?  

2. ¿Cuáles son los factores clave que hace posible que un proceso de elaboración de 
políticas de gestión pública arribe efectivamente a la implementación de 
programas que promueven el cambio?  

 
Preguntas relacionadas al Ciclo I 
 

3. ¿Por qué los procesos de reducción del personal y de reforma de organismos 
específicos llegaron a la fase de implementación y el de reorganización de la 
administración pública no? 

4. ¿Por qué se adoptó la idea de una reforma centrada en enclaves de eficiencia? 
5. ¿Por qué el método de reformas de enclave generó un cambio limitado de las 

políticas de gestión pública? 
6. ¿por qué las opciones de política tomadas al reformar cada organismo fueron 

similares pese a que no existió una coordinación explícita entre los distintos 
procesos de reforma? 

 
Preguntas referidas al Ciclo II 
 

7. ¿Por qué el gobierno adoptó la idea de una modernización integral  de la 
administración pública? 

8. ¿Por qué existieron visiones competitivas entre sí del proceso de reforma de la 
administración pública? 

9. ¿Por qué la PCM se convirtió en el medio institucional que monopolizó el control 
del tema? 

10. ¿Por qué no funcionó el método de modernización integral ? ¿Qué factores 
impidieron su éxito? 

 
Preguntas relativas a la comparación entre ambos ciclos 
 

11. ¿De qué manera la dinámica de la elaboración de políticas en el ciclo I condujo a 
la adopción de un método de reforma distinto en el ciclo II? 

12. ¿Por qué el gobierno adoptó sucesivamente dos métodos opuestos para reformar 
las políticas de gestión pública? 
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13. ¿Por qué las alternativas de política relativas a la dirección debían asumir las 
políticas de gestión pública fueron básica mente las mismas en los dos ciclos de 
política? 

14. ¿Qué mecanismos de influencia de la dinámica del primer ciclo de política 
influyeron en el desarrollo del segundo? 

 
 
5. Fuentes y técnicas para la generación de información  
 
Las fuentes a las que es necesario acudir y las técnicas de generación de información 
necesarias para generar información relevante son: 
 

a. Entrevistas a los elaboradores de política (funcionarios, ministros, consultores, 
expertos) que participaron en los eventos del episodio. 

b. Recolección de  información de los medios de prensa sobre los eventos del episodio. 
En el caso del ciclo I, dado que el objetivo ha sido simplemente utilizar esta 
información con la finalidad de reconstruir la secuencia de eventos, se decidió hacer 
un seguimiento de un solo medio de prensa interesado en la temática (Gestión). En el 
caso del ciclo II, dado que además de poder reconstruir la secuencia de hechos se 
pensó necesario reconstruir las reacciones de los medios de prensa al progreso de la 
idea de modernización integral, se decidió hacer un seguimiento de la información 
aparecida en tres medios con distinta orientación política (Gestión, La República y 
Expreso). 

c. Recolección de Leyes, Decretos, proyectos de ley y documentación en general 
vinculada a los eventos del episodio. 

d. Revisión de estudios realizados sobre los procesos y eventos bajo estudio. 
 
La diversidad de fuentes de información ha permitido una adecuada triangulación de fuentes 
y métodos. Dicha triangulación es indispensable para el estudio de un fenómeno que es 
definido subjetivamente no sólo a partir de la mirada del investigador (Subirats 1994, 42), 
sino también a partir de las distintas visiones (interesadas) de los participantes.  La 
triangulación de fuentes y métodos ha hecho posible hallar inconsistencias y divergencias 
en la evidencia presentada por los participantes y la documentación reunida, lo que a su vez 
permitió una reconstrucción del proceso de elaboración de políticas descentrada de la visión 
del investigador y sensible a la diversidad de visiones de los participantes.15 
 
En relación al trabajo de campo y análisis de la información generada, se procedió de la 
siguiente manera: 
 

a. Realización de 5 entrevistas narrativas a participantes en los eventos.16 Las 
entrevistas fueron codificadas y analizadas temáticamente mediante el Atlas Ti, 
utilizando los eventos y sub eventos de la  estructura narrativa (ver Anexo 1). 

b. Recopilación y análisis de un total de 35 documentos relativos a los eventos de 
ambos ciclos de política (ver Anexo 2). 

                                                 
15 En esta perspectiva, Bauer y Gaskell incluyen la triangulación como uno de los criterios de calidad de los 

estudios cualitativos (2000, 345). 
16 Sobre la entrevista narrativa ver: Jovchelovitch y Bauer 2000. 
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c. Recopilación de un total de 224 noticias de los diarios Gestión, Expreso y La 
República sobre el ciclo II. Se realizó un análisis de contenido clásico de las 
noticias, utilizando el SPSS (Anexo 3).17 

 
 
 

                                                 
17 Sobre el análisis de contenido ver: Bauer 2000. El sistema de codificación utilizado para el análisis de las 

noticias puede verse en el Anexo 4. 
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CAPÍTULO II 
Marco Conceptual 

 
 
El desarrollo de la investigación propuesta en el capítulo anterior requiere de un marco 
conceptual capaz de explicar como la reforma de las políticas de gestión pública fue 
considerada en la agenda gubernamental.  Ello implica explicar cómo y por qué el tema fue 
incluido en determinados momentos y circunstancias, siendo excluido y olvidado en otros. 
En términos generales, esto requiere de un marco analítico que arroje luz sobre los procesos 
de cambio en las agendas públicas. Para ello recurriremos a modelos conceptuales 
desarrollados por la Ciencia Política para explicar los procesos de establecimiento de agenda 
y su cambio.  
 
Pero las vicisitudes de la reforma de las políticas de gestión pública en la agenda de 
gobierno fueron procesadas al interior del sistema político vigente.  Es necesario, en 
consecuencia, considerar las  principales características que dicho sistema mostró en los 
años bajo estudio, a saber, el colapso del sistema de partidos y la progresiva instauración de 
un régimen autoritario bajo un liderazgo neopopulista.  En estas condiciones, el régimen 
ejecutó un radical proceso de ajuste económico y reorientó la economía abandonando el 
modelo intervencionista a favor de uno neoliberal. 
 
Como se observará a lo largo del presente capítulo,  las propuestas teóricas consideradas en 
este  marco tienen como un denominador común el otorgar prioridad a las lógicas de acción 
de los participantes en los procesos de toma de decisión política.  Las variables 
estructurales (institucionalidad política y estatal, procesos económicos, etc.) son 
consideradas como parámetros que influyen más no determinan la acción de los 
participantes. Cabe señalar que esta opción no es sólo coherente con el objeto  y el propósito 
de la investigación (estudiar el proceso de elaboración de políticas, en el cual el rol de los 
actores y su interacción con parámetros contextuales es fundamental), sino también con las 
opciones metodológicas asumidas. Así,  el estudio de caso es una estrategia adecuada para 
comprender la lógica de la acción en relación con su contexto histórico particular.  La 
elaboración de narraciones analíticas, por otra parte, se orienta también a hacer observable 
el curso que siguieron los actores para tomar decisiones en un contexto dado. 
 
 
1. La elaboración de las Políticas de Gestión Pública 
 
Como toda política pública, las políticas de gestión pública – entendidas como el conjunto 
de reglas institucionales que guían, constriñen y motivan el servicio público como un todo, 
siendo parte de las mismas las políticas transversales de  planeamiento presupuestal y 
gestión financiera, servicio civil y relaciones laborales, adquisiciones, organización y 
métodos, y auditoría y evaluación (Barzelay 2001, 14) -  son resultado de un complejo 
proceso de elaboración de políticas. Este proceso es el resultado de la interacción de 
múltiples actores, procesos y fuerzas (Linblom 1991, 13).  Como hemos indicado ya en el 
capítulo primero, la noción de ciclo de política es útil para observar la complejidad de este 
proceso y de las fenómenos que le dan forma e influyen en su progreso.  Es necesario ahora 
proponer un marco conceptual que permita analizar la etapa pre -decisional de dicho ciclo, 
explicando el curso efectivo que toman los procesos de elaboración de las políticas.   
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Al respecto, constituye un serio error conceptual utilizar los marcos y modelos elaborados 
para diseñar  las políticas como marcos conceptuales para explicar  la realidad del proceso de 
elaboración de políticas.  Aunque resulta obvio que los dos marcos están relacionados, los 
primeros tienden a proponer un modelo de resolución de problemas fuertemente inspirado 
en los modelos racionales de toma de decisiones (al respecto ver Subirats 1993, 78 ss).  
Pero, la realidad de los procesos de elaboración de políticas se aleja claramente de dicho 
imperativo racional.  Marcos explicativos ya clásicos en Ciencia Política como el del 
“incrementalismo inconexo” de Lindblom (1999, Lindblom y Hirschmann 1999) y el “modelo 
de papelera” de Cohen , March y Olsen (1972) ponen en evidencia que la elaboración de 
políticas dista mucho de ser un proceso controlado, lineal y racional de búsqueda de 
soluciones óptimas a problemas claramente identificados.  El uso de información 
incompleta, la consideración de un conjunto parcial y sesgado de alternativas de solución 
por parte de los elaboradores de políticas y la forma contingente como ocurren los eventos 
políticos, los avances técnicos o científicos y la emergencia de los problemas públicos, 
permiten delinear un proceso de elaboración de políticas donde el incrementalismo, la 
inspiración y la casualidad ocupan un lugar privilegiado. 
 
Para explicar el proceso de cambio de las políticas de gestión pública ocurrido desde los 
años 80 en varios países del primer mundo, Barzelay elabora un marco conceptual que 
recoge una visión compleja y no lineal del proceso de elaboración de políticas.  Para ello, 
recurre fundamentalmente al trabajo de John Kingdon (1995) sobre cómo los problemas y 
alternativas de solución progresan en la agenda pública y al trabajo de Frank  Baumgartner 
y Bryan Jones (1993) que analiza la manera como las agendas públicas cambian. A 
continuación, pasaremos revista a los aportes fundamentales de ambos trabajos. Ellos nos 
serán de mucha utilidad para el análisis de los procesos pre – decisionales relativos a la 
elaboración de las políticas de gestión pública.  El centramiento en este tipo de procesos se 
justifica dado nuestro interés por estudiar en el caso propuesto los cambios de la agenda 
gubernamental en relación a las políticas de gestión pública.  
 
 
1.1. Política, problemas y soluciones en la elaboración de políticas públicas  
 
Kingdon está interesado en explicar la dinámica que permite que unos temas progresan en 
la agenda mientras que otros son dejados de lado. El autor se centra en explicar por qué los 
elaboradores de política ofrecen seria atención a determinados problemas y alternativas de 
solución, dejando de lado o descartando otros problemas y soluciones.   Para ello - 
retomando el “modelo de papelera” de Cohen, March y Olsen (1972) -  propone que el 
proceso de elaboración de políticas responde a tres familias o corrientes de procesos, 
distintos y sumamente independientes entre sí.  Cada una de estas corrientes, siguiendo su 
propia dinámica, puede promover que un tema, problema o solución reciba atención pública 
seria. Pero, también puede obstaculizar que dicha atención le sea conferida. 
 
La corriente de problemas  está constituida por aquellos procesos que permiten que la 
colectividad identifique determinadas situaciones (nuevas o viejas) como problemas que 
exigen una acción pública para ser resueltos. ¿Cómo llega una situación a ser considerada 
un problema público y concentrar la atención de los elaboradores de política?  La respuesta 
implica considerar: a) los medios mediante los cuales los elaboradores toman conoci miento 
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de tales situaciones y b) las maneras como dichas situaciones son definidas como 
problemas. En relación a lo primero, determinados eventos críticos – desastres, crisis, 
experiencias personales de los elaboradores de política o eventos considerados simbólicos - 
permiten que determinadas situaciones afloren a la atención pública como problema. En 
otras ocasiones, es el seguimiento y análisis de determinados indicadores los que permiten 
evaluar una situación como un problema que exige atención. Un cambi o importante en el 
comportamiento de un indicador (del déficit público, del crecimiento de una enfermedad o 
de la pobreza, por ejemplo) puede así ser aprovechado para que una situación sea considera 
un problema que merece atención. Finalmente, el monitoreo y evaluación de los programas 
públicos también ofrece un mecanismo de retroalimentación que puede identificar 
situaciones problemáticas. En relación a las maneras como las situaciones son convertidas 
en problemas, Kingdon propone que ello ocurre cuando la situación en cuestión viola 
valores tenidos como muy importantes por la colectividad, cuando la comparación con 
situaciones similares en otros contextos ofrece una imagen deficitaria, o cuando una 
situación es encuadrada mediante una categoría conceptual que de por sí es problemática. 
 
La corriente política está constituida por el flujo de eventos políticos con capacidad de influir 
en la agenda pública y en la búsqueda de soluciones.  La renovación de autoridades 
políticas electas, los cambios en el temperamento de la opinión pública y la acción de 
grupos de interés o movimientos sociales, pueden favorecer u obstaculizar que un problema 
o una alternativa de solución reciba atención por parte de las autoridades públicas. La 
negociación entre intereses políticos es aquí el mecanismo que permite generar consenso en 
torno a los problemas y soluciones que merecen atención. 
 
 Finalmente, la corriente de políticas  congrega los procesos de elaboración de propuestas y 
soluciones.  Oponiéndose a la idea racionalista de que las alternativas se identifican 
claramente luego de tener problemas claramente definidos, Kingdon plantea que las 
alternativas de solución nacen y mutan al interior de comunidades de especialistas  
independientemente de lo que ocurra en la corriente de problemas . Los miembros de estas 
comunidades de políticas  realizan estudios y debates para desarrollar y corregir sus 
propuestas de política preferidas, esperando que la atención pública sobre los problemas 
apropiados les brinde la oportunidad de aplicarlas.  Las ideas son seleccionadas, depuradas 
o descartadas no mediante la negociación (como ocurre en la corriente política) sino 
mediante la persuasión y la aplicación de criterios como la viabilidad técnica, la congruencia 
con los valores de la comunidad y la anticipación de restricciones (como la presupuestal, de 
aceptabilidad pública y de receptividad política). Se produce así una suerte de proceso de 
selección natural de las ideas de política, resultado del cual unas quedan en pie y otras 
dejan de merecer la atención de la comunidad de especialistas. Los miembros de las 
comunidades de política dedican gran parte de su tiempo a la presentación y debate de sus 
ideas ante públicos muy diversos, sometiéndolas a prueba y corrigiéndolas constantemente. 
Se desarrolla así un proceso de ablandamiento del terreno, clave para lograr que los políticos 
y elaboradores de política presten atención a las ideas de política cuando la oportunidad sea 
propicia.  
 
¿En qué condiciones un problema tiene mayores oportunidades de recibir atención y así 
introducirse y progresar en la agenda pública? Kingdon – a partir del estudio de un 
numeroso conjunto de casos – señala que ello ocurre con cuando la corriente política y la 
corriente de problemas  confluyen, es decir, cuando una situación es elevada a la categoría de 
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problema público y además se produce un contexto político que promueve que los políticos 
le brinden suficiente atención en sus agendas. En otros términos, el enganche entre la 
corriente de política y la de problemas conduce al establecimiento de un tema en la agenda 
pública. El proceso de establecimiento de agenda (la identificación de los problemas que 
recibirán seria atención por parte de los elaboradores de política) es así resultado 
fundamental de la acción de aque llos actores con capacidad de influir en los eventos 
políticos. Dado que estos actores (el Presidente, los congresistas, los funcionarios de alto 
nivel, los líderes políticos o sindicales) están muy expuestos a la atención pública, son 
denominados participantes visibles.   
 
¿En qué condiciones determinadas alternativas de solución reciben atención por parte de 
los tomadores de decisiones? En esta caso Kingdon señala que el enganche relevante es el 
que puede producirse entre la corriente de problemas  y la cor riente de políticas. Así, el 
afloramiento de un problema público en la agenda constituye una demanda a los 
especialistas vinculados a él, que en consecuencia tratarán de vincular sus soluciones 
favoritas con los problemas que los políticos  están considerando.  La especificación de 
alternativas (el proceso mediante el cual se identifica aquellas alternativas de política que 
merecen una seria consideración por parte de los tomadores de decisiones) es así un 
proceso en el cual tienen un rol importante los especialistas (académicos, investigadores) y 
los funcionaros de nivel medio y bajo encargados de buscar soluciones concretas a los 
problemas. Dado que estos actores usualmente no reciben mucha atención pública, son 
considerados participantes ocultos . 
 

Para Kingdon, cuando las tres corrientes se reúnen o enganchan, se elevan 
significativamente las posibilidades de que determinados problemas y alternativas de 
solución progresen hacia la fase de toma de decisiones (agenda de decisión):  
 

“Las separadas corrientes de problemas, políticas y política tienen, cada una, vida propia. 
Los problemas son reconocidos y definidos de acuerdo a procesos que son diferentes de las 
maneras como las políticas son desarrolladas o como los eventos políticos se desenvuelven. 
Las propuestas de política son desarrolladas de acuerdo con sus propios incentivos y 
criterios de selección, sean o no soluciones para los problemas o respondan o no a 
consideraciones políticas.  Los eventos políticos fluyen según su propio tiempo y de acuerdo 
a sus propias reglas, estén o no relacionados a los problemas y propuestas. 
 
Pero hay momentos en que las tres corrientes se unen. Un problema urgente demanda 
atención, por ejemplo, y una propuesta de política es enganchada a dicho problema como 
su solución.  O un evento en la corriente política, como el cambio de administración, abre 
posibilidades para nuevas direcciones.  En este momento, las propuestas que encajan con 
este evento político, como por ejemplo las iniciativas que encajan con la filosofía de la 
nueva administración, saltan al primer plano y son enganchadas con el ya maduro clima 
político. De manera similar, los problemas que encajan son destacados, mientras que otros 
son dejados de lado  
 
(...) Un eslabonamiento completo combina las tres corrientes – problemas, políticas y política 
– en un mismo paquete. (...) la completa unión de las tres corrientes fortalece 
significativamente la probabilidad de que un tema resulte firmemente instalado en la 
agenda de decisiones (201- 202).” 
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Ocurren también, sin embargo, enganches parciales  entre las corrientes: “...las soluciones 
(enganchan) con los problemas, pero sin obtener receptividad del clima político; los eventos 
políticos (enganchan) con propuestas, pero sin la sensación de que un problema urgente está 
siendo resuelto; los eventos políticos y los problemas (enganchan) exigiendo acción, pero sin 
alternativas disponibles por las cuales abogar  (202).” En esta situación, la probabilidad de 
que un problema o solución supere exitosamente la etapa de decisiones es bastante menor. 
 
En la ocurrencia de los enganches  entre las corrientes cumplen una labor fundamental 
aquellos actores que Kingdon denomina empresarios de política.  Estos son personas que 
participan en el proceso de elaboración de políticas desde muy diversas situaciones (como 
actores visibles u ocultos) y desean invertir sus recursos (tiempo, energía, reputación y a 
veces dinero) a cambio de obtener políticas que respondan a los problemas que les 
preocupan (definidos de la manera como les resulta relevante) o impliquen la aplicación de 
sus propuestas de solución favoritas.  Tres son las actividades principales que desarrollan: 
a) impulsan sus preocupaciones acerca de ciertos problemas en la agenda presionando por 
una determinada forma de definirlos, b) ablandan el terreno para sus alternativas de 
solución favoritas y c) promueven el enganche de las corrientes de procesos. En relación a lo 
último, los empresarios “en la búsqueda de lograr sus propios objetivos, desempeñan la 
función sistémica de enganchar soluciones con problemas, problemas con fuerzas políticas, y 
eventos políticos con propuestas” (205).  Para Kingdon, la ocurrencia de un enganche 
completo de las corrientes depende fuertemente de la aparición del empresario adecuado en 
el momento oportuno. 
 
Pero ¿cuál es el momento oportuno? Kingdon define estos momentos como ventanas de 
política, situaciones en las cuales se produce un contexto propicio para que los que abogan 
por un tema o alternativa las impulsen para lograr una importante atención. Dichas 
ventanas son abiertas usualmente por eventos que ocurren en la corriente de problemas  o en 
la corriente política: “Así hay ventanas de problemas y ventanas políticas. Un nuevo problema 
aparece, por ejemplo, creando la oportunidad de adjuntarle una solución. O determinados 
eventos en la corriente política como el recambio de funcionarios electos, los cambios del clima 
político nacional, o vigorosas acciones de lobby, pueden crear oportunidades para empujar 
algunos problemas y propuestas al primer plano y barrer las posibilidades de destacar otros 
problemas y propuestas” (203). Las ventanas ocurren rara vez y cuando ello sucede, están 
abiertas por poco tiempo. Los empresarios de política están así constantemente atentos a la 
aparición de dichas ventanas, tratando de vincular soluciones, problemas y eventos políticos 
para que sus temas y soluciones progresen en la agenda.  
 
Los intereses, deseos y creencias de los empresarios juegan un rol importante en este 
proceso, pero - como hemos visto - las oportunidades de actuar que se les presentan 
dependen de los eventos de las tres corrientes descritas. El modelo de Kingdon resulta así 
un modelo capaz de explicar la elaboración de las políticas integrando tanto la influencia de 
la acción y las intenciones humanas como la influencia de fuerzas o eventos impersonales 
(Barzelay 2001, 59).  
 
El gráfico 2.1 intenta resumir gráficamente los procesos e interacciones que el modelo 
conceptual de Kingdon ofrece para comprender el establecimiento de la agenda y la 
selección de alternativas:  
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Gráfico 2.1: Establecimiento de agenda y especificación de alternativas 18 

 
 
El gráfico muestra también el tipo de resultados que los procesos descritos generan. La 
definición o imagen del problema y la selección de alternativas de política es claramente el 
resultado de los procesos pre - decisionales discutidos por Kingdon. En relación a ellos y al 
estudiar los procesos de elaboración de políticas de gestión pública en Nueva Zelanda, 
Australia y el Reino Unido, Barzelay concluye que en dichos casos el problema fue definido 
como ineficiencia organizacional  extendida en todo el Estado, mientras que las alternativas 
de solución – siendo distintas en cada caso -  coincidieron en el propósito general de alterar 
el conjunto de reglas y rutinas que  influían sobre la gestión pública (2001).  Las decisiones 
autorizadas que - como hemos señalado en el capítulo primero al presentar la noción de 
ciclo de políticas es el resultado de los procesos de toma de decisiones -  se concentraron en 
los tres casos estudiados por Barzelay en la alteración  del conjunto de políticas de gestión 
pública.  
 
Aunque Kingdon no hace referencia directa al proceso de toma de decisiones (más allá de 
señalar que el enganche de las tres corrientes incrementa las posibilidades de un tema de la 
agenda de acceder a la agenda de decisiones ), es posible aplicar parte de los elementos de 
su modelo al mismo. Así, es posible plantear que los participantes visibles tienen un rol 
preponderante en la toma de decisiones, en la medida en que estas consisten en la sanción 
de decisiones mediante el uso de la autoridad formal  con la que cuentan sólo tal tipo de 
actores. Es posible que ciertos participantes ocultos – como los funcionarios de nivel medio – 
tengan también cierto rol en la toma de decisiones. Sin embargo el tipo de decisiones que 
estos actores suelen tomar son aquellas que están directamente relacionadas a la 
implementación de las políticas, más que a las decisiones originales que confieren 
autoridad, responsabilidad y recursos para el desarrollo de políticas que respondan a los 
problemas asumidos en la agenda gubernamental. 
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La lógica de la toma de decisiones sería análoga a la de la corriente de políticas,  
predominando en consecuencia la negociación política como mecanismo de construcción de 
consensos. Lindblom destaca este aspecto, señalando que la interacción entre los 
participantes se convierte en el principal medio de toma de decisiones, a través de 
mecanismos como el voto, la persuasión, la amenaza política, el intercambio (de favores, de 
votos, de dinero) y la delegación (1991, 40). A través de dicha interacción, los participantes 
ejercen control, influencia  o poder  sobre los demás, produciéndose un proceso de ajuste 
mutuo en el cual cada uno busca lograr sus objetivos sin despertar una resistencia 
invencible por parte del resto de participantes. La apelación a la autoridad (política, moral, 
jerárquica) entre los participantes y el uso de normas relativamente estables que facilitan la 
toma de decisiones, constituyen lo que Lindbom denomina el juego del poder, a saber, el 
mecanismo institucionalizado de toma de decisiones mediante la persuasión, el intercambio 
y la autoridad (69).  El autor destaca el hecho de que el sistema democrático, al implicar 
una dispersión del control sobre las políticas y al introducir en la toma de decisiones 
mecanismos de especialización (separación de poderes) e interferencia mutua (check and 
balance), complica notablemente la toma de las decisiones.  Así, Lindblom plantea que el 
sistema democrático, al buscar defender el espacio de las libertades individuales en el 
proceso de elaboración de las políticas,  complica la toma de decisiones haciendo que sus 
resultados sean considerablemente impredecibles.  
 
 
1.2. Explicando el cambio en la agenda pública 
 
En relación al ritmo y la naturaleza del cambio en las agendas públicas, Lindblom introdujo 
hace mucho tiempo ya la idea del cambio incremental , en el cual las nuevas posturas se 
alejan sólo gradualmente de las vigentes.  El proceso de ajuste mutuo entre los actores 
participantes en la elaboración de políticas - mediante el cual se imponen mutuamente 
controles e interferencias para evitar los excesos -  reforzaría la naturaleza gradual e 
incremental del cambio de las políticas públicas. Lindblom sentenciaba así que "Las 
democracias cambian sus políticas casi por entero mediante ajustes incrementales. Las 
políticas no avanzan a saltos" (1999, 272). 
 
La Ciencia Política, sin embargo, ha hallado continuamente sólida evidencia que indica que 
- sin negar de plano la existencia del cambio incremental - las políticas públicas suelen 
cambiar mediante saltos, asumiendo la forma de repentinos y radicales virajes de dirección. 
Así por ejemplo, Kingdon encuentra que mientras que el proceso de especificación de 
alternativas  puede ser caracterizado como un proceso de evolución gradual,  el 
establecimiento de agenda usualmente corresponde a un sistema de equilibrios salpicados 
(punctuated equilibrium), en el cual una situación de relativo equilibrio es sucedida por una 
de cambio repentino, para posteriormente volver a una situación de estabilidad. El autor 
sugiere así que "a lo mejor el cambio continuo y no el equilibrio es la característica central del 
establecimiento de la agenda.  En consecuencia, necesitamos modelos que no estén centrados 
en el equilibrio y la inercia, sino en el desarrollo y la adaptación.  Así, la adaptación y no el 
equilibrio es la clave para entender el proceso "(1995, 227). 
 

                                                                                                                                                        
18 En base a un gráfico original de M. Barzelay. 
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Baumgartner y Jones (1993) ofrecen un modelo de equilibrios salpicados para comprender 
los cambios en la dirección de las políticas. El modelo pretende dar cuenta de la sucesión de 
largos períodos de estabilidad en la elaboración de políticas - que resultan de la dominación 
del proceso por parte de élites privilegiadas - y momentos de cambio rápido y radical, en los 
cuales se desmorona la capacidad de control de dichas élites. El control sobre una 
determinada temática de la agenda es posible gracias a la construcción de subsistemas de 
políticas, es decir, una estructura institucional responsable por la elaboración de políticas 
en la temática, que implica tanto arreglos formales (áreas de competencia, jerarquías, 
controles) como relaciones informales que influyen en la participación de los actores en los 
espacios donde se toman las decisiones (Barzelay 2001, 59).  
 
Baumgartner y Jones están particularmente interesados en un tipo de subsistema, a saber, 
los monopolios de política. Señalan que los participantes y empresarios de política tienen el 
interés básico por establecer un monopolio en relación a la manera de entender el tema de 
política objeto de su interés, así como un dispositivo institucional que refuerce dicho 
entendimiento. De esta manera, las comprensiones competitivas y el conflicto constante con 
ellas se ve limitado y bajo control. Dos son las características centrales de los monopolios: a) 
una estructura institucional definida que siendo responsable por el desarrollo de las 
políticas, regula y limita el acceso de los participantes al proceso de elaboración de las 
mismas; y b) una poderosa idea de política asociada al arreglo institucional mencionado y 
usualmente vinculada a valores políticos centrales, de manera que puede ser fácilmente 
comunicable mediante la argumentación y la retórica.  Los monopolios desincentivan la 
participación de los extraños al subsistema mediante reglas formales (competencias 
legalmente establecidas, p.e.) o informales (usos y costumbres, p.e). La fuerza de la idea de 
política que da sostén al monopolio es tal que sólo permite el apoyo o la indiferencia de los 
actores, desincentivando así la discusión y la disidencia.  
 
Los monopolios son fuente de estabilidad en la dirección de las políticas. ¿Cómo ocurre el 
cambio?  Gracias a los esfuerzos de otros grupos de interés, actores y empresarios de 
política que buscan instalar una idea de política distinta, cuestionando tanto las ideas como 
la distribución de poder que la estructura monopólica vigente defiende.  El cambio ocurre 
así de manera repentina y rápida, entre períodos de relativa estabilidad: 
 

"En consecuencia las instituciones juegan un rol importante en este análisis, dado que 
hacen posible un sistema de períodos de relativa estabilidad, en la cual las influencias 
están estructuradas por un conjunto de instituciones que permanecen estables por cierto 
período. Sin embargo, estos períodos de estabilidad suelen estar conectados entre sí  por 
períodos de rápido cambio durante los cuales el marco institucional es desafiado.  Es por 
esto que los cambios incrementales son menos importantes que las al teracioens dramáticas 
de la movilización de influencias en estos períodos críticos" (12). 

 
La definición de problemas  (issue definition) es el proceso central que para Baumgartner y 
Jones explica el cambio y la estabilidad. Los subsistemas de políticas (especialmente los 
monopólicos) estabilizan la definición de los problemas por largos períodos, mientras que la 
emergencia de definiciones alternativas o competitivas de los problemas ocasionan rápidas 
explosiones de cambio, que desintegran los monopolios existentes. Así, "l a definición de 
problemas y el control institucional se combinan para hacer posible la alternancia entre la 
estabilidad y el cambio rápido que caracteriza a los sistemas políticos" (16). Los autores 
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señalan que la definición de problemas es un proceso estrechamente vinculado al 
establecimiento de agenda (como hemos visto anteriormente al reseñar la propuesta teórica 
de Kingdon). El proceso de establecimeinto de una nueva agenda en un tema de política 
abre así las posibilidades de que los actores marginados o recluidos en la indiferencia por el 
vigente subsistema institucional entren en acción, desencadenando un proceso de definición 
(o redefinición) del problema que conduce al cuestionamiento de la idea de política 
establecida. 
 
Baumgartner y Jones establecen una importante diferencia entre las formas de 
retroalimentación del sistema de políticas que corresponden a los momentos de estabilidad 
y a los de cambio.  Los momentos de estabilidad están basados en una retroalimentación 
negativa, según la cual aquellas situaciones o movimientos que cuestionan la imagen de 
política y la estructura institucional vigente son procesados mediante cambios marginales y 
graduales en el statu quo. Así, el sistema político se mantiene en relativo equilibrio 
mediante cambios incrementales.19 Los momentos de cambio se basan, por el contrario, en 
una retroalimentación positiva,  en función de la cual los movimientos o situaciones 
discordantes generan una amplia cascada de cambios, de manera que cada alteración 
producida en el sistema vigente es mayor que la anterior, desequilibrando el sistema 
vigente. Las nuevas ideas respecto a los problemas de política se difunden rápida y 
ampliamente, terminando por reemplazar a las hasta entonces en vigor.  La 
retroalimentación positiva, sin embargo, llega rápidamente a un punto de saturación, en el 
cual vuelve a instalarse la retroalimentación negativa y un nuevo período de estabilidad en 
el sistema político.  La nueva situación de equilibrio, sin embargo, es distinta al punto de 
partida, pues responde a nuevas ideas de política y a una estructura institucional distinta.  
El gráfico 2.2 esquematiza la propuesta conceptual de Baumgartner y Jones,  identificando 
los escenarios que ellos proponen: equilibrio parcial - desequilibrio - nuevo equilibrio 
parcial. 
 
Gráfico 2.2: Escenarios de equilibrio parcial y desequilibrio 

                                                 
19  Así los largos momentos de estabilidad estarían marcados por una dinámica parecida a la que Lindblom 

propone con la noción de "incrementalismo inconexo" (Lindblom y Hirschamn 1999, Lindblom 1999). 
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Pensamos que este modelo explicativo será útil para explicar la evolución que la reforma de 
las políticas de gestión pública tuvo en la agenda del gobierno peruano entre 1990 y 1997, 
en particular para explicar el tránsito del primer ciclo de política (1990 - 95) al segundo 
(1995 - 97). 
Un elemento central en el modelo teórico de Baumgartner y Jones es la interacción entre los 
espacios institucionales y las imágenes de política: " la interacción entre imágenes cambiantes 
y medios institucionales para las políticas públicas conduce precisamente al tipo de 
retroalimentación positiva descrita (...). Un sistema de equilibrios salpicados, con sus 
característicos virajes de un punto de estabilidad a otro, puede ser producido por la 
interacción de estos dos importantes componentes del proceso político" (25).  Hemos hecho ya 
referencia a los espacios institucionales que tienen autoridad sobre la elaboración de una 
política al presentar la noción de subsistema de políticas  que utilizan los autores. La imagen 
de política es definida simplemente como la manera cómo una política es entendida por los 
participantes, siendo una mezcla de información empírica con apelaciones emotivas. Así, 
toda imagen de política tiene un componente empírico y otro evaluativo (denominado tono 
por los autores). Las imágenes están fuertemente centradas en la definición de una 
situación dada como un problema que requiere una solución gubernamental, siendo así 
producto del proceso de definición de problemas al que hemos hecho referencia 
anteriormente.  El conflicto en torno a la definición de los problemas - que como hemos 
señalado dispara un proceso de cambio acelerado - conduce así a nuevas imágenes de 
política  que sustituyen a las vigentes en los monopolios desvanecidos. 
 
1.3. Explicando el cambio comprehensivo de las políticas de gestión pública 
 

Tiempo

Grado de cambio en la
dirección de la política

EQUILIBRIO PARCIAL 1

· Imagen de problema 1
· Estructura institucional 1
· Retroalimentación

negativa: cambio marginal

EQUILIBRIO PARCIAL 2

· Imagen de problema 2
· Estructura institucional 2
· Retroalimentación negativa:

cambio marginal

DESEQUILIBRIO

· Cuestionamiento problema 1
(establecimiento de nueva agenda)

· Participantes marginados cuestionan
estructura institucional 1

· Retroalimentación positiva: cambio se
difunde rápidamente
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Utilizando los marcos conceptuales desarrollados por Kingdon y por Baumgartner y Jones 
que acabamos de presentar, Barzelay (2001) elabora un marco conceptual específico para 
explicar los procesos de reforma de la administración pública en países que usualmente son 
mostrados como los más claros ejemplos de lo que se ha denominado New Public 
Management.20 Considerando así los casos del Reino Unido, Nueva Zelandia y Australia, 
Barzelay halla que la característica más relevante de los procesos de reforma ocurridos en 
ellos ha sido la opción por un cambio comprehensivo de las políticas de gestión pública. El 
autor identifica tres procesos fundamentales que explican por qué en dichos contextos la 
opción por una reforma comprehensiva de tales políticas progresó en la agenda 
gubernamental, llegando a constituir una política de Estado:  
 
a. El problema a ser solucionado es definido en términos de la ineficiencia organizacional  

de las entidades públicas, la cual se entiende como resultado del conjunto de políticas 
de gestión pública en vigencia. Tanto los acontecimientos políticos (cambios de 
administración gubernamental, críticas de los políticos a la burocratización de la 
administración) como el funcionamiento del sub sistema de políticas (los medios 
institucionales con control de las decisiones sobre las políticas de gestión pública) dan 
estabilidad  a esta concepción del problema a lo largo del tiempo, evitando giros abruptos 
de la misma. 21 

 
b. El proceso de elaboración de alternativas de solución es muy dinámico. El sub sistema 

de políticas relativo a las políticas de gestión pública está en capacidad de investigar en 
busca de nuevas alternativas de solución, aprendiendo a partir de la evaluación de los 
resultados de su implementación. Los resultados de este esfuerzo generan nueva 
alternativas de solución relativas a todas las políticas de gestión pública (y no 
exclusivamente a algunas).22 

 
c. El sub sistema de políticas  utiliza sus prerrogativas y autoridad para asumir opciones 

de política (el cambio comprehensivo  de las políticas de gestión pública) e introducir las 
alternativas seleccionadas en la agenda de decisiones de quienes toman las decisiones 
políticas.23 

 
Utilizaremos el modelo explicativo desarrollado por Barzelay para contrastar los resultados 
del análisis de la evidencia de la experiencia de reforma de la administración pública 
peruana, intentando así ofrecer una explicación a las opciones de política que se asumieron 
en este caso (ver capítulo V).  
 
2. El sistema político peruano en los años 90 
 
Los procesos de elaboración de políticas y de cambio de las agendas que intentamos 
comprender recurriendo a los modelos teóricos reseñados en el apartado anterior fueron 
procesados en el marco del sistema político peruano de los años 90. Dos elementos parecen 

                                                 
20 Sobre el concepto del New Public Management ver el artíuclo seminal de Hood (1991). Una dis cusión bastante 

completa de la aplicación de las ideas identificadas con el New Public Management se encuentra en Bresser 
Pereira (1999) y Nuria Cunill  (1997).  

21 Nótese que Barzelay recurre a las nociones de imagen de política y sub sistema de políticas  desarrolladas por 
Baumgartner y Jones. Igualmente, recurre a la noción de corriente política y de corriente de problemas de Kingdon. 

22 El autor recurre aquí a la noción de corriente de políticas de Kingdon. 
23 La idea del enganche entre las corriente de política, políticas y de problemas desarrollada por Kingdon es 

utilizada por Barzelay para delinear este proceso. 
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ser fundamentales para caracterizar el sistema político peruano en dicho momento.  El 
primero, el colapso del sistema de partidos.  El segundo es la extraña mezcla de orientación 
económica neoliberal con estilo político neopopulista que encarnó el régimen fujimorista. Es 
en el marco de esta extraña combinación que tuvieron lugar los esfuerzos por reformar 
institucionalmente el Estado que componen nuestro caso de estudio.  Considerar ambas 
características resulta crucial para comprender la forma como el sistema político influyó en 
la elaboración de políticas de gestión pública. A continuación, reseñaremos aquellos aportes 
conceptuales que nos permitirán comprender las características mencionadas. 
 
 
2.1. El colapso del sistema de partidos 
 
Los partidos políticos que en las elecciones ocurridas entre 1978 y 1989 lograban congregar 
más del 70% de los votos, comenzaron en las elecciones de 1990 a perder peso 
considerablemente. Así en dichas elecciones generales congregaron el 68% de los votos, para 
en las elecciones municipales de 1993 reunir sólo el 33.3% y, finalmente, en las elecciones 
generales de 1995 obtener un magro 6.3% del total de votos.  Este proceso marcó 
sustantivamente los procesos políticos a lo largo del régimen fujimorista.  
 
En el estudio más comprehensivo que existe sobre el tema,  Martín Tanaka (1998) explica el 
colapso de los partidos como resultado de un cambio sustancial en lógica del juego político.  
El proceso político generado en la transición democrática de 1979 – 80 instauró la lógica 
electoral – movimientista como eje estructurador de la representatividad de los partidos 
políticos.  Estos lograban expresar las demandas y expectativas de la sociedad gracias a su 
estrecha vinculación con diversos movimientos sociales (sindicales, p.e.) y grupos de interés 
(empresariales, p.e.), que así funcionaban como mediadores entre la sociedad y el sistema 
político.  Los procesos políticos de los años 80 minaron, sin embargo, la representatividad 
de dichos movimientos y grupos. Estos se elitizaron, alejándose progresivamente de los 
grupos sociales a los cuales supuestamente representaban y siendo, en consecuencia,  
paulatinamente percibidos como expresión de intereses corporativos e intereses 
particulares.  Pese a ello, los partidos mantuvieron su vínculo con tales movimientos, 
asumiendo que seguía vigente la lógica política generada por la transición democrática de 
los 80 y expresada en el respeto a los pactos políticos que posibilitaron la Constitución de 
1979 .  Grandes sectores de la población, por el contrario, comenzaron a considerar a 
candidatos independientes (outsiders del sistema político) como alternativas electorales de  
importancia.   
 
Comienza así a instalarse una lógica política en la cual las relaciones entre los líderes 
políticos independientes y la población se establece ya no a través de grupos organizados, 
sino a través de los medios de comunicación social.  Se establece lo que Tanaka denomina 
lógica electoral – mediática, cuyo espacio fundamental de acción es el de la opinión pública.   
En este espacio – o nueva arena política –  ya no están en disputa movimientos que 
expresan intereses distintos, sino sentidos sociales, es decir, “valores, creencias y opiniones 
existentes en una sociedad bajo el entendido de que se encuentran siempre en competencia” 
(178).  En esta nueva lógica política, los actores políticos deben comportarse como 
“emisores” de mensajes hacia la ciudadanía, que cumple un papel de “receptora” (no 
necesariamente pasiva) de tales mensajes.  Como intermediación destacan ahora los medios 
de comunicación – particularmente la televisión – que a su vez son actores autónomos, con 
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objetivos y proyectos particulares. En este nuevo escenario “el éxito político empieza a 
descansar en la combinación de la arena electoral con la de la opinión pública” (179).  
 
Utilizando el argumento de la sustitución de una lógica política por otra, Tanaka explica 
cómo los partidos casi desaparecen de la escena política y electoral durante los años 90:  
mientras que estos no lograron desligarse de la lógica electoral – movimientista, el 
fujimorismo fue capaz de adaptarse a las exigencias de la nueva dinámica electoral – 
mediática.  El autor distingue tres momentos a lo largo de este proceso. En un primer 
momento (1989 – 90) la progresiva importancia de la lógica electoral – mediática abre en las 
elecciones municipales de 1989 un mayor espacio a las opciones políticas “independientes”, 
es decir, desligadas de los partidos.  Este proceso – aunado a las estrategias políticas de los 
diferentes partidos y líderes políticos - conduce a la elección en 1990 de Alberto Fujimori, 
quien era un claro outsider  respecto al sistema partidario. Fujimori, sin embargo, no logró 
contar con una mayoría en el Congreso. Este hecho marca el siguiente momento estudiado 
por Tanaka (1990 – 92), en el cual el nuevo gobierno se ve obligado a enfrentar una 
monumental crisis económica y la hiperinflación a partir de una notable debilidad política.  
El ajuste económico es así el tema central de la agenda del gobierno. Impedido de establecer 
alianzas políticas con alguno de los partidos, Fujimori opta por una guerra de desgaste con 
todos los partidos presentes en el Congreso. Para ello apela a la idea central de eficacia en la 
acción pública, presentando a los partidos como obstaculizadores y representantes de 
estrechos intereses corporativos. Su apelación a la opinión pública – que mayoritariamente 
no se sentía ya representada por los partidos – lo sitúa en el ámbito de la lógica mediática, 
en donde se hacer fuerte en contraposición a los partidos.  El “autogolpe” de abril de 1992 
es posible por el importante soporte de la opinión pública del cual goza el régimen, soporte 
que respondió al éxito logrado en la estabilización de la economía (control de la inflación) y 
en el inicio del desmantelamiento de un modelo económico intervencionista. Con este hecho, 
se impone ya plenamente la nueva forma de hacer política basada en la lógica electoral – 
mediática.  Entre 1992 y 1995 los logros en términos de estabilidad económica y control de 
la violencia política (mediante la captura de Abimael Guzmán y la paulatina desarticulación 
de Sendero Luminoso y del MRTA), consolidan la alianza del régimen con los sectores 
empresariales y las Fuerzas Armadas, ambos muy interesados en mantener la estabilidad 
lograda.  El colapso de los partidos se consumó en las próximas elecciones generales, en 
abril de 1995, en las cuales ninguno de los partidos tradicionales logró obtener más del 5% 
de los votos. Para Tanaka los partidos fueron incapaces de recuperar espacio político luego 
del autogolpe por permanecer aún ligados a la lógica movimientista que los caracterizaba. 
 
En un trabajo posterior, Tanaka señala que con la aplastante victoria electoral de 1995 el 
fujimorismo ocupó el espacio vacío que dejaron los partidos, prolongándose así el escenario 
generado por el golpe de 1992. El régimen, no contando con contrapesos políticos 
significativos, consolidó la lógica autoritaria en vigencia desde 1992, “lo que produjo en el 
plano de la toma de decisiones de gobierno, una centralidad excesiva de los poderes 
estructurales, como por ejemplo los organismos financieros internacionales, los grandes 
empresarios e inversores extranjeros, los diversos grupos de poder y las Fuerzas Armadas” 
(2001, 80).  El autoritarismo se fortaleció a partir de 1996, cuando buscando abrir las 
posibilidades legales para una segunda reelección en el año 2000, el régimen trató de 
controlar las principales instituciones del Estado. Así, “el fujimorismo, si bien tuvo una 
legitimación electoral en 1995, operó cada vez más como un régimen autoritario, en el que el 
Estado de derecho y sus instituciones aparecían como formalidades que encubrían un enorme 
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grado de control por parte de la cúpula en el poder. No existió, en la realidad, el equilibrio o los 
contrapesos institucionales mínimos que permitieran hablar de una dinámica democrática” 
(88). 
 
Paradójicamente, es también en este momento en que la opinión pública – factor central en 
la lógica mediática - comienza a virar hacia posturas críticas hacia el régimen.  Desde 
mediados de 1996 y a raíz de las acciones políticas destinadas a hacer posible la segunda 
reelección (mediante la “ley de interpretación auténtica” de la Constitución de 1993) se 
acrecienta la crítica al régimen y la aprobación a los partidos de oposición.  Se revierte así la 
situación que tuvo lugar entre 1990 y 1996, en la cual la opinión pública apoyaba las 
medidas de reforma económica del gobierno, pese a su elevado costo social.  Susan Stokes 
(1999) ha intentado explicar “por qué un programa económico promovido como  un gran éxito, 
movilizó más apoyo antes de su inicio que después de que sus efectos fueran experimentados” 
(224). La explicación consistiría en que al inicio del gobierno fujimorista, cuando la 
experiencia de la hiperinflación estaba presente en la mente de todos, la población aceptó el 
costo de las medidas esperando un futuro próspero. Pero, cuando las medidas del programa 
obtuvieron algunos resultados deseables, la población los consideró algo inherente al statu 
quo, olvidando las adversas condiciones económicas previas. Por el contrario, la ausencia de 
una expectativa de mejora de las condiciones materiales en el futuro pese a los logros 
económicos observados, movilizó una actitud de rechazo.  En síntesis, “el curso de los 
eventos fue que la inflación cayó y se inició un crecimiento generalizado pero la seguridad 
económica básica, ya no digamos prosperidad, permaneció lejos del alcance de la mayoría. 
Una vez que la inflación dejó de ser el problema económico más relevante, la gente empezó a 
dirigir su atención a otros problemas urgentes: inseguridad laboral y salarios bajos” (226). Par 
ala autora el fujimorismo sufrió la vulnerabilidad del éxito parcial de las reformas 
económicas que implementó. 
 
En una postura que puede complementar la de Stokes,  Julio Carrión sostiene que el 
impacto de las condiciones económicas sobre la popularidad del Presidente Fujimori  fue 
indirecta, pues se produjo a través de las percepeciones que la población tenía de su 
situación económica familiar. Así, “a partir de mediados de 1996 la situación de la economía 
peruana muestra una mejora real, pero los ciudadanos no perciben que su situación 
económica familiar mejore; al contrario, se reduce la proporción de los que evalúan 
retrospectivamente su situación económica familiar de manera optimista. Por ello, a pesar de 
que la economía mejora, la popularidad de Fujimori cae” (1999, 246).  Para el autor, en años 
ordinarios (como los del período 1993 – 97) el recuerdo de la inflación no jugó ya el papel 
político que jugó anteriormente y, de esta manera, Fujimori resultó víctima de su propio 
éxito. 
 
Pero, más allá de que los argumentos de Stokes y Carrión sean acertados o no,  lo 
importante es destacar que – utilizando la argumentación de Tanaka - la misma lógica 
electoral – mediática que estuvo a la base del encumbramiento y consolidación del régimen 
fujimorista, parecería haber estado en la base de su desgaste y posterior colapso en el año 
2000.  En líneas generales, los estudios de Tanaka nos invitan a prestar particular atención 
a los cambios en la opinión pública y a las relaciones mediáticas que Fujimori mantuvo con 
ella, como una de las claves para entender la lógica de la toma de decisiones al interior del 
régimen. 
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2.2. Neo populismo, reforma económica y reforma institucional 
 
A raíz de la aparición de líderes políticos como Menem en la Argentina y Fujimori en el Perú, 
Kenneth Roberts llama la atención sobre una novedosa paradoja: “el surgimiento de líderes 
personalistas con amplio apoyo social que siguen recetas neoliberales para lograr la 
austeridad económica y realizar ajustes estructurales de mercado” (1999, 375).  La paradoja 
surge porque el análisis clásico del populismo político latinoamericano proponía este tipo de 
prácticas como intrínsecamente ligadas a la matriz de desarrollo del Estado 
intervencionista.  Al respecto,  el autor propone que estarían surgiendo en la región nuevas  
formas de populismo compatibles y complementarias con las reformas neoliberales, 
asociadas con la descomposición de formas institucionalizadas de representación política.  
Esta suerte de neopopulsimo liberal  estaría así vinculado al colapso del sistema de partidos 
al cual hemos hecho referencia.  
 
En la argumentación de Roberts el fortalecimiento del liderazgo personalista de Fujimori fue 
el anverso de la desinstitucionalización del sistema político y del propio Estado. Se generó 
así un contexto en el cual la autoridad autocrática del Presidente estaba por encima de los 
intereses organizados y de los mecanismos institucionales de control público.  El discurso 
antiestablishment de Fujimori fue el elemento que permitió vincular ambos procesos. A 
diferencia del clásico discurso antioligárquico de los populismos tradicionales, el discurso 
antiestablishment del neo populismo fujimorista consistió en un ataque sistemático contra 
las élites políticas y  las instituciones controladas por estas (partidos, Congreso, Poder 
Judicial). De esta manera, el fujimorismo logró debilitar o eliminar deliberadamente los 
controles institucionales sobre la autoridad presidencial, ya bastante fuerte en un régimen 
marcadamente presidencialista como el peruano. 
 
La falta de escrutini o y control político habría sido funcional a la implementación de 
profundas y radicales reformas neoliberales en la economía, pues permitía pasar por encima 
de la oposición de los grupos e intereses afectados por el ajuste económico.  De manera 
general, Juan Carlos Torre observa que los procesos de reforma económica neoliberal en la 
región tendieron a concentrar la toma de decisiones en el Poder Ejecutivo.  Los gabinetes 
técnicos fueron así capaces de delinear e implementar políticas coherentes al abrigo de las 
presiones del sistema político y de los grupos de interés que,  hasta entonces, permeaban 
completamente las decisiones económicas del Estado bajo la forma de compromisos fiscales 
de carácter corporativo (1998,  88 y 122).  Es dable pensar que en el caso peruano el 
autoritarismo y la falta de contrapesos institucionales deben haber acentuado las 
condiciones de aislamiento de los equipos técnicos responsables de las reformas, 
haciéndolos altamente efectivos en el corto plazo.  Sin embargo, el mismo Torres señala que 
la consolidación de las reformas económicas en la región exigió a los gobiernos pasara de un 
estilo decisionista centrado en el Poder  Ejecutivo a un estilo de gestión que permitía mayor 
consulta y persuasión de los agentes sociales.  La generación de cierto consenso en torno a 
las reformas era así indispensable para su consolidación. Se observa, sin embargo, que en el 
caso peruano la tendencia fue hacia un progresivo fortalecimiento de las características 
autoritarias del régimen, eliminando casi toda posibilidad de generación de consensos con 
los actores ajenos al régimen.  De esta manera, es posible que el mismo proceso que 
permitió el inicio de las reformas económicas mediante el logro de una mayor autonomía de 
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las elites técnicas, haya luego impuesto límites considerables a la consolidación de las 
mismas (en el paso de las reformas de primera a las de segunda generación , por ejemplo).  
 
Torre señala también que estrategias históricamente establecidas de relación entre el Estado 
y la sociedad como el clientelismo, las prácticas patrimonialistas, las redes corporatistas y el 
liderazgo populista, fueron recursos políticos utilizados por los gobiernos de la región para 
obtener apoyo a las reformas económicas. Así, en los distintos países de la region, “los 
líderes de gobierno armaron su propio bricolage, utilizando la caja de herramientas políticas a 
su alcance para abrir el paso a las reformas estructurales ” (86). En particular el autor 
menciona el uso de prácticas como: a) la cooptación de apoyos políticos mediante favores de 
corte patrimonialista (cargos y puestos públicos), b) la utilización de los programas de alivio 
a la pobreza para contener explosiones sociales, y c) una política de intercambio de favores 
explotando el oportunismo de ciertos grupos de interés. El problema es que esta mezcla de 
continuidad y cambio otorgó a las reformas un carácter ambiguo, a la vez que debilitó su 
consolidación: “el uso de estrategias políticas de largo arraigo, además de facilitar la 
gobernabilidad de la transformación económica, tuvo otra previsible consecuencia en el 
mediano plazo: introdujo inercias y rigideces que afectaron la implementación de las políticas 
de liberalización económica, limitando a veces su alcance, condicionando otras su 
velocidad”(86).  
 
Volviendo a la argumentación de Roberts, en el caso peruano el liderazgo populista y el 
clientelismo en la ejecución de los programas sociales parecieran haber sido las prácticas 
utilizadas por el fujimorismo para hacer viables las reformas. El autor señala así la 
existencia de una suerte de populismo a nivel micro, de manera tal que la utilización 
clientelista de los programas sociales habría permitido la constitución de “islas de 
populismo” que no contradecían de manera grave las exigencias de coherencia técnica del 
modelo económico (1999, 399). 
 
Estas referencias al autoritarismo y al neopopulismo liberal propio del régimen fujimorista, 
así como a la mezcla de prácticas populistas con una creciente autonomización de las élites 
tecnocráticas en la implementación de las políticas de reforma, resultan útiles para estudiar 
el proceso de toma de decisiones relativo a la reforma de las políticas de gestión pública. 
Gustavo Guerra García (1999) alude a varias de las consecuencias de estos fenómenos al 
explicar por qué las reformas económicas implementadas en la década no han logrado 
sentar las bases para una reforma institucional del Estado. Así, señala tres características 
de la forma de ejercicio del poder en el régimen fujimorista que habrían impedido la reforma 
institucional.  
 
En primer lugar, el centramiento de los esfuerzos de reforma del gobierno sólo en el 
fortalecimiento de unas pocas entidades, que se constituyeron como “islas de eficiencia”. La 
selección de tales entidades respondió principalmente a las necesidades de la política 
económica, pero también a “las necesidades del presidente Fujimori, de utilizarlas para 
proyectar una determinada imagen de su gobierno” (200). En este modelo de reformas 
institucionales aisladas o aplicadas a través de enclave  (Shepherd 1999), sólo accedieron a 
la modernización las instituciones que por determinadas razones atrajeron la atención y 
apoyo presidencial.  En segundo lugar, el gobierno no estableció canales de comunicación y 
diálogo con la ciudadanía, privilegiando en todo caso los procesos de consulta selectivos y 
cerrados que impedían la formación de consensos en temas que requerían un amplio 
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acuerdo. Señala el autor que la reforma del Poder Ejecutivo, la creación de un servicio civil y 
la modificación de  los procedimientos presupuestales y de control estuvieron entre los 
temas que requerían consensos y visiones de largo plazo, pero que se vieron limitados por la 
falta de concertación. En tercer lugar, el que las decisiones de gobierno se tomaran en 
función a las percepciones del Presidente (“quien parecía estar en campaña política 
permanente”), acentuaba la tendencia a formular políticas poco transparentes y sólo de 
corto plazo.  Puede señalarse que el pragmatismo  – una de las características de las que se 
jactaba Fujimori – estuvo también vinculada a esta mirada de corto plazo. Torre también 
detecta este pragmatismo en la mayor parte de gobernantes de la región, quienes 
implementaron las reformas económicas no tanto por convencimiento ideológico, sino como 
resul tado de una opción pragmática para resolver la emergencia económica y recuperar la 
capacidad de gobierno.  Añade que “en ausencia de una fuerte motivación ideológica, la 
reorganización de las instituciones económicas por parte de los líderes de gobierno hubo de ir 
tan lejos como lo fueran imponiendo las cambiantes circunstancias económicas y políticas ” 
(1998, 36).  Ligando esta afirmación a la perspectiva de Guerra García, puede plantearse 
entonces que de manera similar, la reforma institucional del Estado dependió de la 
evaluación pragmática de las necesidades económicas y políticas del régimen, más que de 
una mirada de largo plazo relativa al mejoramiento de las capacidades de gobierno. 
 
Concluye Guerra García que “l a forma en que se ejerce el poder político lleva a una 
concentración de decisiones en pocas manos, socava los esfuerzos para reformar instituciones 
públicas y debilita los procesos de planeamiento estratégico y descentralización” (204). Para 
el autor, el hecho de que la política macroeconómica se convirtiera en el único determinante 
del conjunto de políticas, condicionando fuertemente su diseño y ejecución, reforzó el 
problema de falta de diálogo y consensos. 
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Capítulo III 

Primer Ciclo de Política 

 
 
1.Antecedentes 
 
En las elecciones de Abril de 1990 resultó inesperadamente ganador Alberto Fujimori, un 
ingeniero agrónomo completamente ajeno al sistema de partidos peruano. Fujimori había 
prometido no realizar el terrible ajuste económico que Mario Vargas Llosa – candidato de la 
coalición política conservadora – había pregonado como única solución a la gravísima 
situación económica en que sumió al país el gobierno de Alan García (1985-1990).  Sin 
embargo, el escalamiento de la hiperinflación en los meses previos e inmediatamente 
posteriores a la asunción al mando de Fujimori en julio de 1990, dejó a éste casi sin margen 
de maniobra, viéndose compelido a cambiar de asesores económicos y, en la práctica, 
asumir la idea del ajuste pregonada por Vargas Llosa.  
 
El gobierno elaboró y puso en práctica un Programa de Estabilización destinado a frenar la 
hiperinflacion y posibilitar una recuperación de las cuentas públicas aminorando el déficit 
público. Dicho programa se convirtió en la prioridad central del gobierno, siendo su éxito 
cuestión de vida o muerte. Para hacer viable la estabilización y financiar la reactivación de 
la economía era indispensable contar con apoyo financiero de los organismos multilateriales 
de cooperación.  Sin embargo, el país estaba excluido de la ayuda de dichos organismos 
desde que  el gobierno anterior había declarado unilateralmente el cese del pago de la deuda 
externa. Reinsertar el país en los circuitos financieros internacionales era así una medida 
complementaria de gran importancia. Para lograr apoyo a las medidas económicas 
necesarias, el gobierno debió establecer alianzas inestables con los partidos políticos 
presentes en el nuevo Congreso de la República, pues Cambio 90 – el movimiento político 
fundado por Fujimori para las elecciones – no contaba con mayoría en ninguna de las dos 
Cámaras.  
 
 
2. El proceso de reducción del tamaño del Estado 24 

 
Identificando el problema: el sobredimensionamiento del Estado 
 
El nuevo equipo de conducción económica que reunió el recién nombrado ministro de 
Economía y Finanzas, Juan Carlos Hurtado Miller, se abocó inmediatamente a diseñar el 
Programa de Estabilización. Pero, simultáneamente debió enfrentar de manera inmediata 
los problemas de la caja fiscal, pues ésta no podía seguir afrontando el costo de la planilla 
pública.  La recaudación tributaria que en 1985 representaba el 13% del Producto Interno 
Bruto había caído dramáticamente hasta un nivel del 4.9 % del Producto en el primer 
semestre de 1990 (Baca 2000, 163). En cambio, el número de empleados públicos había 
crecido de 614,837 a 730,000 en el mismo lapso de tiempo (Hammergen 2002, 15). Los 
gastos básicos relativos a la operatividad de las oficinas públicas (agua, luz, seguridad)  
eran también difíciles de afrontar. En consecuencia, reducir la planilla del Estado y los otros 

                                                 
24 Ver Evento E1 en el gráfico 1. 
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gastos vinculados a ella se imponía al interior del equipo del MEF (Ministerio de Economía y 
Finanzas) como una medida indispensable e inevitable.25 
 
La urgencia con que era necesario afrontar el problema de la planilla quedó evidenciada 
durante la presentación del plan de gobierno que Hurtado Miller – como Presidente del 
Consejo de Ministros – debía realizar ante el Congreso. Evidentemente, las medidas de 
estabilización y reinserción en la economía mundial fueron el eje central del mensaje. Pero, 
vinculados al problema del déficit público y del modelo de desarrollo económico a seguir, los 
problemas del tamaño y del mal desempeño del aparato público fueron presentados en el 
mensaje como un problema urgente.  El ministro caracterizó el aparato estatal como 
burocratizado, grande,  pobre e ineficaz. A la vez, consideraba que la excesiva intervención 
del Estado en la vida económica ahogaba y obstruía la iniciativa privada. Los planes del 
gobierno implicaban por un lado liberalizar la economía reduciendo la presencia e 
intervención del Estado en la economía, y por el otro, reformar la estructura del Estado.  En 
relación a lo primero, se propuso iniciar un agresivo programa de privatizaciones de las 
empresas públicas. En relación a lo segundo, se pidieron facultades legislativas para 
reformar el Estado y así “quebrar el andamiaje burocrárico, exhuberante y pesado” que lo 
caracterizaba. El Congreso sin embargo, negó tales facultades. Posteriormente, en un 
mensaje a la Nación con motivo de los primeros 100 días de su gobierno, el propio 
Presidente Fujimori retomó la idea del sobredimensionamiento del Estado. En general, sus 
declaraciones relativas al sector público eran agresivas, recalcaban la existencia de un 
“burocratismo parásito” y anunciaban que el gobierno no continuaría tolerando a “los 
burócratas ociosos a quienes paga el fisco y todos los peruanos a través de sus impuestos.”26  
 
El nuevo gobierno instaló así en su propia agenda, en la del Congreso y también ante la 
opinión pública el problema del sobredimensionamiento del Estado, en estrecha vinculación 
al problema más genérico de burocratización (entendida como una suerte de ineficiencia o 
incompetencia intrínseca a la administración pública).  Dado que el problema estaba ligado 
al éxito del Programa de Estabilización, pues influía en el incremento del déficit público, se 
generó un importante sentido de urgencia respecto al mismo.   
 
La urgencia por afrontar el problema se incrementó como resultado de los magros 
resultados que en términos de recaudación venía obteniendo el gobierno. La baja 
recaudación complicó las negociaciones con el FMI, pues limitaba la disponibilidad de 
recursos para pagar la deuda con los organismos multilaterales y así acceder al crédito 
internacional.  La necesidad de reducir el gasto público – dada la incapacidad de elevar la 
recaudación luego de varios meses de gobierno – presionaba a favor de una reducción 
inmediata de la planilla del Estado.  En consecuencia, tanto desde el punto de vista de la 
estabilización de la economía como desde la óptica de la reinserción financiera – las dos 
prioridades económicas del gobierno - el tema de la planilla del Estado aparecía como un 
problema central que era urgente enfrentar. 
 
 
 
 
La  compra de renuncias como alternativa de solución   

                                                 
25 Entrevista a José Arista ( Director de Presupuesto de la República 1990 - 1992). 
26  Gestión (15/11/90). 
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El régimen laboral de los servidores públicos otorgaba a estos la estabilidad en sus puestos. 
No era en consecuencia fácil reducir la planilla de manera rápida. Se estudió la posibilidad 
de reducir la jornada laboral de los empleados públicos a la mitad de tiempo, reduciéndose 
así por lo menos buena parte de los gastos operativos relativos a su trabajo. Pero esta idea 
fue desechada. El equipo de Hurtado Miller pensó que, sin embargo, buena parte de los 
empleados estaría dispuesto a renunciar, ya que dado lo deprimidas que estaban las 
remuneraciones públicas para muchos de ellos ir a trabajar implicaba un gasto similar o 
mayor a los ingresos que recibían. Se decidió así aplicar un programa de “compra” de 
renuncias – ya utilizado en otros países -  según el cual los empleados se avenían a 
renunciar voluntariamente a cambio de una compensación extraordinaria.27 
 
Para reforzar el incentivo a la renuncia se decidió que una vez concluido el plazo para las 
renuncias voluntarias cada entidad sería declarada en reorganización,  estando entonces 
obligada a evaluar a su personal y declarar como excedentes a quienes no aprobaran dicha 
evaluación. El personal excedente sería despedido sin contar con el incentivo que se 
otorgaba a la renuncia voluntaria. La idea era que el riesgo a ser despedido sin el incentivo 
motivara a los empleados a renunciar “voluntariamente.” 
 
En los primeros días del año 1991 se emitió una Resolución Suprema, declarando en 
“reorganización” las entidades del gobierno central, gobiernos regionales, instituciones 
públicas descentralizadas, corporaciones de desarrollo y proyectos especiales. La norma no 
incluía en sus alcances al personal de las Universidades públicas, del Poder Judicial, del 
Ministerio Público, a los profesionales del sector Salud, a los docentes ni al personal militar 
y policial.  En realidad la “reorganización” aludía a la puesta en marcha del mecanismo de 
promoción de renuncias a los que se ha hecho referencia. Para financiar los incentivos el 
gobierno destinaba 60 millones de dólares. Según trascendió a la prensa, la meta del MEF 
era llegar a las 50,000 renuncias voluntarias.28   
 
La iniciativa para el diseño y la puesta en funcionamiento del mecanismo de compra de 
renuncias provino los  técnicos del MEF, especialmente los de la Dirección de Presupuesto. 
Pero también participaron funcionarios del Instituto Nacional de la Administración Pública 
(INAP). El INAP era la entidad responsable de la aprobación de las normas de los sistemas 
administrativos relativos al abastecimiento, la capacitación, el personal y la racionalización 
de la administración pública. A la cabeza del INAP el Presidente Fujimori había puesto 
Ricardo Martínez, a quien conocía como docente de la Universidad Nacional Agraria, donde 
Fujimori había sido docente y rector antes de ser elegido Presidente de la República. El jefe 
del INAP tenía un alto rango en la administración pública y participaba en las reuniones del 
gabinete ministerial.  Sin embargo, el control del tema de la compra de renuncias estuvo 
siempre en manos del MEF. 29  
 
 
La implementación del programa de renuncias voluntarias 
 

                                                 
27  Entrevista a José Arista (Director General de Presupuesto del MEF entre 1990 y 1992). 
28 Gestión 01/02/91  
29 La Dirección de Presupuesto del MEF mantenía un vínculo directo (e independiente del rol del INAP) con cada 

una de las entidades que llevaron a cabo procesos de renuncia voluntaria, básicamente porque esta era el área 
que debía girar los fondos necesarios para el pago de los incentivos. 
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La acogida inicial al programa de renuncias voluntarias fue muy limitada, en gran medida 
debido a que el monto del incentivo ofrecido era pequeño. Finalizados los 20 días de plazo 
sólo se acogieron a las renuncias 6,300 empleados. El MEF se vio así obligado a ampliar el 
plazo de acogimiento y a triplicar el incentivo ofrecido. A fines de febrero fuentes del 
gobierno estimaban que el total de  renunciantes ascendía a 30,000. 
 
La salida de Hurtado Miller del gabinete ministerial – como resultado de las crecientes 
tensiones con el Presidente por el escaso progreso mostrado por el Plan de Estabilización – y 
la incorporación de Carlos Boloña como nuevo ministro de Economía dio nuevos bríos al 
programa. Boloña era un economista de corte claramente liberal, que había trabajado en el 
Instituto Libertad y Democracia (ILD), centro de investigación que desde mediados de los 
años 80 promovía con fuerza políticas desreguladoras de la economía y que había asesorado 
tanto al Presidente García como a Fujimori.  Dada la clara postura del nuevo ministro a 
favor de liberalizar la economía y promover la iniciativa privada, asuntos como la reducción 
del tamaño del Estado y la privatización de las empresas públicas fueron elementos 
centrales de su agenda.  
 
El programa de incentivos a la renuncia voluntaria se amplió, incluyendo a las empresas 
públicas, los profesionales de la administración pública y los docentes sin título profesional. 
Con la finalidad de evitar la fuga de directivos y funcionari os de confianza calificados, se 
procedió a incrementar las remuneraciones de los mismos, alejándonos significativamente 
de los sueldos correspondientes a los escalones medios y bajos de la función pública. El 
ministro declaró que esperaba que la  nueva versión del programa lograra la renuncia de 
25,000 personas más (llegándose así a unos 50, 000). Pero los magros resultados obligaron 
al gobierno a ampliar el plazo varias veces en los meses siguientes. Cabe señalar que si bien 
hubo alguna reacción negativa por parte de parlamentarios de la oposición y de los 
sindicatos de empleados públicos, esta no tuvo un impacto significativo en la marcha del 
programa ni en la opinión pública. 
 
A partir del mes de abril de 1991 – pese a que la etapa de renuncias voluntarias aún no 
concluía - las entidades públicas quedaron habilitadas para iniciar su “reorganización” 
mediante la evaluación de personal y la declaración de excedentes. Pero, apartándose en 
cierta medida de los propósitos exclusivamente fiscales del proceso, el INAP y la PCM 
intentaron desarrollar una visión amplia de dicha reorganización, buscando que no se 
limitara a la reducción de personal y se orientara a la redefinición de objetivos, funciones y 
estructuras organizativas.  En la medida en que este proceso tuvo un carácter distinto al 
que estamos discutiendo en esta sección - exclusivamente preocupado por la  reducción de 
la planilla pública y bajo control directo del MEF – abordaremos su estudio en una sección 
distinta (sección 1.3). 
 
Un breve balance 
 
¿Que  factores favorecieron que el proceso de reducción de personal tomara impulso y llegara 
a implementarse? En primer lugar, el factor más importante consistió en la centralidad que 
el problema del déficit público tuvo en relación a uno de los objetivos centrales del gobierno: 
la estabilización de la economía. Al amparo de este objetivo, la idea de reducir la planilla 
prosperó en la agenda y llegó a plasmarse en un programa, recibiendo incluso parte de los 
escasísimos recursos financieros del Tesoro. Estamos así frente a un proceso de elaboración 
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de políticas que desborda el ámbito de la política económica e impulsa un cambio en la 
dirección de las políticas en otra área, a saber, la del empleo público.30   
 
En segundo lugar, Hurtado Miller y el nuevo equipo téc nico del MEF fueron capaces de 
obtener el apoyo político del Presidente hacia sus propuestas y neutralizar una posible 
oposición del Congreso.  El ministro Boloña se identificó también con la idea de la compra 
de renuncias, ampliando y prolongando su aplicación como parte de las soluciones al 
problema del déficit público. Así, un grupo de actores relativamente estable controló la 
elaboración de políticas tanto en el área que originó el impulso de cambio (la política 
económica) como en el que lo recibió (las políticas de empleo público). Estos actores se 
desempeñaron exitosamente como empresarios de políticas, siendo capaces de impulsar sus 
propuestas en la agenda, ligándolas estrechamente a las prioridades políticas del régimen y 
a los problemas fundamentales que enfrentaba. 31 
 
Finalmente, también contribuyó la vinculación del problema del tamaño del Estado con la 
idea de la burocratización de la actividad de las entidades públicas. El Presidente y sus 
ministros apelaron a la imagen de sentido común respecto a la burocracia, identificando a 
los empleados públicos como ociosos, lentos, despilfarradores e ineficientes. Al exacerbar 
dicha imagen a través de los medios de comunicación, el gobierno logró que la opinión 
pública aceptara la idea de despedir empleados públicos.  
 
 
3. La creación de entidades autónomas  32 

 
En el marco del programa de estabilización y de las reformas estructurales de la economía 
tendientes a la liberalización de la actividad económica, el gobierno emprendió la reforma o 
creación de determinadas entidades cuyas funciones estaban vinculadas al logro de los 
objetivos del programa económico. Para analizar dicho proceso consideraremos dos casos, el 
de la Superintendencia Nacional de Administración Tributaria (SUNAT) y el del Fondo 
Nacional de Compensación y Desarrollo Social (FONCODES). El primer caso consistió en la 
reforma de una entidad ya existente, estrechamente ligada a la política económica. El 
segundo caso consistió en la creación de una nueva entidad en el área de la política social 
pero vinculada también a los objetivos de la política económica.  
 

                                                 
30 Según Kingdon, un desborde de política ocurre cuando importantes decisiones en un área de política establecen 

un principio que implica un cambio en la dirección de la política. Se establece así un precedente que determina 
las decisiones futuras en el área.  El desborde se produce cuando dicho precedente es utilizado para promover 
cambios similares en un área de política distinta. Esto ocurriría porque los políticos y tomadores de decisiones 
buscan sacar rédito del éxito de la aplicación de dicho principio (ya demostrado en el área original) reduciendo el 
riesgo del fracaso (1995, 191-192). En nuestro caso, el principio del recorte del gasto fue trasladado al área del 
empleo público como reducción de personal. Pero, lo más importante es destacar que el impulso para el cambio en 
la dirección de la política de empleo público provino fundamentalmente del ámbito de la política económica. 

 
31 Kingdon define los empresarios de política como personas que participan en el proceso de elaboración de políticas 

desde muy diversas situaciones y desean invertir sus recursos (tiempo, energía, reputación y a veces dinero) a 
cambio de obtener políticas que respondan a los problemas que les preocupan (definidos de la manera como les 
resulta relevante) o impliquen la aplicación de sus propuestas de solución favoritas.  Desarrollan tres actividades 
principales: a) impulsan sus preocupaciones acerca de ciertos problemas en la agenda presionando por una 
determinada forma de definirlos, b) ablandan el terreno para sus alternativas de solución favoritas y c) promueven 
el enganche de sus propuestas con los procesos políticos (para obtener apoyo de los funcionarios electos) y los 
problemas vigentes en la agenda gubernamental. En relación a lo último, los empresarios “en la búsqueda de 
lograr sus propios objetivos, desempeñan la función sistémica de enganchar soluciones con problemas, problemas 
con fuerzas políticas, y eventos políticos con propuestas” (1995, 205). 

32 Ver Evento E2 en el gráfico 1. 
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3.1. La reforma de la SUNAT 
 
Antecedentes 
 
En los años 80 la Dirección General de Contribuciones – órgano de línea del MEF y 
responsable de la administración de los impuestos internos -  era considerada como una de 
las áreas más ineficientes y corruptas del sector público peruano. Buscando enfrentar el 
problema, el gobierno de Alan García dispuso en 1989 la creación de la SUNAT como un 
organismo con autonomía técnica y financiera respecto al MEF. Para hacer viable dicha 
autonomía, se asignaba a la nueva entidad el 2% de todos los ingresos tributarios que 
recolectara y se disponía un proceso de evaluación y selección del personal.33  Pero los 
cambios incluidos en la norma no fueron implementados y la administración tributaria 
siguió funcionando como antes. La entidad continuó compartiendo las instalaciones del 
MEF, sus recursos continuaron siendo administrados por la Oficina General de 
Administración del MEF y no se realizó la evaluación del personal. Si bien la ley asignaba a 
la SUNAT recursos propios, las normas presupuestarias de gasto limitaban su gestión de 
manera que la entidad sólo gastó un tercio de los recursos asignados. La entidad tampoco 
gozó efectivamente de autonomía para el diseño y aplicación de una política salarial distinta 
(Fuentes et al  1995, 198). En el marco de la recesión e hiperinflación generada en los 
últimos años de la gestión de García, la recaudación cayó hasta representar en el primer 
semestre de 1990 sólo el 4.9% del Producto Bruto Interno. 
 
Identificando el problema: lento crecimiento de la recaudación 
 
En Julio de 1990 tanto Fujimori como el ministro Hurtado Miller eran conscientes de la 
gran importancia que tenía elevar la recaudación como medio fundamental para reducir el 
déficit público y hacer posible el éxito del programa de estabilización. El Presidente, 
siguiendo consejos del círculo militar que se había vinculado a él cuando ganó las 
elecciones, había nombrado a un general retirado a cargo de la SUNAT.  El ministro Hurtado 
Miller no vio con buenos ojos esta decisión, pues ponía a la entidad bajo la influencia 
directa del entorno presidencial y limitaba el control del MEF sobre ella. Las relaciones entre 
el MEF y la SUNAT se tornaron conflictivas. El general a cargo de la SUNAT tomó decisiones 
que contradecían directamente la política de austeridad del MEF, otorgando incrementos 
salariales al personal, pagando días de huelga no trabajados y promoviendo una 
cuestionada renovación de equipo informático. Pese a que el gobierno contaba con 
facultades legislativas delegadas por el Congreso para implementar una reforma del sistema 
tributario, el avance logrado en ello fue mínimo. 
 
Sin embargo, durante el segundo semestre de 1990 y como resultado de la preocupación del 
gobierno por mejorar el sistema tributario y arancelario, la recaudación tributaria alcanzó el 
8.6% del Producto Bruto Interno. Pero esta mejora fue considerada muy lenta y pequeña. El 
equipo del MEF y los delegados del FMI que negociaban la reinserción del país en los medios 
financieros internacionales, creían indispensable que la recaudación recuperara lo más 
rápido posible su nivel histórico de 15% del Producto para lograr una reducción sostenible 
del déficit público y hacer posible las reformas económicas. Había así en el gobierno clara 
conciencia respecto al problema de una recaudación que crecía muy lentamente, así como 

                                                 
33 DL 501 Ley General de la Superintendencia Nacional de Administración Tributaria (mayo de 1989). 
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un reconocimiento de la urgencia de incrementarla rápida y significativamente. Tanto el 
Presidente como el ministro estaban directamente preocupados por el problema y 
dispuestos a ofrecer apoyo político – aunque no siempre coordinado – a medidas que 
permitieran un incremento rápido de los ingresos. Era claro también que quienes estaban a 
cargo de la SUNAT no podrían ya impulsar una reforma rápida y efectiva de la institución. 
Habiendo conciencia del problema y decisión política para resolverlo, faltaba sin embargo 
una propuesta creíble de mejoramiento de la administración tributaria. 34   
 
La alternativa: una reforma “desde adentro” 
 
Durante los días finales de la gestión de Hurtado Miller – debilitado por la falta de avances 
en el programa de estabilización y un repunte inflacionario -  el ministro y el Presidente 
acordaron cambiar al titular de la SUNAT. El Presidente invitó directamente a Manuel Estela 
a hacerse cargo de la entidad. Estela era un funcionario del Banco Central de Reserva 
(BCR), entidad que gozaba de autonomía constitucional y era una de las pocas instituciones 
públicas que tenían un sistema de carrera vigente, buen nivel salarial y personal altamente 
calificado.  Durante el gobierno de García, Estela había estado a cargo de la Gerencia de 
Estudios Económicos del BCR y junto a otros funcionarios de carrera del BCR había 
enfrentado la gestión del Directorio nombrado por García,  que promovía un control político 
de la entidad.  En 1990 había sido presentado a Fujmori, quien le había encargado 
modernizar la Comisión Nacional de Supervisión de Valores (CONASEV). Estela promovió 
una radical modernización de la entidad, incluyendo una severa reducción de alrededor del 
30% del personal.  Fujimori resultó impresionado por los resultados obtenidos y buscó en él 
a la persona que podía ofrecerle resultados similares en la SUNAT. Estela aceptó, 
asegurando previamente el apoyo presidencial a sus ideas fundamentales: lograr la efectiva 
autonomía técnica y financiera de la SUNAT frente al MEF y efectuar una profunda 
reorganización del personal (Thorp 1995, 35-36).  Habiendo acordado estos puntos 
generales con Fujimori – quien mantenía así la SUNAT en su esfera directa de control -  
asumió el cargo en los primeros días de la gestión de Carlos Boloña al frente del MEF. 
Boloña había asumido el cargo de ministro buscando controlar definitivamente el problema 
inflacionario para poder iniciar el conjunto de reformas liberalizadoras de la economía (las 
denominadas “reformas estructurales”) que eran el eje de su propuesta. Hallar una solución 
al problema de los ingresos fiscales era vital para él y en consecuencia se avino a promover 
una mejor coordinación entre el MEF y la SUNAT, pese a que ésta continuaba en buena 
medida fuera de su control inmediato al estar directamente vinculada al entorno del 
Presidente.  
 
Para dirigir la SUNAT Manuel Estela conformó un equipo cuyo núcleo básico estaba 
constituido por funcionarios de carrera del BCR, con amplia experiencia en la gestión del 
Estado y la defensa de la autonomía institucional de dicha entidad durante el gobierno de 
García. El  equipo estaba conformado por una decena de personas y rápidamente desarrolló 
un compacto espíritu de cuerpo sobre la base de la identidad básica traída del BCR. Se 
reunía semanalmente para evaluar los avances y reorientar las acciones sobre la marcha, 
funcionando como una suerte de “estado mayor” del proceso de reforma (Thorp 1995).  El 

                                                 
34 En términos del modelo explicativo desarrollado por Kingdon (1995), la corriente de problemas y la corriente 

política  habían coincidido, generando conciencia respecto a la necesidad de enfrentar un problema y un contexto 
político propicio para hacerlo. Faltaba, sin embargo, un enganche con la corriente de políticas, es decir, con el 
proceso de elaboración y proposición de alternativas de solución viables y creíbles. 
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equipo se vio reforzado por un contingente de consultores internacionales reclutados en 
base a un financiamiento del BID.  
 
El equipo diseñó una estrategia en dos planos: el relativo al sistema tributario y el relativo a 
la administración tributaria. En relación a lo primero, se optó por proponer una 
simplificación radical del sistema tributario, que incluía aproximadamente 15 impuestos y 
tasas, así como un vasto conjunto de complicadas exoneraciones. En relación al segundo 
plano, se evaluaron dos alternativas de reforma institucional: la creación de una entidad 
que trabajara en paralelo a  la vieja SUNAT o la reforma de la misma desde adentro.  
Considerando que una entidad paralela sería muy vulnerable a la resistencia burocrática de 
los empleados de la SUNAT, se optó por lo segundo. El menú de opciones desarrollado para 
la reforma desde adentro incluía: a) la renovación del personal para combatir el problema de 
corrupción e ineficiencia, b) el uso directo y autónomo de los recursos propios de la SUNAT 
(2% de la recaudación), c) el establecimiento de una escala salarial que permitiera atraer 
profesionales calificados y d) la autonomía operativa respecto al MEF, tanto en términos 
físicos (saliendo de las instalaciones del MEF) como informáticos (desarrollando una base 
tecnológica propia). El equipo también diseñó para el corto plazo un conjunto de acciones 
rápidas y visibles de fiscalización, que dieran a los contribuyentes incumplidos un mensaje 
claro de riesgo. El plan combinaba así una simplificación severa del sistema tributario, una 
reforma institucional profunda y la búsqueda de  resultados concretos e  inmediatos. Para 
ello se demandaba una mayor autonomía que permitiera la gestión eficaz y rápida de los 
cambios propuestos.  Pero los rígidos y lentos sistemas administrativos que regían la gestión 
del Estado constituían a ojos del equipo de Estela un obstáculo para ello.  Se pensó así en 
generar una situación de excepción en relación a los sistemas administrativos que regulaban 
la gestión de los recursos humanos, financieros y materiales de la administración pública. 35 
En resumen, para el equipo de Estela era indispensable ampliar el espacio de maniobra 
gerencial con que contaban, tanto en relación al MEF como a los sistemas administrativos 
públicos.  A cambio, la propuesta prometía mejorar el desempeño de la SUNAT y lograr el 
ansiado objetivo de elevar la recaudación fiscal.  
 
La aprobación e implementación de la reforma 
 
Exceptuar a la SUNAT de los sistemas administrativos del Estado y modificar el sistema 
tributario exigían necesariamente negociar con el Congreso. Sin embargo, aprobar las 
propuestas de Estela en el Congreso parecía complicado, dado que el gobierno no sólo no 
contaba con mayoría propia, sino que se había embarcado en una guerra de desgaste con 
todos los partidos políticos presentes en el mismo.  Apelando sistemáticamente a la opinión 
pública a través de los medios de comunicación, Fujimori quiso limitar la capacidad de 
control del Congreso respecto a su gestión presentando a los partidos como defensores de 
intereses corporativos (sindicales y de grupos de poder regional) y obstructores de los 
programas del nuevo gobierno (Tanaka 1998, 207). Desarrollando un estilo marcadamente 
personalista, Fujimori comenzó a construir la imagen de un gobierno preocupado por una 
gestión eficiente de los asuntos públicos y distante de la “politiquería” de los “partidos 

                                                 
35 La excepción de determinadas entidades de los marcos regulatorios propios de la administración pública había 

sido un recurso utilizado anteriormente por otros gobiernos, mediante la creación de proyectos especiales e 
instituciones descentralizadas dentro de los  sectores del Poder Ejecutivo. El gobierno de fujimori ha sido, sin 
embargo, el que ha hecho un uso más sistemático y frecuente de este tipo de mecanismos. 
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tradicionales.”36 Los congresistas reaccionaron comenzando a considerar la posibilidad de 
destituir a Fujimori de su cargo. 
 
Sorprendentemente, el Congreso escuchó las propuestas de Estela con interés y concedió 
las facultades legislativas solicitadas para reformar el sistema y la administración 
tributaria.37 Para supervisar las medidas que el gobierno iba a dictar, se creó una Comisión 
Bicameral Especial bajo la dirección de un senador de la oposición. El Congreso estableció 
también que las medidas de reforma de la legislación tributaria podrían ser aprobadas 
mediante el uso directo de dichas facultades (con cargo a la revisión posterior de los 
dispositivos por el Congreso, como era habitual en estos casos).  Las medidas de reforma 
institucional, en cambio, requerirían la aprobación previa de la Comisión Especial.  
Semanas más tarde, dicha comisión aprobó por unanimidad todas las propuestas de 
reforma institucional propuestas por el equipo de Estela. Se autorizó así una severa 
racionalización del personal, el cambio de la estructura organizativa, la adquisición de un 
edificio y la aplicación de nuevos mecanismos de fiscalización. Manuel Estela se declaró 
satisfecho, diciendo: “Ha sido muy importante ver coincidir a parlamentarios de izquierda, de 
centro y de otras tendencias, todos convencidos que se estaba posibilitando un Estado que 
pueda atender a la salud, la educación, la infraestructura y la seguridad.”38 Los congresistas 
decidieron apoyar el proceso que Estela proponía iniciar por varias razones. En primer 
lugar, porque eran conscientes de la gravedad de la situación fiscal, cuyo empeoramiento 
podía conducir al colapso del programa de estabiliz ación y a un agravamiento de la precaria 
situación económica de la cual podrían ser culpados ante la opinión pública. En segundo 
lugar porque la SUNAT era reconocida como una entidad escandalosamente corrupta, de 
modo que oponerse a su inmediata reorganiza ción podría acarrear cierto costo político. 
Finalmente, ante el ataque público al que Fujimori sometía a los partidos políticos 
acusándolos de obstruccionistas, los congresistas quisieron evitar que se confirmaran las 
críticas presidenciales ante la ciudadanía.39  El mecanismo diseñado por los congresistas 
combinaba inteligentemente la delegación con  la supervisión. La delegación de facultades 
minimizaba el riesgo político del Congreso, ya que si las cosas salían mal la responsabilidad 
directa sería del gobierno y no del Congreso. La supervisión estrecha mediante la Comisión 
Especial garantizaba que el Congreso no fuera marginado del proceso de reforma, 
manteniendo cierto control sobre el mismo. 
 
Estela promovió el apoyo político del Congreso y de la opinión pública ligando 
constantemente sus propuestas a objetivos incuestionables como la moralización y la 
modernización de la administración pública.”40 Logró también el apoyo explícito del ministro 
Boloña, quien destacó el mejoramiento de las relaciones del MEF con la SUNAT, respaldó la 
reforma iniciada y celebró que ésta contara con apoyo del Congreso. El ministro – luego de 

                                                 
36 Tanaka señala que frente a la debilidad institucional que Fujimori tenía tanto en el ámbito político (su 

movimiento era nuevo y desorganizado) como en el Congreso (donde no tenía mayoría en ninguna de las dos 
Cámaras), se volcó de entero al ámbito de la opinión pública. Fue en la arena que Tanaka denomina mediática- 
electoral donde Fujimori se hizo fuerte y logró  hacer creíble ante la opinión pública el discurso que enfrentaba la 
gobernabilidad del país con los partidos obstruccionistas (1998, 207). 

37 Ley 25289 (marzo 1991). 
38 Gestión 13/5/91. 
39 La confianza de la población en la gestión del Congreso se había reducido de un 45% en setiembre de 1990 a un 

19% en marzo de 1991, cuando las propuestas de Estela fueron presentadas al Congreso. Aunque  la confianza 
depositada en el Presidente había caído también en dicho período (de 57% a 29%) su nivel era superior al de los 
congresistas (Tanaka 1998, 226). 

40 Al lograr la aprobación del Congreso a sus propuestas declaró :“se han sentado las bases para que el Perú pueda 
contar con una administración tributaria moderna, caracterizada por la idoneidad técnica, la honestidad y el uso de 
una tecnología de informática avanzada” (Gestión 13/5/91). 
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algunas escaramuzas en las cuales el MEF había intentado eliminar la autonomía 
presupuestal de la SUNAT – se refirió públicamente a Estela como un modelo de gerente 
público, declarando: “Manuel Estela cuenta con mi total apoyo y su labor es un ejemplo a 
seguir en otras entidades.”41 
 
El equipo reformador implementó la racionalización del personal aplicando una versión ad 
hoc del mecanismo de compra de renuncias , evaluación y declaración de excedencias que 
se estaba aplicando en el resto del sector público. Aunque hubo seria oposición sindical, la 
planta de personal fue efectivamente reducida de 3089 personas a 800. La posterior 
aprobación por parte del Congreso de una norma que modificaba el régimen laboral de la 
SUNAT (que hasta entonces era el de los servidores públicos) autorizando la aplicación del 
régimen del sector privado, permitió establecer una escala salarial muy superior a la de la 
mayor parte de entidades de la administración pública. 42 Luego se inicio el proceso de 
selección y contratación de un importante contingente de jóvenes profesionales provenientes 
de universidades prestigiosas. Por otra parte, la SUNAT se mudó a un edificio propio y 
adquirió y desarrolló un sistema informático independiente del MEF. En relación a la 
gestión administrativa, la SUNAT salió del ámbito de los sistemas de gestión de la 
administración pública supervisados por el INAP y fue autorizada a aplicar los sistemas 
aplicados a las empresas del Estado. Estos sistemas eran más flexibles que los de la 
administración pública especialmente en temas como gestión financiera y adquisiciones, 
siendo su aplicación supervisada por la Corporación Nacional de Desarrollo (CONADE).43 
Finalmente, la aprobación del Estatuto de la SUNAT en febrero de 1992 consolidó la 
autonomía institucional, administrativa y financiera de la entidad. 44   
 
Contando con estos resultados en la mano, en el Mensaje a la Nación de julio de 1992 
Fujimori presentó a la SUNAT y a la Superintendencia Nacional de Aduanas (SUNAD) - 
también en proceso de reforma - como “instituciones signadas por la honestidad y el 
profesionalismo”.45 La reforma de la SUNAT quedaba así ligada a las ideas de eficiencia y 
moral ización, contribuyendo (más allá de la voluntad de sus ejecutores) a fortalecer la 
imagen pública que Fujimori construyó de sí mismo como gobernante eficiente.  La 
renovada entidad gozó en los siguientes años del apoyo de la opinión pública, que reconocía 
en ella una entidad modelo.46  
 
 
3.2. La creación del FONCODES 
 
Identificando el problema: el costo social del ajuste 
 
Desde el momento que  el nuevo gobierno optó la idea de implementar un importante ajuste 
económico a través del programa de estabilización, apareció claramente en el horizonte el 

                                                 
41 Gestión 22/5/91. 
42 DL 673 (setiembre de 1991) 
43 Estas funciones de supervisión fueron luego asumidas por la Oficina de Organismos e Instituciones del Estado 

(OIOE) que se creó en el MEF para tales fines (Ugarte 2000, 401). 
44 DS 032-92-EF(18/2/1992). 
45 Mensaje a la Nación Pronunciado ante el Congreso de la República el 28 de julio de 1992, p. 31. 
46 Así por ejemplo, según las encuestas anuales que la revista Debate realizó entre personalidades formadoras de 

opinión pública en los años 1994 y 1995, la SUNAT quedó calificada como  la institución de mayor eficiencia en el 
país. En un dato coincidente, los sondeos de opinión encargados por la SUNAT entre 1993 y 1994 mostraron que 
la mayoría de entrevistados (73.8% y 67.3% respectivamente) percibían que la SUNAT estaba mejorando su 
imagen y labor (Instituto de Administración Tributaria, 1994). 
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problema del impacto que las medidas tendrían en los ya deprimidos niveles de vida de la 
población más pobre. Se esperaba que la conjunción de la brecha social acumulada durante 
el gobierno anterior, los efectos de la sequía que afectaba el sur del país y el impacto de las 
drásticas medidas de corrección de precios por aplicar hicieran del segundo semestre de 
1990 un momento particularmente crítico.47 En realidad, se temía un serio estallido social. 
Por ello, al momento de diseñar el Plan de Estabilización se consideró  la asignación de 
recursos para la compensación de dicho impacto social. Parte del problema era definir los 
mecanismos que permitieran que los recursos asignados llegaran efectivamente a los más 
pobres bajo la forma de programas de alivio temporal de la pobreza. Para ello, además de 
enfrentar la obvia restricción de fondos, había que encarar también la limitada capacidad 
gerencial y operativa que los ministerios y entidades públicas tenían para poner en marcha 
tales programas con la rapidez y eficacia necesaria (Guerra García 1995, 69). 
 
Una primera alternativa: la participación de la sociedad civil 
 
Recogiendo una propuesta que un año antes habían realizado un conjunto de entidades de 
la sociedad civil como la Iglesia Católica y la Confederación de Instituciones Empresariales 
del Perú (CONFIEP), el nuevo gobierno decidió recurrir a la experiencia de las organizaciones 
privadas y no gubernamentales para la implementación de los programas de compensación. 
Utilizando el marco legal proporcionado por el Programa de Compensación Social creado a 
fines del gobierno anterior, el Presidente decidió en agosto de 1990 la creación del Programa 
de Emergencia Social (PES), dependiente administrativamente de la Presidencia del Consejo 
de Ministros.  El PES quedó así directamente en el ámbito de influencia del Primer Ministro 
y ministro de Economía, Hurtado Miller, quien puso a una persona de su confianza a la 
cabeza del PES. Se decidió que la Comisión Coordinadora Transitoria del PES estaría 
conformada por 11 representantes de las organizaciones de la sociedad civil y sólo 3 del 
gobierno. Con esta decisión, Fujimori quería ganar la confianza de la población y de los 
organismos internacionales respecto a la transparencia y efectividad del uso de los recursos, 
cosa que no podía garantizarse a través de las entidades públicas (Sagasti y Alcalde 1997,  
Portocarrero 1996).  
 
La gestión del PES fue muy deficitaria, no pudiendo responder con rapidez a los problemas 
urgentes que se presentaban. Pese a que debía ejecutar programas en las áreas de 
alimentación, salud y empleo temporal, en la práctica se concentró casi exclusivamente en 
la primera.  Hubo además problemas de financiamiento, pues el MEF no transfirió todos los 
recursos presupuestados. Esto se debía en parte a las severas restricciones fiscales del 
momento, pero también al hecho de que las entidades públicas que formaban parte del PES 
no pudieron ejecutar satisfactoriamente los recursos efectivamente transferidos. Además, 
dado que el temido estallido social no se produjo y a que era urgente atender los temas 
económicos, el gobierno relegó la preocupación por la compensación social a un segundo 
plano. Así, el área de la lucha contra la pobreza fue el área más criticada de la gestión del 
nuevo gobierno. 48 
 
Fujimori, quien al principio estuvo muy involucrado en la implementación del PES, fue 
desarrollando una visión crítica del mismo. Por un lado la relación más fluida con los 

                                                 
47 Exposición del Presidente del Consejo de Ministros y Ministro de Economía, Ing. Juan Carlos Hurtado Miller, 

ante el Congreso de la República. Lima, 27 de agosto de 1990, p. 17. 
48 Líderes de oposición criticaron también el carácter engorroso de la red operativa del PES y la falta de 

uniformidad en la toma de decisiones (Gestión 23/5/91). 
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organismos de cooperación internacional le hacía ver al PES sólo como una medida de corto 
plazo. Por otro, los líderes de su partido político (Cambio 90) presionaban por politizar el 
PES buscando la eliminación del control que las organizaciones de la sociedad civil tenían 
sobre los programas de ayuda social a través de la Comisión Transitoria (Guerra García 
1995, 72). Además, la gestión relativamente engorrosa del PES no sólo impedía que la ayuda 
social llegara de forma rápida donde fuera necesaria, sino que contradecía la naciente 
imagen de un gobierno eficiente y pragmático que Fujimori comenzaba a construir ante la 
opinión pública. Así, a fines del año 1990, el Presidente reconoció fallas en la ayuda social, 
señalando que en el año siguiente “trataremos de hacer efectiva la asistencia directa a los 
sectores que más lo necesiten y para ello daremos a este aspecto un manejo más gerencial .”49 
Por otra parte, Carlos Boloña – quien reemplazó a Hurtado Miller en el MEF -  criticó 
también abiertamente al PES, señalando que había funcionado con objetivos y presupuestos 
de muy corto plazo y sin articular ningún programa coherente de desarrollo social. 
Reconociendo que la compensación social era un elemento clave para el éxito del programa 
de estabilización, el ministro planteó la necesidad de modificarlo urgentemente.50   
 
Una segunda alternativa: mayor control presidencial 
 
Luego de un período de tensión entre las entidades de la sociedad civil que participaban en 
el PES y el gobierno en torno a los problemas presupuestales y de control del PES, la 
Comisión Coordinadora Transitoria fue disuelta. El Presidente decidió crear el Sistema 
Nacional de Compensación y Desarrollo Social (SNCDS). Buscando un mayor control directo 
de la asistencia social, en marzo de 1991 el Presidente decidió que el directorio de la nueva 
entidad estaría conformado por 6 representantes del gobierno, 1 de los gobiernos locales y 
sólo 1 de las organizaciones de la sociedad civil. El SNCDS – a diferencia del PES – no 
dependería ya de la PCM, sino directamente de la oficina de la Presidencia de la República.  
 
El SNCDS tampoco funcionó adecuadamente. Habiéndose reducido la asignación 
presupuestal a los programas de compensación social  mientras que se elevó la asignación a 
otras entidades públicas que ejecutaban programas sociales, estas entidades volvieron a 
actuar de manera independiente y descoordinada entre sí. Los organismos de cooperación 
internacional desconfiaron del SNCDS y dejaron de financiar los programas.  Por ello, 
funcionarios del BID y del Banco Mundial comenzaron buscaron una propuesta que 
permitiera una ejecución más eficiente de la ayuda social, minimizara su utilización política 
y fuera aceptable para el Presidente. Propusieron así “un esquema que consistía en un 
sistema tipo banca de segundo piso que gerenciara y promoviera proyectos a ser ejecutados 
por las organizaciones sociales ubicadas en las diferentes localidades donde se realizarían 
las obras” (Guerra García 1995, 76).  
 
Asumiendo esta propuesta y bajo el impulso del BID el Presidente creó el Fondo Nacional de 
Compensación y Desarrollo Social (FONCODES) en agosto de 1991. 51 Para el BID era 
indispensable que la entidad fuera manejada con autonomía del Presidente y su partido, 
siendo así capaz de resistir las presiones políticas. En consecuencia, consideraba preferible 
que el director proviniera del sector privado (Sagasti y Alcalde 1997, 19).  

                                                 
49 Gestión 30/12/1990. 
50 Gestión 19/2/1991. 
51 El SNDCS continuó existiendo hasta febrero de 1992,  cuando fue desactivado mediante la creación del Progra ma 

Nacional de Administración Alimentaria (PRONAA) que agrupó al conjunto de entidades dedicadas a la ayuda 
alimentaria. 
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La implementación del FONCODES 
 
Respondiendo a la preocupación que los organismos internacionales tenían por evitar un 
uso político de la ayuda social, FONCODES fue creado como una Institución Pública 
Descentralizada dependiente de la Presidencia del Consejo de Ministros (PCM). Así, a 
diferencia del SNDCS, no dependía directamente del Presidente. Respondiendo también a la 
idea de que era virtualmente imposible ejecutar programas de alivio a la pobreza de manera 
rápida y efectiva a través de los ministerios del área social, se los dejó de lado creando una 
entidad que no dependía de ninguno de ellos. Adicionalmente y como condición para una 
gestión efectiva, la nueva entidad fue exceptuada de los sistemas administrativos que 
regulaban la gestión de los recursos humanos, materiales y financieros en la administración 
pública. La norma de creación dotaba así al FONCODES autonomía técnica, administrativa, 
económica y financiera. Su personal fue comprendido bajo el régimen laboral privado y su 
gestión administrativa fue puesta bajo supervisión de la Corporación Nacional de Desarrollo 
(CONADE), aplicándose en consecuencia los sistemas administrativos correspondientes a 
las empresas públicas. Sin embargo, contradiciendo las recomendaciones del BID, Fujimori 
no puso a la cabeza del FONCODES a un empresario privado, sino a Luz Salgado, ex 
Secretaria General de su partido político (Cambio 90) y estrecha colaboradora suya.  
 
De esta manera, la  implementación del FONCODES respondió a varias inquietudes 
cruzadas: la preocupación que tenían los organismos internacionales por evitar un control 
político de la ayuda social, la preocupación del presidente por mantener cierto grado de 
control político sobre dicha ayuda y, finalmente, el interés tanto del Presidente como de los 
organismos por lograr una gestión eficiente que permitiera la ejecución rápida del  gasto de 
alivio a la pobreza. Pese a que las fricciones entre los organismos internacionales y Fujimori 
así como la inexistencia de un programa serio de compensación social tenían un impacto 
negativo en la reinserción financiera del país y la negociación de nuevos préstamos, el MEF 
no tuvo un papel activo en estas discusiones (Sagasti y Alcalde 1997, 19).   
 
FONCODES no tuvo sin embargo el  desempeño que se esperaba. Financió pocos proyectos, 
dejó de lado el diseño original de banca de segundo piso e ignoró a las organizaciones 
sociales. Dado que la gestión de Salgado a la cabeza del FONCODES parecía tener evidentes 
objetivos políticos, la entidad no recibió financiamiento de los organismos internacionales. 
Estando así las cosas, poco tiempo después del “autogolpe” de abril de 1992 mediante el 
cual disolvió el Congreso, el Presidente consideró que era indispensable hacer algo para 
mejorar el funcionamiento de los programas sociales en su conjunto. Decidió así reactivar el 
Ministerio de la Presidencia (MIPRE) – originalmente creado por el régimen de García -  
centralizando en él las entidades dedicadas al desarrollo social y de infraestructura. 52 El 
MIPRE se convirtió así en un mega ministerio que concentró una proporción muy 
importante del gasto público (22.6% del Presupuesto de la República en 1992) y la utilizó de 
tal manera que contribuía significativamente a mejorar la imagen pública del régimen. El 
FONCODES pasó del ámbito de la PCM al del MIPRE. Pero, para compensar una decisión 
que podía exacerbar la desconfianza de los organismos internacionales, Fujimori decidió 
poner a la cabeza del mismo a Arturo Woodman, un empresario privado de reconocida 
trayectoria, que había sido anteriormente Presidente de la Confederación de Instituciones 
Empresariales del Perú (CONFIEP). La gestión de Woodman generó confianza entre los 

                                                 
52 DL 25490 (13/5/1992). 
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organismos internacionales, haciéndose posible el desembolso de los préstamos para la 
ayuda social.  Woodman también fue capaz de desarrollar plenamente de la estrategia 
diseñada originalmente por el BID, combinando la labor de banca de segundo piso con la 
participación de las organizaciones sociales de base (mediante una estrategia demand 
driven, según la cual se financiaban los proyectos que cada comunidad demandaba 
directamente y en cuya ejecución estaba dispuesta a participar).  Los resultados positivos 
que la entidad fue logrando condujeron a que a fines de 1992 se convirtiera en la entidad 
responsable por ejecutar la estrategia gubernamental de lucha contra la pobreza, dejando 
de lado a los ministerios del área social.53  
 
En los siguiente años FONCODES concentró importantes recursos y ejecutó gran cantidad 
de proyectos de infraestructura social y productiva en zonas de extrema pobreza rural. La 
eficiente gestión iniciada por Woodman llevó a que la entidad fuera internacionalmente 
reconocida como uno de los Fondos de Compensación Social más exitosos de la región. Por 
otra parte, la efectiva ejecución de los programas sociales en áreas de pobreza fortaleció el 
respaldo popular al Presidente y su régimen (Graham y Cheikh 1996). 
 
 
3.3. Un balance de las experiencias consideradas  
 
Las dos experiencias presentadas muestran con claridad el conjunto de opciones que fueron 
asumidas para reformar o crear una serie de entidades a partir de 1991.54 En todas estas 
reformas se aplicaron dos ideas básicas: a)  generar una excepción a los sistemas 
administrativos propios de la administración pública aplicando el régimen laboral privado y 
flexibilizando las normas para la gestión financiera y las adquisiciones; b) otorgar una 
importante autonomía en relación a la estructura y autoridad de los ministerios. En cuanto 
al segundo aspecto, en los dos casos presentados la relación directa con el entorno 
presidencial fue la principal garantía de tal autonomía. Esto no fue siempre así en los 
demás casos, pues hubo entidades reformadas que estuvieron más vinculadas a algún 
ministro que al Presidente. Por otra parte, hubo también entidades que habiendo gozado de 
un acceso directo al Presidente pasaron luego a una relación de mayor dependencia 
respecto a algún ministerio. 55  Pero, más allá de estas diferencias, todas las entidades 
gozaron de un grado importante de autonomía técnica y administrativa que les daba un 
significativo poder de negociación con los ministros, inexistente en el caso de los órganos de 
línea de cada ministerio.  
 
Las experiencias presentadas son una muestra de lo que denominaremos reformas de 
enclave, es decir, reformas institucionales realizadas de manera aislada, sin mayor relación 
con la reforma de otras entidades o con el conjunto de la administración pública (Shepherd 

                                                 
53 DL 26157 . 
54 Como parte de este proceso pueden incluirse la creación o reforma radical de las entidades responsables de la 

administración tributaria y aduanera (Superintendencia Nacional de Administración Tributaria y 
Superintendencia Nacional de Aduanas), de la supervisión financiera (Superintendencia de Banca y Seguros, 
Comisión Nacional de Supervisión de Valores, Superintendencia Nacional de Administradoras de Fondos de 
Pensión), de la regulación de mercados específicos (Organismos reguladores del mercado de energía eléctrica 
OSINERG, de telecomunicaciones OSIPTEL y de transportes OSITRAN),  el Fondo Nacional de Compensación y 
Desarrollo Social (FONCODES) y el Instituto Peruano de Seguridad Social (IPSS). 

55 Como hemos visto el FONCODES pasó del control directo de la oficina del Presidente a un control indirecto a 
través del Ministerio de la Presidencia. En el caso de la SUNAT, luego de años de una relación estrecha con el 
Presidente, en 1997 la dependencia respecto al ministro de Economía se acentuó al punto que el Superintendente 
fue directamente seleccionado por el ministro y ya no por el Presidente. 
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1999). Queremos ahora responder a tres preguntas importantes para el tema de nuestra 
investigación. 
 
(A)  ¿Por qué los procesos de reforma de entidades públicas como enclaves – al margen de lo 

que sucediese en el resto de la administración pública – progresaron en la agenda y 
llegaron a su implementaci ón efectiva? 

 
En primer lugar, las reformas de enclave recibieron atención y progresaron en la agenda 
porque el Presidente y el gobierno enfrentaban problemas en la gestión de políticas 
(como la tributaria) o programas (como los de emergencia social) que eran altamente 
relevantes para el logro de objetivos económicos (la estabilización y la reinserción 
financiera) o políticos (el control directo por parte del Presidente de la administración 
pública y su posible uso político). Estos eran objetivos ligados a la sobrevivencia del 
régimen (el fracaso de la estabilización económica hubiera terminado por desestabilizar 
un régimen que hasta mediados de 1991 era políticamente muy débil) o a la viabilidad 
futura de sus proyectos políticos (la constitución de un régimen personalista con 
absoluto control de la administración pública y de los poderes del Estado). Los actores 
en capacidad de tomar decisiones (Presidente, ministros, congresistas) habían 
desarrollado un sentido de urgencia en torno a ellos. 56 La articulació n con problemas 
considerados urgentes  funcionó así como una poderosa locomotora que condujo a las 
propuestas de reforma a los oídos del Presidente y generó su apoyo. En otros términos, 
el enganche con un problema urgente y un contexto político adecuado proporcionó a las 
reformas enclavadas  un enorme impulso.57 
 
En segundo lugar, quienes lideraron las reformas de enclave fueron capaces de 
convencer al Presidente o al Congreso y obtener de ellos la aprobación de sus propuestas 
de reforma. Ello fue así porque presentaron propuestas que parecían ser técnicamente 
viables y políticamente aceptables, ofreciendo resultados visibles en el corto plazo. La 
experiencia gerencial (pública en el caso de Estela, privada en el de Woodman) y su 
liderazgo personal contaron como factores de peso.58 El soporte que sus propuestas 
obtuvieron de los organismos internacionales fue también relevante.  Así, estos 
funcionaros se desempeñaron como empresarios de política (Kingdon 1995), obteniendo 
apoyo político y técnico para sus propuestas, vinculándolas a los problemas que los 
tomadores de decisiones percibían como urgentes (la elevación de la recaudación o la 
rápida implementación de los programas de emergencia social)  y a las necesidades e 
intereses políticos del Presidente y del gobierno (como el interés por fortalecer el control 
del Estado en manos del entorno presidencial).  
 

En tercer lugar, los procesos de reforma de enclave fueron capaces de sostenerse en el 
tiempo y mantener un acceso privilegiado a importantes recursos presupuestales y 

                                                 
56 En los casos de la SUNAT y el FONCODES, el sentido de urgencia se vio fortalecido por el fracaso de las medidas 

implementadas antes de su creación o reforma. 
57 Aludimos aquí a la noción de ventana de política de Kingdon, según la cual la articulación entre la percepción de 

un problema y la existencia de un contexto político interesado en invertir en su solución, abre las posibilidades de 
que aquellas alternativas de solución  adecuadamente articuladas a los problemas percibidos progresen en la 
agenda.  Los casos presentados son así una muestra del enganche entre los eventos de las corrientes política, de 
problemas y de políticas a las que hace referencia el modelo conceptual de Kingdon (1995) 

58 Una diferencia entre ambas experiencias fue que en el caso de la SUNAT Estela y su equipo impulsaron tanto el 
desarrollo de las propuestas como su aprobación e implementación, mientras que en el caso del FONCODES 
Woodman implementó decisiones e ideas que en buena medida habían sido elaboradas y aprobadas a instancias 
de otros actores como los consultores del BID. 
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políticos, lo que permitió que su implementación progresara. Ello fue posible porque a 
través de los logros visibles e inmediatos que obtuvieron contribuyeron (más allá de las 
intenciones  de sus directivos) a construir la imagen de estadista eficiente y pragmático 
que Fujimori necesitaba mostrar ante la opinión pública. 59 
 

(B)  ¿Por qué se decidió exceptuar a las entidades reformadas de los sistemas 
administrativas que se aplicaban en el resto de la administración pública?  

 
En primer lugar, dado que los problemas a enfrentar eran percibidos en lo inmediato 
como problemas de gestión (de la recaudación tributaria o de los programas sociales) al 
momento de aprobar soluciones se dio prioridad a los aspectos gerenciales y 
administrativos de las reformas. Tanto el Presidente como quienes lideraban cada 
reforma estaban convencidos de que los anteriores esfuerzos realizados para resolver los 
problemas (la reforma de la administración tributaria bajo la gestión de Hurtado Miller o 
la gestión del PES y luego del SNCDS en el área social) habían fracasado debido a la 
maraña de trabas administrativas existentes y a las múltiples interferencias burocráticas 
a las que los directivos estaban expuestos al interior de la administración pública. 
Eliminar las barreras admi nistrativas que atentaban contra una gestión eficiente 
(flexibilizando los sistemas administrativos públicos) y “dejar a los gerentes gerenciar” 
fueron así decisiones consideradas indispensables para el éxito de las reformas. Por otra 
parte, el estilo pragmático del presidente y su necesidad de mostrar resultados a corto 
plazo, favoreció la toma de un conjunto de decisiones que si bien no promovían un mejor 
funcionamiento de la administración pública en general, solucionaban problemas 
urgentes. 

 
En segundo lugar,  la excepción de los sistemas administrativos públicos y la concesión 
de una mayor autonomía a las entidades reformadas era una situación atractiva tanto 
para el Presidente como para quienes dirigían las reformas. Para Fujimori porque ello 
facilitaba el control directo que él mismo y su entorno inmediato podían ejercer sobre 
tales entidades, evitando la intermediación de las  estructuras ministeriales y sus 
mecanismos de control. En el caso de los directivos de las entidades, porque obtenían 
autonomí a respecto a los engorrosos ministerios, un amplio espacio para aplicar sus 
ideas e innovaciones gerenciales y se respetaba un grado importante de independencia 
en cuanto a su identidad política (ni Estela ni Woodman eran considerados fujimoristas 
ni fueron obligados a asumir un rol político partidario). Las reformas de enclave 
incluyeron así procesos de negociación burocrática que produjeron un entendimiento 
implícito entre las autoridades políticas y los altos funcionarios públicos a cargo de las 
reformas respecto a las tareas, atribuciones, grado de autonomía e identidad política de 
estos ultimos.60 

 

                                                 
59 Eugene Bardach (1998) señala que el logro de resultados concretos en el corto plazo establece hitos que 

contribuyen a mantener vigente el impulso inicial del proceso de cambio  Por otra parte, Tanaka (1998) muestra 
la importancia creciente que tuvo el ámbito de la opinión pública para la constitución del régimen autoritario 
fujimorista. Ante ella Fujimori buscó mostrarse como pragmático, eficiente y claramente distinto a los “políticos 
tradicionales.” Así los logros obtenidos por las reformas de enclave no sólo impulsaron su propia implementación, 
sino que reforzaron el apoyo de la opinión pública al régimen. 

60 Utilizamos aquí la noción de public sector bargain desarrollada por Hood (2000, 8) para analizar este tipo de  
negociaciones entre las autoridades políticas y los altos funcionarios designados. Sin embargo, dado que en el 
Perú no puede hablarse cabalmente de un servicio civil como al que Hood alude, utilizamos el término genérico de 
negociación burocrática. 
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(C) ¿Por qué las ideas administrativas aplicadas para la reformar distintas entidades como 
enclaves reformadas fueron similares?  

 
En primer lugar, hay que tener en cuenta que las reformas de enclave no fueron 
resultado de un proceso ordenado y pautado de reorganización del sector público, sino 
del intento por solucionar de manera inmediata problemas de gestión que se 
presentaban de manera contingente, mediante la concesión de una mayor flexibilidad 
administrativa. No hubo así un proceso de desarrollo global y coherente de las ideas 
administrativas a utilizar.61 Simplemente, se hizo uso de aquello que existía fuera de los 
sistemas de la administración pública y del sistema de carrera: a) las normas 
administrativas aplicables a las empresas públicas (que en general eran más flexibles en 
cuanto a la gestión financiera y a las adquisiciones) y b) el régimen laboral del sector 
privado. Así una lógica relativamente sencill a del tipo “echar mano de lo que existe 
afuera” guió la selección de opciones para las reformas, uniformizándolas de manera 
indirecta. La innovación administrativa, es decir la generación de nuevas alternativas 
mediante la reelaboración de alternativas ya existentes, no se produjo o fue muy 
limitada. 

 
En segundo lugar, se produjo un proceso de difusión por imitación de aquellas ideas y 
alternativas que habían sido ya probadas e implementadas en entidades reformadas con 
éxito. Así, la SUNAT - que fue una de las primeras entidades reformadas – sirvió como 
modelo y ejemplo para otros casos, que introdujeron en sus normas facilidades 
administrativas similares. 
 
 

4. La reorganización del Sector Público 62 
 
Como mencionamos anteriormente (sección 1.1.) el proceso de compra de renuncias 
implementado en 1991 incluyó la idea de un proceso de reorganización de las entidades del 
Estado, consistente fundamentalmente en la posibilidad de evaluar al personal que no se 
hubiera acogido a las renuncias voluntarias y declararlo excedente. Sin embargo, una idea 
más amplia de la reorganización estaba presente desde el inicio de la nueva administración 
gubernamental. Así, cuando el Primer Ministro Hurtado Miller presentó su plan de gobierno 
al Congreso en agosto de 1990, manifestó el deseo del gobierno de legislar sobre asuntos 
relativos tanto a la estructura organizacional del Poder Ejecutivo como a los sistemas 
administrativos de presupuesto, planificación y  remuneraciones, en lo que consideraba una 
reforma integral del Estado. 63 Solicitó así facultades legislativas para la materia, pero el 
Congreso las negó. 
 
Ya en 1991, el Instituto Nacional de la Administración Pública (INAP) aprovechó el impulso 
generado por el proceso de reducción de personal  para delinear una propuesta que recogiera 
la perspectiva más amplia de la reorganización a la que hemos hecho referencia. De esta 

                                                 
61 Con el término “ideas administrativas” nos referimos a lo que Hood y Jackson (1997) entienden como doctrinas 

administrativas , a saber, ideas específicas respecto a qué hacer en el ámbito de la administración pública. Para 
los autores estas ideas son respuesta a preguntas respecto a qué hacer frente a los problemas que enfrenta la 
administración de los asuntos públicos. 

62 Ver el evento E3(I) en el gráfico 1. 
63 Congreso de la República. Exposición del Presidente del Consejo de Ministros y Ministro de Economía, Ing. Juan 

Carlos Hurtado Miller (27 de agosto de 1990).  
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manera el proceso de reducción de personal  abrió la oportunidad para el ingreso a la agenda 
de algunas ideas que iban más allá del problema del tamaño del aparato público.  
 
 
La alternativa del INAP: la reorganización del sector público 
 
En febrero y abril de 1991 el Jefe del INAP aprobó y difundió un conjunto de normas 
complementarias para el proceso de reducción de personal del Estado.64  En ellas se 
plantaba que la reorganización asociada a dicho proceso iría más allá de la sola reducción 
de la planilla del Estado, tratando de adecuar la administración pública a los lineamientos 
del nuevo gobierno y precisar con claridad las funciones de cada entidad pública. No se 
precisaba, sin embargo, un conjunto concreto y visible de problemas inmediatos que 
debieran ser resueltos. De manera abstracta el Jefe del INAP -Ricardo Martínez - señaló que 
“el objetivo primordial de la reorganización de las entidades del Estado es l a adecuación a los 
lineamientos del gobierno y no la declaración del personal excedente.”65  
 
La reorganización propuesta por el INAP suponía tres niveles: el institucional (cada entidad 
formaría una comisión para identificar sus problemas de ineficiencia, superposición 
funcional, imprecisión de competencias, sobredimensionamiento, etc., proponiendo medidas 
de solución), el sectorial o regional (cada ministerio o región conformaría una comisión, 
armonizaría las propuestas de las instituciones respectivas y definiría la estructura del 
sector) y finalmente el global. En este último nivel, el INAP - que se constituía como 
Secretaría Técnica del Proceso de reorganización - reformularía las propuestas sectoriales y 
regionales y propondría la nueva estructura de los ministerios.  
 
Sin embargo, al momento de poner en marcha el mecanismo propuesto, los ministros y jefes 
de las entidades del Poder Ejecutivo mostraron resistencia al proceso. 66 Como resultado de 
ello, durante 1991 fueron pocas las entidades y ministerios que instalaron sus comisiones 
de reorganización. Menos aún fueron las que culminaron el proceso y presentaron 
propuestas de reorganización.67  El escaso éxito de la iniciativa del INAP respondió en buena 
medida a que sus propuestas no fueron objeto de mayor atención por parte del Presidente, 
del Primer ministro o del ministro de Economía, pues no generaron entusiasmo ni sentido 
de urgencia en relación a algún problema importante de la agenda del gobierno.68   
 
¿Por qué se lanzó el INAP a promover el tema? Al parecer, la iniciativa respondió a la 
intención del INAP y de su Jefe de ganar presencia al interior del gobierno y de mantener 
cierto grado de control sobre los procesos de cambio de la administración pública. Pese a la 
alta jerarquía que el INAP tenía dentro de la estructura del Estado y a mantener la presencia 
de su Jefe en el Consejo de Ministros, la entidad no jugó un rol central en el proceso de 
reducción del tamaño del Estado que el MEF impulsaba con fuerza.69  Tampoco  tuvo rol 
alguno en el proceso de creación o reforma de organismos autónomos. La presencia de la 

                                                 
64 Resolución Jefatural N° 094-91-INAP-J (26/2/1991) y Resolución Jefatural N° 196-91-INAP-J (10/4/1991). 

Llama la atención el bajo nivel jerárquico de las normas. 
65 Gestión 6/3/1991. 
66 Entrevista a José Arista. 
67 En noviembre de 1991 sólo dos ministerios y el INAP habían presentado los resultados del proceso de declaración 

de personal excedente. En diciembre fue necesario ampliar el plazo otorgado. 
68 Entrevista a José Arista. El desinterés del Presidente y los ministros explica que las normas del proceso 

reorganizador fueran aprobadas solamente mediante Resoluciones del Jefe del INAP y no (como en el caso de la 
reducción de personal) mediante Decretos Supremos que implicaban la aprobación del gabinete y del Presidente. 

69 Entrevista a José Arista. 
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idea de una reorganización en las normas de reducción de personal presentó una 
oportunidad para desarrollar un tema propio, que permitiera al INAP cierto protagonismo al 
interior del gobierno.  Sin embargo, la idea de un proceso que fuera "más allá" de la 
reducción del tamaño del Estado apareció como algo gaseoso y poco atractivo para los 
tomadores de decisiones. En particular, la iniciativa del INAP no generó la colaboración del 
MEF ni de la oficina del Primer ministro (Presidencia del Consejo de Ministros), que eran las 
otras entidades que además del INAP ejercían cierto grado de control sobre el conjunto de la 
administración pública. 
 
La alternativa de la PCM: la reforma de la administración pública 
 
Ya desde la gestión de Hurtado Miller como Primer ministro, la Presidencia del Consejo de 
Ministros (PCM) - oficina responsable de dar soporte a las labores de coordinación 
intersectorial y regional del Primer ministro, quien cumple también las labores de Presidente 
del Consejo de Ministros - estaba interesada en una visión amplia de los problemas de la 
administración pública.  El ministro solicitó al Congreso facultades legislativas para abordar 
el tema, pero ellas fueron negadas. El sucesor de Hurtado Miller en el cargo de Presidente 
del Consejo de Ministros, Carlos Torres y Torres Lara, incluyó en su primera presentación 
ante el Congreso la reforma de la administración pública como una de las prioridades de su 
gestión, solicitando también facultades extraordinarias para legislar en relación a la Ley del 
Poder Ejecutivo, instituciones y empresas del Estado.70 El Congreso, que concedió las 
facultades que Torres Lara había solicitado en relación a otros tres temas, no aprobó la 
delegación en el tema de la reforma de la administración pública, argumentando que faltaban 
mayores precisiones al respecto.71  
 
Para entonces, la PCM había conformado ya un equipo de consultores para desarrollar 
alternativas para la reforma de la administración pública. Este equipo recomendó una 
estrategia de reestructuración del poder ejecutivo que, a diferencia de la del INAP, asumía 
como punto de partida la aprobación de un conjunto de leyes sobre la estructura 
organizativa del Poder Ejecutivo y sobre la descentralización del Estado. 72  El equipo 
desarrolló también un proyecto de ley para la Reforma de la Administración Pública, que fue 
discutido por el Consejo de Ministros, pero que el Presidente - en medio de una creciente 
confrontación con los partidos de oposición y no teniendo facultades legislativas sobre la 
materia - desistió de enviar al Congreso. 
 
En este lapso de tiempo otros importantes actores destacaron también la necesidad de una 
reforma de la administración pública. El ministro de Economía – Carlos Boloña – usando el 
término genérico de reforma del Estado, vinculó la reducción del número de empleados 
públicos que venía impulsando con la reducción del número de entidades públicas. Aclaró 
que tal reducción no era resultado una moda ideológica, sino simple y contundentemente 
una necesidad. Incluyó así a la reforma del Estado dentro del paquete de reformas 
estructurales que estaba empeñado en implementar para modificar el modelo de desarrollo 

                                                 
70 Exposición del Presidente del Consejo de Ministros y Ministro de Relaciones Exteriores, Dr. Carlos Torres y 

Torres Lara, ante el Congreso de la República. Lima, 15 de abril de 1991, pp. 2 y 95. 
71 Gestión 22/5/1991.  
72 Proyecto PNUD. Apoyo a la Reestructuración del Poder Ejecutivo. Perú. Informe Terminal: Resultados y 

Recomendaciones del Proyecto. Por Jaime Johnson, Coordinador de Insumos y Actividades. Lima, 30 de setiembre 
de 1991. El equipo funcionó entre mayo y setiembre de 1991 con financiamiento del Programa de las Naciones 
Unidas para el Desarrollo (PNUD) y  fue coordinado por Jaime Johnson. 
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estatista y promover el crecimiento mediante la iniciativa privada.73 Más importante que 
esto fue que el propio Presidente Fujimori incluyera también el tema en su Mensaje a la 
Nación de julio de 1991. Caracterizó al Estado como burocratizado e ineficiente y acto 
seguido solicitó nuevamente facultades legislativas para efectuar “una reforma integral de la 
administración pública y empresas estatales.”74 El Congreso, sin embargo, se negó 
nuevamente a conceder las facultades solicitadas. 
 
Torres Lara fue reemplazado en la Presidencia del Consejo de Ministros por Alfonso de los 
Heros hacia fines de 1991. El nuevo Primer ministro continuó  incluyendo el tema como uno 
de los puntos centrales de la agenda del gabinete. Retomando la postura del ministro de 
Economía, consideró a la Reforma del Estado como parte del conjunto de reformas 
estructurales por realizar. Nuevamente – y por tercera vez en lo que iba del año – el gobierno 
solicitó a través de De los Heros facultades legislativas “con la finalidad de reorganizar el 
Poder Ejecutivo, racionalizar sus funciones, introducir mecanismos promotor es de 
descentralización política, así como reformas en la legislación referida al proceso de selección, 
capacitación y entrenamiento de los funcionarios públicos.”75 En esta ocasión – y ya en un 
contexto de grave confrontación entre Fujimori y los partidos políticos - el Congreso 
tampoco concedió las facultades. 
 
De los Heros fortaleció el rol de la PCM como entidad con poder sobre las decisiones que 
tomaba el Ejecutivo, logrando que dejara de ser solo un organismo de coordinación formal y 
soporte a la labor de Primer Ministro.76  Como parte de este proceso de fortalecimiento, la 
PCM asumió con más fuerza que antes la iniciativa en relación a la reforma de la 
administración pública. Se conformó así una Comisión Especial en la PCM, responsable del 
desarrollo de una propuesta global de reforma del Poder Ejecutivo y de elaborar los 
dispositivos legales necesarios. Formaron parte de la Comisión Especial tres jóvenes 
abogadas – Leonie Roca, Rosa María Palacios y Pierina Pollarollo – que se iniciaban así en el 
tratamiento de los problemas de la administración pública. Las tres se habían conocido en 
el Instituto Libertad y Democracia (ILD), suerte de think tank liberal donde también había 
trabajado el ministro Boloña tiempo atrás. Estaban familiarizadas así con las ideas 
centrales de simplificación , descentralización y desregulación de la economía y la sociedad 
que el ILD promovía activamente.77  
 
Las abogadas constataron inmediatamente que bajo el impulso del MEF la reforma de la 
administración pública “se estaba pensando únicamente en términos fiscales, es decir: 
tenemos un problema de caja, hay que reducir el número de trabajadores.”78 Su formación 

                                                 
73 Gestión, 20/6/1991. El tema de las reformas estructurales era capital para Boloña y marcaba su principal 

diferencia con el ex ministro Hurtado Miller, pues criticaba a éste haberse concentrado exclusivamente en el corto 
plazo mediante el Plan de Estabilización, sin haber avanzado en las reformas estructurales de la economía. 

74 Mensaje a la Nación Pronunciado ante el Congreso de la República el 28 de julio de 1991, p. 17. 
75 Exposición del Presidente del Consejo de Ministros y Ministro de Trabajo y Promoción Social, Dr. Alfonso de los 

Heros Pérez Albela ante el Congreso de la República. Lima, 05 de diciembre de 1991, p. 35. 
76 El nuevo Reglamento de Organización y Funciones asignaba a la PCM vastas funciones decisorias, la 

responsabilizaba de determinadas programas intersectoriales y le daba autoridad sobre la formulación de la 
política de gobierno (Gestión 23/12/1991). 

77 Estas ideas se difundieron fundamentalmente a través de la obra de Hernando de Soto El otro Sendero  (1987).  
Las ideas fuerza de De Soto influyeron poderosamente en el gobierno de Alan García y también en los primeros 
momentos del gobierno de Fujimori. Sin duda alguna, influyeron también las carreras de personas que como 
Roca, Palacios, Pollarolo y el mismo Boloña pasaron por el ILD. 

78 Entrevista a R. M. Palacios (14). Leonie Roca coincide con esta visión señalando: “El MEF veía (el tema) como un 
tema más para recortar” (entrevista, 14). Esta percepción confirma – como hemos sostenido - que la idea de una 
reforma integral ingresó en la agenda apoyada inicialmente en el gran impulso del proceso de reducción de 
personal que fue impulsado por el MEF.  
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profesional y su preocupación por los aspectos legales e institucionales de la administración 
pública las distanció de una mirada tan limitada como la del MEF. Como primer paso, 
elaboraron un diagnóstico detallado que mostraba la diversidad de problemas que afectaban 
el desempeño de los catorce ministerios existentes. En base a ello comenzaron a desarrollar 
un ambicioso proyecto de Ley de Poder Ejecutivo, que planteaba reorganizar los ministerios 
y reducir su número aproximadamente a siete. 79 
  
El proceso fue abruptamente interrumpido a raíz de la decisión de Fujimori de disolver el 
Congreso a través del “autogolpe” de abril de 1992. El ministro De los Heros – quien había 
estado al margen de la gestación del golpe de Estado - renunció a su cargo y la Comisión 
Especial se disgregó sin llegar a culminar los proyectos de Ley. El golpe fue el desenlace de 
la confrontación entre Fujimori y los partidos políticos, a lo largo de la cual el Presidente 
acusó sistemáticamente al Congreso de obstruir su gestión mediante la observación y 
derogatoria de varias de las normas que el gobierno había emitido en uso de diversas 
facultades delegadas. El tema de la reforma del Estado no figuraba entre los temas de 
disputa, probablemente porque no llegó a ser materia de facultades legislativas 
extraordinarias. 
 
Pese a que el tema – bajo la denominación de Modernización de la Administración Pública – 
figuró entre las medidas de reconstrucción nacional anunciadas por Fujimori el día del 
golpe, fue perdiendo importancia. Ello fue consecuencia de la congestión de la agenda con 
temas políticos prioritarios (negociaciones con la OEA, relanzamiento del programa 
económico, convocatoria a un Congreso Constituyente, etc.) y por la falta de alguien que 
impulsara el tema en la agenda. Quedó formalmente en pie el proceso de reorganización del 
sector público que a duras penas mantenía vigente el INAP y que debió ser prorrogado varias 
veces más.  Finalmente y como fruto de dicho proceso, hacia noviembre de 1992 el gobierno 
aprobó las Leyes Orgánicas de algunos sectores (Pesquería, Industrias, Transportes, 
Relaciones Exteriores). Luego, nadie habló más del tema.  
 
Un breve balance 
 
¿Por qué la idea de una reorganización o reforma integral  de la administración pública 
progresó lenta y débilmente en la agenda sin llegar a implementarse?  En primer lugar, 
porque – a diferencia de lo ocurrido con los procesos de reducción de personal  y de reformas 
de enclave – el tema no se articuló sólidamente con algún problema que los actores políticos 
y el gobierno consideraran urgente resolver. Así, nadie se sintió realmente compelido a 
tomar decisiones importantes. La ruta seguida por De los Heros y la Comisión Especial 
ligaba el tema a las reformas estructurales  impulsadas por Boloña y podría haber generado 
cierto sentido de urgencia, pero fue abruptamente interrumpido. En segundo lugar, el clima 
político no fue propicio. Estaba ya bastante enrarecido por la guerra abierta entre Fujimori y 
los partidos políticos como para permitir que un tema vasto y que implicaba la participación 
del Congreso pudiera progresar. En tercer lugar, el desenlace mediante el golpe de abril del 
92 congestionó la agenda rápidamente, desplazando a la reforma del Estado de su débil 
posición en la misma.  Finalmente, faltó alguien (persona o entidad) que desempeñara 
eficazmente las tareas propias del empresariado de políticas.  El Jefe del INAP no tenía ni las 
propuestas ni los recursos políticos para hacerlo. Pese a haber tenido cierta cercanía al 
Presidente antes del gobierno y tener acceso a las sesiones del Consejo de Ministros, las 

                                                 
79 Gestión 28/1/1992. 
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propuestas de Martínez no fueron tomadas realmente en serio por actores con poder de 
decisión como Boloña o el Presidente. Además, el INAP tenía escaso poder real sobre el 
conjunto de la administración pública. Así, sus propuestas fueron fácilmente opacadas por 
las preocupaciones fiscales del MEF, que a través del presupuesto sí tenía un poder efectivo 
sobre todo el aparato estatal. El fortalecimiento de la PCM contribuyó también a marginar al 
INAP y sus propuestas. La PCM y el núcleo de profesionales congregados en la Comisión 
Especial mostraron mayor capacidad para concitar la atención presidencial, quien llegó a 
solicitar personalmente las facultades legislativas que De los Heros necesitaba. Sin 
embargo, el incipiente rol de empresariado de políticas que De los Heros y la Comisión 
Especial mostraron no tuvo tiempo de cuajar. 
 
 
5. El ciclo de política se cierra 
 
A fines de 1992 cesó la actividad de elaboración de políticas en el ámbito de las políticas de 
gestión pública. La reorganización o reforma de la administración pública – consecuencia del 
impulso inicial generado por el proceso de reducción de personal  -  quedó trunca. En los 
años siguientes, sin embargo, se mantuvo activo el proceso de creación y consolidación de 
entidades autónomas. En este sentido, el ciclo se prolongó hasta 1995. Pero dicha 
prolongación fue básicamente inerci al, pues consistió en la aplicación de las ya conocidas 
medidas de flexibilización administrativa para la creación o reforma de nuevas entidades 
autónomas y en la consolidación de las entidades ya reformadas.  
 
El ciclo se cierra en 1995 con dos eventos. El primero es la desaparición de uno de los 
actores que participó en el ciclo. El INAP fue incluido en mayo de 1992 entre los organismos 
que pasaron a formar parte del poderoso Ministerio de la Presidencia (MIPRE). Dada la 
jerarquía que el Instituto tenía hasta entonces en la estructura del Estado esto constituía 
una suerte de degradación.  Pero más allá de las formalidades, el INAP estaba en un proceso 
de franco deterioro, que lo ponía al margen de las decisiones. No tenía capacidad de control 
efectivo sobre la administración pública, pues ni siquiera contaba con información completa 
y confiable sobre ella. Luego del agotamiento del proceso de reorganización del sector 
público a fines de 1992 no tuvo temas de importancia que incluir en la agenda. Finalmente, 
Leonie Roca – una de las personas que trabajó la Comisión Especial formada por De los 
Heros y que estaba ahora vinculada al MEF – convenció en 1995 al entonces Presidente del 
Consejo de Ministros, Efraín Goldenberg, de desactivarlo. Para Roca cerrar el INAP tenía 
cierto carácter simbólico: “yo pretendía que eso fuera un efecto demostrador de que el Estado 
podía ahorrarse buena cantidad de dinero cerrando un montón de cosas que no sirven para 
nada, y que no  pasa nada.”80 La desactivación del INAP alteró el sub sistema de políticas 
que controlaba las políticas de gestión pública. 81 La desaparición del INAP dejó sólo dos 
medios institucionales como componentes del sub sistema en cuestión: el MEF y la PCM. 
Las competencias que el INAP había tenido sobre las políticas de gestión pública quedaron 
en buena medida en el aire. 
 

                                                 
80 Entrevista a Leonie Roca (14). 
81 El sub sistema de políticas está conformado por el conjunto de espacios institucionales responsables por la 

elaboración de políticas en una temática determinada. Este dispositivo institucional incluye arreglos formales 
(áreas de competencia, jerarquías, controles) y relaciones informales que influyen en la participación de los 
actores en los espacios donde se toman las decisiones (Barzelay 2001, 59). 
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El segundo evento que cierra el ciclo es la identificación de la idea de reforma de la 
administración pública – que cobijó los tres procesos que tuvieron lugar en este ciclo de 
política - con el único proceso relativamente exitoso y aún vigente: la creación de entidades 
autónomas o la consolidación de las ya existentes. Una muestra de ello es que al culminar 
su Mensaje a la Nación en julio de 1994, la única alusión que el Presidente Fujimori hizo a 
la reforma del Estado fue la siguiente: “No quiero pasar por alto un público reconocimiento a 
la eficaz labor cumplida por algunos organismos del aparato estatal, que me confirman el 
surgimiento de un Estado más eficiente. No señalaré nombres, porque son varios los casos 
ejemplares que afortunadamente el pueblo conoce.”82  El proceso de reforma consistía así en 
un conjunto de casos ejemplares, enclaves aislados entre sí que deberían servir de modelo 
para otras entidades. El Presidente sugería así que replicando el modelo ejemplar surgiría 
en el futuro un Estado eficiente. La estrategia de la reforma a través de enclaves aparecía así 
como la estrategia adecuada para transformar progresivamente el conjunto del aparato 
público peruano. 

                                                 
82 Mensaje a la Nación del Sr. Presidente de la República, Ing. Alberto Fujimori. Julio 1994, p. 31. 
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Capítulo IV 
Segundo Ciclo de Política 

 
 
1. Antecedentes 
 
En Julio de 1995 Alberto Fujimori inició su segundo mandato presidencial. La Constitución 
de 1979 prohibía la reelección inmediata del Presidente. Sin embargo, luego del golpe de 
Estado de abril de 1992, el gobierno convocó a la elección del Congreso Constituyente 
Democrático (CCD) con la finalidad de elaborar una nueva Constitución. En medio de un 
apoyo masivo de la opinión pública al régimen, los partidos ligados a éste lograron una 
mayoría absoluta. El CCD elaboró una nueva Constitución que permitía la reelección 
inmediata. La Constitución fue aprobada en un reñido referéndum,  quedando así abierta la 
posibilidad de una reelección inmediata. Fujimori se presentó a las elecciones de 1995, 
venciendo en ellas y obteniendo además mayoría absoluta en el Congreso elegido 
simultáneamente. Así los conflictos entre el Ejecutivo y el Congreso quedaron como una 
cosa del pasado. Como parte de un proceso de progresivo avasallamiento de los Poderes del 
Estado el Congreso prácticamente se limitó a aprobar cuanta iniciativa legal venía del 
Ejecutivo, sin la menor capacidad de reacción u oposición. Por lo menos hasta 1997, los 
partidos políticos de oposición – reducidos a su menor expresión electoral desde 1980 -  
fueron prácticamente marginados de la toma de decisiones. 
 
La reelección de Fujimori tuvo un costo económico. En 1994 el gobierno había expandido el 
gasto público con la finalidad de facilitar la reelección presidencial, llegándose al récord de 
12.8% de crecimiento anual del producto. Esta situación generó entre los responsables de la 
política económica gran temor ante un posible repunte de la inflación y del déficit de la 
balanza de pago (Pascó y Saavedra 2001, 116). El ministro de Economía Jorge Camet – 
quien reemplazó a Carlos Boloña a inicios de 1993 – presionó al nuevo gabinete ministerial 
para reimponer la férrea disciplina fiscal que había imperado antes de 1994. Pero el nuevo 
Presidente del Consejo de Ministros – Dante Córdova – y buena parte del gabinete pensaba 
que luego de una reelección duramente cuestionada era necesario limar asperezas con los 
partidos políticos y los movimientos sociales adversos al régimen. Y ello implicaba elevar 
significativamente el gasto en salud, educación y promoción del empleo. Se instaló así 
durante los primeros meses de la nueva administración una dura confrontación al interior 
del gabinete, situación que devino en un antagonismo personal entre Córdova y Camet. El 
Presidente, sin embargo, dudó o guardó cautela sin respaldar a ninguno de los bandos. 
 
Entre 1992 y 1995 las entidades autónomas reformadas o creadas desde 1991 mejoraron su 
desempeño de manera visible no sólo para las autoridades del gobierno, sino también para 
la opinión pública. La excepcionalidad de su situación – en términos tanto de las facilidades 
y privilegios obtenidos como de las mejoras de desempeño logradas – contrastaban 
nítidamente con el deficitario desempeño, burocratización y mala imagen pública del resto 
del aparato público. Los organismos reformados eran así verdaderas islas de modernidad en 
un mar de precariedad  (Sagasti y Guerra García 1997, 18). 
 
Por otra parte, pese al fracaso de la reorganización integral impulsada por el INAP y la PCM 
así como a la desaparición del primero, la  preocupación por resolver los problemas que 
afectaban a la administración pública siguió latente. En 1995 y bajo el auspicio del BID, la 
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PCM encargó a un grupo de consultores la realización de un diagnóstico de la situación de 
las entidades del Poder Ejecutivo. El diagnóstico fue elaborado por Leonie Roca, Pierina 
Pollarollo y Rosa María Palacios, quienes habían formado parte de la Comisión Especial 
conformada por el Primer Ministro De los Heros para impulsar la reorganización del aparato 
público durante los primeros meses de 1992 (ver sección 1.3). La realización del diagnóstico 
muestra que la PCM fue interesándose crecientemente en los problemas relativos a la 
gestión pública, área de acción que usualmente había sido responsabilidad central del ya 
desaparecido INAP.  
 
 
2. Estableciendo una nueva agenda de reforma: la modernización 

 

La idea de una reforma integral reaparece en la agenda 
 
La idea de un proceso de reforma global reaparece de forma inesperada en el debate de la 
Ley de Presupuesto para 1996. Durante el debate algunos ministros pidieron al Congreso 
facultades excepcionales para reorganizar sus ministerios, aduciendo  “que instituciones 
autónomas recientemente reorganizadas, como la Sunat, Conasev, Sunad, ahora funcionan 
mejor que los propios ministerios a los que pertenecen."83  A continuación, Carlos Torres – 
quien fuera Primer Ministro en 1991 y ahora era congresista oficialista -  tomó esta idea y 
propuso una reorganización general de todo el Poder Ejecutivo. Finalmente, Leonie Roca – 
quien actuaba como asesora del MEF - y el Presidente de la Comisión de Economía del 
Congreso retomaron la idea y redactaron una disposición transitoria que finalmente se 
aprobó. En ella se confería al Poder Ejecutivo facultades legislativas hasta Diciembre de 
1996 para “llevar a cabo un proceso de modernización integral en la organización de las 
entidades que lo conforman, en la asignación y ejecución de funciones y en los sistemas 
administrativos, con el fin de mejorar la gestión pública. ” 84 De esta manera, la solicitud de 
mayor flexibilidad administrativa por algunos ministros - una postura alineada con el 
proceso de reformas de enclave iniciado en 1991 - se convirtió inesperadamente en una 
autorización para la modernización integral  de todo el Poder Ejecutivo. 
 
En los meses previos al debate presupuestal la PCM había comenzado a reconsiderar la idea 
de una reorganización global del aparato público. La realización del diagnóstico del Poder 
Ejecutivo encargado a Roca y sus colegas era ya una manifestación de interés. Otra 
manifestación fue la presentación del plan de gobierno del nuevo gabinete, durante la cual 
el Primer Ministro Córdova reconoció que en los años previos se había iniciado “un proceso 
silencioso de reforma del Poder Ejecutivo.” Pero señaló con cierto sentido crítico que, pese a 
tal reforma, “el Poder Ejecutivo aún no posee estructuras modernas de organización y no se 
ha establecido con precisión las funciones y competencias de cada dependencia del sector 
público.”85 No se solicitaron facultades legislativas al respecto. Pero, como acabamos de 
señalar, poco tiempo después y sin consultar con Córdova, el MEF a través de Roca deslizó 
el tema en el debate presupuestal y obtuvo las facultades. Ellas habían sido 
sistemáticamente negadas por el Congreso en 1991 y 1992, pero fueron fácilmente 

                                                 
83  Caretas, n° 1391, p. 20 (30/11/1995). 
84 Ley n° 26553 – Ley de Presupuesto del Sector Público para 1996. Octava Disposición Transitoria. El Peruano, 

14/12/1995. Kingdon señala que con frecuencia los debates relativo s al presupuesto público constituyen una 
oportunidad para que los actores involucrados en él introduzcan cambios en los programas del Estado, así como 
en su financiamiento (1995: 188).  El caso que estudiamos confirma esta aseveración. 

85 Exposición del Presidente del Consejo de Ministros ante el Congreso. El Peruano 23/8/1995. 
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concedidas por un Congreso en el cual la mayoría oficialista accedía a todas las solicitudes 
del gobierno.86 
 
La iniciativa del MEF, a espaldas de Córdova, era un episodio más dentro de la gran 
cantidad de conflictos y rencillas que la discusión sobre el control del gasto público originó 
entre el ministro de Economía y el Primer ministro. La inesperada obtención de las 
facultades legislativas contribuía a posicionar un tema de interés para este último dentro 
del área de influencia del MEF (pues este controlaba el debate presupuestal). El Primer 
ministro, sin embargo, no se resignó y presionó al Presidente hasta obtener una norma en la 
cual se confirió a la PCM el control del proceso de modernización que la Ley de Presupuesto 
obligaba a realizar. 87 Inmediatamente, Córdova conformó al interior de la PCM un equipo de 
consultores dedicado a diseñar el proceso de modernización.88 
 
La idea de una reforma integral regresó así a la agenda impulsada indirectamente por el 
conflicto sobre la ruta a seguir en el ámbito de la política económica. No existiendo ya el 
INAP como instancia con la cual el MEF y la PCM compartían la responsabilidad por la 
reforma de la administración pública, las dos entidades se enfrentaron por el control del 
tema como parte de una disputa mayor entre dos tendencias al interior del gabinete, cada 
una de las cuales trató de controlar la mayor cantidad posible de temas y espacios de 
decisión sobre las políticas del régimen. Pero la idea de la reforma integral regresó también 
gracias a la iniciativa personal de Roca, quien vio en el debate presupuestal la oportunidad 
de introducir una alternativa de solución a los problemas del sector público que ya había 
comenzado a desarrollar en 1992, durante la gestión del ministro De los Heros. 
 
 
Redefiniendo el problema y buscando nuevas alternativas 
 
El equipo que Córdova formó en la PCM tomó como punto de partida los resultados del 
diagnóstico del poder ejecutivo realizado por Roca, Pollarollo y Palacios. El Diagnóstico 
normativo–institucional del Poder Ejecutivo,  documento de carácter interno presentado a la 
PCM en septiembre, identificaba como problema central el desorden organizativo consistente 
en la existencia de estructuras paralelas dentro de los ministerios (proyectos especiales, 
programas de cooperación externa, Organismos Públicos Descentralizados, etc.), la 
extendida superposición de funciones entre distintas entidades, el predominio de las tareas 
de provisión directa de servicios por encima de las funciones normativas y la inflexibilidad 
del régimen laboral del sector público. 89  En particular, el documento era sumamente crítico 
del proceso de creación o reforma de organismos autónomos iniciado en 1991, señalando 
que dichos cambios respondieron al “objetivo pragmático” de evadir las limitantes impuestas 
por los sistemas administrativos públicos “y no a un programa integral y consistente de 

                                                 
86 Luego de la disolución del Congreso en 1992, la concesión de facultades delegadas fue un mecanismos utilizado 

con mucha regularidad. El control parlamentario sobre los Decretos apro bados por el Ejecutivo también se 
debilitó, al extremo de casi no existir.  

87 R.S. 394-95-PCM (enero 1995). En la resolución se establece que toda norma que se deseara aprobar haciendo 
uso de las facultades delegadas en la Ley de Presupuesto debía contar con el visto bueno de la PCM antes de ser 
presentada al Consejo de Ministros. 

88 A la cabeza del equipo estuvieron Elena Conterno, abogada con experiencia en consultoría sobre temas públicos, 
y Verónica Zavala, economista con estudios sobre administración pública en la universidad de Harvard. 

89 Cuando decimos que un documento tiene carácter “interno” nos referimos a que no recibió una aprobación 
formal ni fue hecho público como expresión formal del punto de vista de un ministerio o del gobierno. Sin 
embargo, los documentos internos expresaban las ideas que estaban gestándose al interior del gobierno y 
proponían alternativas que influyeron en el proceso de toma de decisiones. En consecuencia, nos acercamos a 
ellos como una manifestación (no plenamente formal) del proceso de elaboración de políticas.  
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reforma del Estado.”90 Tal evaluación destacaba la gran diferenciación interna que el proceso 
de reformas de enclave había generado en el aparato público, juzgándola negativamente 
como una situación que agravaba el  desorden organizativo.  
 
El Diagnóstico ofreció a la PCM una definición del problema del desempeño de las entidades 
públicas fuertemente centrada en dificultades de carácter organizacional . En consecuencia, 
las alternativas de solución que comenzaron a diseñarse bajo el término modernización 
también se concentraron en dicha área. El documento Marco Conceptual: Modernización del 
Estado – documento también de carácter interno – señalaba así tres líneas de acción:  a) la 
transformación de los macro- procesos administrativos, flexibilizándolos para que sirvieran 
como eficaces herramientas de gestión; b) la modificación de la estructura organizacional del 
Poder Ejecutivo, mediante una clara identificación de las funciones de cada entidad y c) el 
rediseño de los procesos y procedimientos de uso interno en cada entidad pública. Así, la 
modernización es planteada como una alternativa de solución fuertemente vinculada al 
campo de las políticas de gestión pública a través del interés por modificar los sistemas 
administrativos. 
 
Adicionalmente, la PCM delineó también un método para implementar los cambios, según el 
cual las entidades podrían ir gozando de sistemas administrativos más flexibles en la 
medida en que se reorganizaran.91 La flexibilización de los sistemas administrativos 
funcionaría así como incentivo a la reorganización. La PCM se responsabilizaría de modificar 
los sistemas administrativos, mientras que la responsabilidad por la reorganización recaería 
en cada ministerio o entidad. En comparación a las reformas de enclave, el método de 
implementación implicaba así un grado importante de centralización del proceso de cambio 
en manos de la PCM. 
 
Sin embargo, el equipo que estaba comenzando a identificar problemas y alternativas al 
interior de la PCM no tuvo una vida larga.  En abril de 1996 Fujimori pidió la renuncia al 
Primer Ministro Córdova, saliendo del gabinete él ylos ministros cercanos a su postura. 
Luego de una larga guerra de desgaste entre Córodova y Camet, el Presidente – 
indirectamente presionado por el FMI – optó por respaldar las posturas del segundo en favor 
de reinstaurar una austera disciplina fiscal. Designó como Primer ministro a Alberto 
Pandolfi, un ingeniero con gran experiencia en el sector privado y ninguna en política. Al 
momento de su designación, estaba a cargo de la privatización de PETROPERU (la compañía 
petrolera del Estado) y como tal estaba fuertemente relacionado a Camet. Fue este último 
quien llamó la atención de Pandolfi sobre la importancia del proceso de modernización y 
sobre la necesidad de reemplazar el equipo conformado por Córdova en la PCM. Para liderar 
un nuevo equipo propuso a Leonie Roca, quien accedió a pasar del MEF a la PCM por 
insistencia directa del ministro. Pandolfi carecía de una agenda propia para su gestión y fue 
entonces permeable a las ideas de Roca. 
 
Roca convocó inmediatamente a Palacios y a Pollarollo. Luego de la experiencia de 1992 con 
De los Heros, esta era una nueva oportunidad para impulsar sus propuestas. Para Roca, 
luego de haber tenido la iniciativa de incluir las facultades delegadas en la Ley de 
Presupuesto, ésta era la oportunidad para influir directamente en su uso. La existencia de 
las facultades legislativas constituía para las consultoras una oportunidad inmejorable para 

                                                 
90 Diagnóstico normativo-institucional del Poder Ejecutivo. Informe General. Septiembre 1995, p. 9. 
91 Presidencia del Consejo de Ministros. Marco Conceptual: Modernización del Estado., p. 7 (s.f.) 
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introducir cambios.92  Pensaron, además, que no habiendo ningún proceso electoral hasta 
1999 el Presidente no estaría tan preocupado por su popularidad y estaría dispuesto a 
asumir medias impopulares. 
 
Buena parte del equipo conformado por Córdova dejó la PCM y el de Roca se instaló. Dado 
que el primero había tomado como punto de partida el diagnóstico que Roca y sus colegas 
habían elaborado en 1995, el nuevo equipo no tenía grandes discrepancias con lo avanzado. 
Así, se continuó poniendo énfasis en el problema del desorden organizacional  como causa 
fundamental de la ineficiencia de las entidades del Estado. La modernización, entendida 
como un proceso integral y coherente de reforma de las estructuras organizacionales y de 
todos los sistemas administrativos continuó siendo solución ofrecida al problema.93  De 
igual manera, el nuevo equipo recogió la idea de utilizar la flexibilización de los sistemas 
administrativos como incentivo para la reorganización de las entidades públicas. Pero la 
diferencia radicaba en que la mirada de Roca y sus colegas puso un mayor énfasis en el 
carácter centralizado del proceso. Las decisiones sobre los sistemas administrativos eran 
incuestionablemente terreno de la PCM. Pero la reorganización de los ministerios no sería 
ahora dejada a la iniciativa de cada uno de ellos. Considerando que existía una gran 
resistencia al cambio, el nuevo equipo pensó que era necesario que la PCM tuviera un rol 
más decisivo en la materia. Se decidió así que las comisiones de modernización de cada 
ministerio estarían estrechamente vinculadas a la PCM mediante consultores y que las 
propuestas de reorganización serían evaluadas y reformuladas por la PCM antes de pasar al 
Consejo de Ministros. 
 
Obteniendo apoyo político y un espacio institucional propio 
 
Pandolfi asumió plenamente las ideas del equipo liderado por Roca, incluyendo la 
modernización como uno de los puntos centrales de la agenda del nuevo gabinete.94 No 
había habido, sin embargo, una manifestación de interés en el tema por parte del 
Presidente. Conscientes de la importancia de ello, Roca y Pandolfi le solicitaron una reunión 
para explicarle el proyecto.  En dicha reunión, Roca presentó las ideas centrales de su 
propuesta. Puso énfasis en el desorden organizativo como problema central, pero insistió en 
las limitaciones que dicha situación imponía a las posibilidades de un efectivo control 
presidencial sobre la administración pública. Así, la modernización integral  fue presentada 
no sólo como una reforma organizativa, sino como un pro ceso que generaría indicadores e 
información que permitirían al Presidente un mayor control directo de lo que hacía la 
administración a nivel nacional. A Fujimori "le encantó eso de que él podía tener el control de 
las cosas de su gobierno", de manera que les expresó su apoyo y les pidió un proyecto de 
Decreto Legislativo al respecto.95 
 
Sin embargo, el Presidente en ningún momento expresó públicamente su apoyo a la idea de 
una  modernización integral. Por el contrario, en su Mensaje a la Nación a fines de julio, 
remarcó explícitamente los logros de las reformas de enclave sin siquiera sugerir la idea de 
un proceso de reforma global:  

                                                 
92  Según una de las consultoras, se dijeron a sí mismas: “tenemos esta ventana abierta de no tener que pasar por el 

Congreso para hacer esto.¡Hay que usarla!” (Entrevista a P. Pollarollo , 01). 
93 Estas ideas estaban claramente contenidas en el documento – nuevamente de carácter interno – titulado 

Programa de Modernización de la Administración Pública – Perú. Líneas de trabajo. Julio 1996. 
94 Presentación del Señor Presidente del Consejo de Ministros y Ministro de Pesquería, ingeniero Alberto Pandolfi 

Arbulú. Segunda Legislatura Ordinaria de 1995, 9ª Sesión, viernes 3 de mayo de 1996. 
95 Entrevista a P. Pollarollo (16). 
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“Una gestión pública eficiente depende de instituciones que funcionen. Y estas, a su 
vez, de la profesionalización y revalorización del servidor público. Queremos un Estado 
al servicio del ciudadano, no un Estado que viva del ciudadano. Estamos a mitad de 
camino, pues ya existen entidades estatales que funcionan, que no son una rémora. 
Allí tenemos los casos de Aduanas, OSIPTEL, INDECOPI, SUNAT, INFES, Banco de 
Materiales, FONCODES, FONAVI, FONDEPES, PRONAMACHS, PROMPERU. A estas 
entidades ya puede agregarse el PRONAA, CORDELICA y hasta Migraciones, entre 
otras. El proceso concluirá, obviamente, cuando los peruanos, tanto el ciudadano 
común que demanda un servicio cualquiera, o el empresario o inversionista que 
arriesga su capital, encuentren que el Estado y el funcionario público no le complican 
la vida, sino todo lo contrario, porque para esto están, para servir. Y por eso se llaman 
servidores públicos.”96 

 
Al parecer, el Presidente mantenía ciertas dudas respecto a las propuestas que escuchó de 
la PCM. En todo caso, no estaba dispuesto a expresar en público el respaldo que en privado 
había dado al proceso de modernización que se iniciaba.  
 
Pese a esto, el Consejo de Ministros - utilizando las facultades delegadas por el  Congreso - 
aprobó la Ley Marco de la Modernización.97 En ella se establecían los objetivos y líneas de 
acción del proceso, de acuerdo con la propuesta de Roca. Se  creaba además un espacio 
institucional específico al interior de la PCM: el Programa de Modernización de la 
Administración Pública (PMAP). El Programa estaría encabezado por un Directorio 
conformado por el Primer Ministro y los ministros de Economía y de la Presidencia. A cargo 
de la Secretaría Ejecutiva se designó a Leonie Roca. 
 
A través de la creación del PMAP, la PCM logró erigirse como el espacio institucional con 
mayor autoridad sobre la reforma de la administración pública, limitando en buena medida 
el control que el MEF podía ejercer sobre el tema. Se reestructuró así el sub sistema de 
políticas relativo a la gestión pública, alterado con la desaparición del INAP en 1995. Hasta 
dicho momento las tres entidades mencionadas componían el sub sistema. Una vez 
desactivado el INAP,  las dos entidades restantes entraron en abierta competencia e 
intentaron ganar la iniciativa y la autoridad sobre el tema.  La PCM estuvo en mejores 
condiciones de hacerse con el control.  Se pasó así de un sub sistema conformado por tres 
entidades con autoridad relativamente compartida sobre el tema, a otro donde uno de los 
participantes logró monopolizar el control del tema. Un elemento central para la 
constitución de este monopolio de política fue la redefinición del problema a enfrentar.98 
Dicha redefinición enfatizó el desorden organizativo como problema central, poniendo en un 
segundo lugar el problema del tamaño del Estado, directamente vinculado a las 

                                                 
96 Mensaje a la Nación del Presidente de la República. El Peruano, 29/7/1996. 
97 Decreto Legislativo 834, El Peruano 20/7/1996. 
98 Baumgartner y Jones (1993) proponen el monopolio de políticas  como una de las posibles configuraciones de los 

sub sistemas de políticas. Este es resultado del interés de ciertos participantes por monopolizar la manera de 
entender un tema de política así como el ejercicio de autoridad sobre el mismo. De esta manera, las 
comprensiones competitivas y el conflicto constante con ellas se ve limitado. Dos son las características centrales 
de los monopolios: a) una estructura institucional definida que siendo responsable por el desarrollo de las 
políticas, regula y limita mediante  reglas formales o arreglos informales el acceso de los participantes al proceso 
de elaboración de las mismas; y b) una poderosa idea de política asociada al arreglo institucional mencionado y 
usualmente vinculada a valores políticos centrales.  
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preocupaciones fiscales del MEF.99 La modernización quedó así definida básicamente como 
un proceso de reforma organizativa, terreno de acción autónomo respecto al de la 
elaboración de políticas económicas.  De esa manera, tanto en términos del ejercicio de 
autoridad como de desarrollo conceptual, la PCM buscó limitar la fuerte influencia que el 
MEF había ejercido sobre el tema desde 1991.   
 
El rol de Roca, Pollarollo y Palacios tuvieron en la recomposición del sub sistema de 
políticas fue crucial.  En primer lugar, tuvieron un rol destacado en la redefinición del 
problema.  Ya en 1992 habían introducido una visión del problema alternativa a la del MEF, 
pues consideraban que ésta era muy estrecha. Continuaron desarrollando sus ideas 
mediante la realización del diagnóstico del Poder Ejecutivo solicitado por la PCM en 1995. Al 
año siguiente - ya desde el MEF - Roca logró que se aprueben facultades legislativas que 
obligaban al Ejecutivo a una reforma global de la administración pública.  Luego el minstro 
de Economía intentó recuperar control sobre el tema promocionándola primero como 
responsable del equipo de modernización de la PCM y luego como Secretaria Ejecutiva del 
PMAP.  Pero Roca y sus colegas, lejos de promover la reducción del tamaño del Estado que 
tanto interesaba al MEF,  continuaron promocionando su visión alternativa del problema, a 
saber, la del desorden organizativo .  Así, desde 1992 las tres abogadas - que mantenían 
entre sí un fuerte espíritu de cuerpo - aprovecharon cuanta oportunidad pudieron para 
introducir y vender sus solución preferida, a saber, una reforma organizativa de carácter 
global.100 
 
Pero su contribución no se limitó al terreno de la redefinición del problema.  Leonie Roca fue 
quien sugirió y ejecutó la desactivación del INAP en 1995. Luego, ya a cargo del PMAP, ella y 
sus colegas desarrollaron un método de reforma fuertemente centralizado en la PCM, 
contribuyendo así a la reestructuración del sub sistema de políticas bajo la forma de 
monopolio.  Finalmente gestionaron el necesario apoyo Presidencial, ablandando así el 
terreno para la implementación del proceso de modernización. 
 
 
3. Desarrollando las alternativas de solución 
 
Una vez creado el PMAP era necesario desarrollar tanto las propuestas de reorganización de 
cada sector como las relativas a la modificación los sistemas de gestión pública. Ellas 
deberían ser aprobadas por el Consejo de Ministros antes de que finalizara 1996, momento 
en el cual expiraban las facultades legislativas delegadas mediante la Ley de Presupuesto.  
Para realizar esta tarea el equipo del PMAP creció, incorporando unas 9 personas más, 
todos jóvenes profesionales sin experiencia en el sector público y sin expectativas de 
permanecer prolongadamente en él.  Todos los miembros del equipo modernizador 
compartían una situación ambigua, pues si bien pertenecían a un área de línea de la PCM 
estaban contratados como consultores , con cargo a fondos de la cooperación internacional.  
Esta situación era común en la administración pública peruana, pues era uno de los 
mecanismos utilizados para mejorar los niveles salariales y atraer personal calificado 

                                                 
99 Para Baumgartner y Jones (1993) la pugna entre aquellos que buscan perpetuar un monopolio de políticas  y 

quienes buscan modificarlo se manifiesta no sólo en conflictos relativos a la autoridad sobre el tema (es decir 
sobre el arreglo institucional existente) sino también sobre las imágenes de política en juego. De esta manera, el 
conflicto explica para los autores el cambio en las definiciones de los problemas, las imágenes de política y los 
medios institucionales ligados a ellas.  

100 Desempeñan así uno de los papeles propios del empresariado de políticas , a saber, aprovechar las oportunidades 
abiertas por los procesos políticos para introducir y vender sus soluciones preferidas  (Kingdon 1995, 123). 



 72 

evitando las restricciones del régimen laboral del sector público. Así, paradójicamente, el 
PMAP contrató a sus miembros haciendo uso de mecanismos que formaban parte del 
problema de desorden organizativo que se proponía combatir.  
 
Los miembros del equipo modernizador estaban así en una situación ambigua, a mitad de 
camino entre el funcionario público y el consultor externo. La forma de funcionamiento del 
equipo del PMAP – horizontal y en equipos de trabajo – era también bastante distinta a la de 
las estructuras burocráticas de las entidades públicas. Los miembros del equipo 
modernizador resultaron así claramente diferenciados de los  funcionarios de línea de los 
ministerios y entidades que habían de reformar.  Sin embargo, muchos de los funcionari os 
de los ministerios con los que los miembros del PMAP interactuaron directamente (asesores 
y altos directivos) estaban también contratados mediante los mismos procedimientos 
ambiguos. Así, el proceso de modernización fue diseñado e impulsado básicamente por 
profesionales que vivían una situación confusa de  funcionario-consultor. A la vez que 
ocupaban posiciones formales dentro de la administración pública se movían en parte fuera 
de sus regulaciones básicas.  Estaban en capacidad de tomar ciertas decisiones, pero no 
aquellas directamente relacionadas a las operaciones centrales de los ministerios y 
entidades públicas.101  Dada su posición, estos funcionarios-consultores impulsaron la 
modernización como un proceso que buscaba transformar la administración pública si no 
totalmente desde fuera, por lo menos desde sus límites exteriores. 
 
Negociando con los ministerios 
 
Para impulsar el diseño de las propuestas de reorganización de los ministerios se 
conformaron Grupos de Trabajo en cada uno de ellos. Estas instancias eran responsables 
de desarrollar un proceso de planeamiento estratégico, orientado a formular la misión, 
objetivos e indicadores de desempeño de cada ministerio. En base a dicho trabajo se debían 
esbozar las nuevas funciones y estructura organizacional. Cada grupo de trabajo incluía al 
ministro del sector y a funcionarios de la Alta Dirección, así como a un miembro del equipo 
del PMAP en calidad de facilitador y nexo con la PCM.  Buscando transferir la experiencia 
del sector privado al público, cada grupo de trabajo incluyó a personalidades del sector 
privado (gerentes, académicos, consultores) vinculados a la función o área de acción de cada 
ministerio. El equipo modernizador pensaba  que la innovación no provendría de los 
ministros y funcionarios de línea de los ministerios, sino de los participantes que traían la 
experiencia gerencial del sector privado. 
 
Se indicó a los grupos de trabajo que la nueva estructura organizacional que debían 
proponer debería fortalecer el rol central de cada ministerio en su sector, reincorporando las 
funciones de las entidades autónomas y proyectos especiales a sus órganos de línea. La 
hipótesis tras esta idea era que si los ministerios recibían las mismas facilidades 
administrativas que los organismos autónomos y proye ctos especiales habían recibido, "se 

                                                 
101 Esta característica nos permite vincular la idea del funcionario-consultor a la noción de staff tal como la presenta 

Mintzberg.  En el modelo conceptual que el autor desarrolla para analizar las organizaciones, el staff se define en 
contraposición a la autoridad formal que los funcionarios de línea tienen sobre las operaciones centrales de la 
organización. Así, los miembros del staff tienen capacidad para asesorar a los órganos de línea ("el poder de 
asesorarmiento de la tecnoestructura equivale en ciertas ocasiones al poder de decisión, pero ello no forma parte 
del flujo de autoridad formal que supervisa el núcleo de operaciones"), de realizar cierto tipo de funciones y tomar 
cierto tipo de decisiones, aunque ellas "sólo se relacionen de modo indirecto con las funciones del núcleo de 
operaciones." (1993: 46). 
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podrían conseguir los mismos resultados con un menor costo administrativo."102 Así, a cada 
ministerio se le propuso reorganizarse y suprimir la mayor parte de sus organismos 
autónomos y proyectos especiales. A cambio de ello, todas las áreas del ministerio gozarían 
en el futuro de la mayor flexibilidad administrativa que los nuevos sistemas administrativos 
ofrecerían. Se aplicaba así el método al que hemos hecho referencia anteriormente, según el 
cual la flexibilidad administrativa era ofrecida como incentivo a la reorganización.  
 
Los ministros y funcionarios de los ministerios participaron en los Grupos de Trabajo y en la 
identificación de la misión, objetivos e indicadores. Pero al momento de plasmar todo ello en 
una nueva estructura organizativa que suprimiera los organismos autónomos y proyectos 
especiales, ofrecieron una sistemática resistencia. Dudaron de que en el futuro se fuera a 
aplicar en todos los ministerios y entidades públicas sistemas administrativos más flexibles. 
En consecuencia, optaron por defender los espacios de flexibilidad ya existentes. La 
desconfianza de los ministros se incrementó cuando entendieron que el uso de indicadores 
de desempeño en sus ministerios acarrearía un mayor control de su propio desempeño por 
parte de la PCM  y del Presidente. El equipo del PMAP sufrió así múltiples presiones que 
buscaban evitar que la reorganización incluyera a tal o cual organismo autónomo.  
 
Por otra parte, varios ministros quisieron aprovechar las facultades legislativas para seguir 
creando organismos autónomos.  Roca y su equipo pudieron frenar todos estos intentos. 
Pero no pudieron frenar al Presidente mismo cuando tuvo la iniciativa - en octubre de 1996 
- de crear un nuevo ministerio para la promoción de la mujer. 103   Se instaló así en las 
relaciones del PMAP con el gabinete un clima tenso. Una de las participantes en el equipo 
del PMAP recuerda que la confrontación se dio "entre estos totalizadores de la PCM - porque 
los locos de la PCM quisieron hacer todo (el cambio) a la vez y cuanto antes - y los progresivos 
que tendían a esta creación de organismos."104  El equipo modernizador intentó superar 
estas diferencias mediante un seminario en el cual se discutió cuando era o no necesario un 
organismo autónomo en un ministerio. Ello no fue suficiente, pues la discrepancia estaba ya 
instalada en el gabinete. 
 
El equipo del PMAP fracasó así en su intento de ablandar el terreno al interior del gabinete 
respecto a su propuesta reorganizadora. 105 Para Roca, la labor de los Grupos de Trabajo 
debía cumplir dicha función. Aunque ello implicaba avanzar lentamente, esa era “la única 
forma de ir vendiendo el remedio" y promover que personalidades importantes del mundo 
empresarial y privado apoyaran y defendieran el proceso modernizador. En este fracaso 
influyó la falta absoluta de liderazgo del Primer Ministro Pandolfi. Pese a que Pandolfi tenía 
la autoridad para influir poderosamente en la selección de las propuestas que deberían 
pasar a la agenda del Consejo de Ministros, carecía del liderazgo necesario para convencer a 
sus colegas y se vio abrumado por la negativa férrea de los ministros a aceptar la 
reorganización. Por el contrario, Roca si tenía el liderazgo y las capacidades 

                                                 
102 Organismos Públicos Descentralizados. Documento para los Grupos de Trabajo, p. 14. Este documento y otros 

dos, titulados Programa de Modernización de la Administración Pública-Perú. Lineamientos de Trabajo  y Directiva 
N° 1 Lineamientos para la elaboración del Documento Base para la formulación del decreto legislativo sectorial, 
presentan las ideas directrices del PMAP para el diseño de la reorganización de los ministerios. Todos estos 
documentos tenían carácter interno y no fueron hechos públicos. 

103 El Ministerio de Promoción de la Mujer y del Desarrollo Humano (PROMUDEH) se creó utilizando las facultades 
delegadas para la modernización.  

104 Entrevista a P. Pollarollo (31). 
105 Kingdon(1995) destaca las labores de ablandamiento del terreno como una de las labores centrales de los 

empresarios de política. Mediante ella, los promotores de una idea logran generar aceptabilidad política o técnica 
en los ambientes adecuados, limando así asperezas y oposiciones que perjudicarían su puesta en práctica. 
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comunicacionales para argumentar  persuasivamente a favor de las propuestas del PMAP, 
pero el nivel jerárquico de su cargo le impedía influir directa y significativamente en las 
decisiones del gabinete. Además, debido a la forma como el equipo del PMAP y los Grupos 
de Trabajo fueron estructurados, incluyendo una mayoritaria proporción de técnicos que 
vivían la situación de funcionario-consultor y no tenían experiencia en la gestión pública, su 
capacidad para negociar y presionar al interior de la compleja maraña de intereses y 
relaciones de poder burocrático fue muy limitada. 
 
Negociando (compitiendo) con el MEF 
 
Roca y el equipo del PMAP no eran del todo ajenos a la preocupación por una reducción del 
tamaño del Estado. Sin embargo, en su imagen de política ello era consecuencia del proceso 
de modernización y no su cometido principal e inmediato. El MEF tenía una visión distinta. 
En ella la disminución del número de empleados y de entidades públicas era tan esencial al 
proceso de reforma como la gestión por resultados o la reorganización administrativa.  
 
Debido al fortalecimiento de la PCM y a la creación del PMAP como concreción de una 
imagen de política distinta, el MEF había visto limitada su capacidad de influencia directa 
sobre el diseño de la modernización.  Pero, los miembros del equipo económico no se 
cruzaron de brazos al respecto y aprovecharon diversas oportunidades para realizar 
declaraciones públicas o deslizar trascendidos a la prensa, anunciando que la 
modernización incluiría necesaria e inevitablemente un despido masivo de empleados 
públicos.  Así, por ejemplo – utilizando elementos sensibles de la política económica como 
palanca para impulsar su visión del tema - el ministro Camet anunció que el proceso de 
modernización estaba considerado en la carta de intención con el FMI, y que estaba 
fundamentalmente orientado a reducir la planilla pública. En otra ocasión, durante una 
conferencia de prensa en la que también participaba Pandolfi, insistió en el tema señalando 
que el 65% del presupuesto público se destinaba al pago de planillas y que tal situación 
constituía para él una “tortura personal.” Acto seguido afirmó que doscientos mil empleados 
públicos deberían ser despedidos.106  
 
Roca y Pandolfi se habían cuidado sistemáticamente de mencionar públicamente el tema de 
los despidos, pero como consecuencia de la presión del MEF, se vieron obligados a dar 
mayor relevancia al tema en su diseño del programa. Trataron así de evitar que la continua 
exposición del tema ante la opinión pública dañara al recién nacido programa. La táctica del 
MEF cuestionaba la autoridad que la PCM había obtenido sobre la definición conceptual y la 
implementación del proceso de modernización. Dicha táctica fue relativamente exitosa, 
puesto que a la larga la noción de modernización debió hacer sitio a la reducción de personal 
como un componente relevante y visible.107  
 
Negociando con los organismos multilaterales 
 
El equipo modernizador no sólo debió ablandar el terreno del gabinete ministerial para 
lograr la aceptación de sus propuestas. También debió hacerlo en relación a los organismos 

                                                 
106 Expreso 7/6/1996. Entrevista a A. Pandolfi (34). 
107 Esta inclusión se nota, por ejemplo, en la presentación del programa que Pandolfi hiciera ante el Congreso en 

mayo de 1996 (Exposición del señor Alberto Pandolfi Arbulú, Presidente del Consejo de Ministros y Ministro de 
Pesquería, Segunda Legislatura Ordinaria de 1995, 15ª sesión, jueves 13 de junio de 1996). El programa incluyó 
así un importante componente para facilitar la reinserción laboral de los empleados públicos a despedir.  
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multilaterales de cooperación interesados en la reforma del Estado, a saber, el Banco 
Mundial (BM) y el Banco Interamericano de Desarrollo (BID).  Ambas entidades habían 
participado activamente en el ciclo de política anterior, brindado un importante  soporte 
técnico y financiero para las reformas de enclave.108  
 
Antes de la creación del PMAP, dos consultores del BM habían escrito un documento muy 
crítico a la perspectiva de Roca y lo enviaron al Presidente y a los ministros Pandolfi y 
Camet.  En Agosto de 1996, el BM organizó un seminario a fin de discutir la estrategia de 
modernización. A la reunión asistieron los ministros Pandolfi, Camet, otros ministros y 
funcionarios de alto nivel. En primer lugar, los consultores del BM criticaron frontalmente 
las ideas presentadas por Roca, en especial la opción por un proceso integral  de 
modernización, que consideraban inviable dada la escasa capacidad gerencial del gobierno. 
El debate se concentró así en el carácter integral  o progresivo de la estrategia de reforma:  
 

“El Banco Mundial por un lado tenía una idea de como hacerlo (el proyecto de 
modernización), que consistía en una estrategia de manejo de islas dentro del sector 
público, islas de modernidad. Era una estrategia que nosotros no compartíamos (...) 
porque al final las islas se contaminan de la tierra que hay al lado, que está 
contaminada. (...) Estas islas en algún momento decaen por el sistema de organización 
del sector público.”109 
 

En segundo lugar, los consultores del BM también criticaron las opciones propuestas para 
reformar el régimen laboral del sector público.  El PMAP quería otorgar a cada entidad 
pública reorganizada suficiente flexibilidad para establecer su propia estructura de carrera y 
política remunerativa. Para ello proponía la extensión a todo el sector público del régimen 
laboral de la actividad privada, con ciertas modificaciones.110 Los consultores del BM 
cuestionaron esta alternativa, abogando en favor de un sistema de carrera pública 
mejorado. El equipo modernizador mantuvo sin embargo su posición sin mayores cambios y 
obtuvo el apoyo explícito de Pandolfi y Camet.  Dicho apoyo hizo que en las semanas 
siguientes el impacto de las críticas del BM se fuera debilitando. Finalmente, Pandolfi envió 
una carta al BM, informándole formalmente que las propuestas del PMAP constituían la 
visión del gobierno peruano y que no serían modificadas.  
 
El BID tuvo una actitud completamente distinta. Ya desde la gestión del Primer Ministro 
Córdova, el BID se había interesado en la idea de modernización que la PCM comenzaba a 
desarrollar. Roca comenzó a negociar un préstamo para financiar las actividades del 
programa de modernización.  El documento de préstamo elaborado recogió plenamente las 
opciones de política y el método de reforma propuesto por el PMAP. El préstamo fue 
aprobado por el Directorio del BID en Noviembre, quedando pendiente la aprobación por 
parte del gobierno peruano.  
 

                                                 
108 El BM y el BID eran los bancos multilaterales de cooperación con mayor actividad en el país. Así, entre 1991 y 

1997 el 57% de la deuda contraida por el gobierno peruano se efectuó con dichas entidades. Entre 1991 y 1994 
los préstamos se concentraron fuertemente en la reinserción del país al sistema financiero internacional y en las 
reformas estructurales, a las cuales se  encontraban estrechamente vinculadas la reforma de entidades aisladas 
(Campodónico, 2000: 172-173).  

109 Entrevista a L. Roca (28). Palacios también recuerda que “la alternativa (del Banco Mundial) era discutir no una 
reforma integral, sino reformas parciales”(Entrevista, 28). 

110 Reunión con consultores del Banco Mundial, Agosto 1996. Plan de Trabajo: Julio 1996. pp. 6 -8. 
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El proceso de ablandamiento fue así muy exitoso con el BID, pero infructuoso con el BM.  Es 
importante observar que la discusión con los consultores del BM puso sobre el tapete la 
misma disyuntiva a la que habían conducido las fricciones con los ministros: la alternativa 
entre un método integral  de reforma y otro progresivo y mediante enclaves.  Por más que el 
equipo modernizador logró que se dejaran de lado las críticas del BM, es claro que no logro 
erradicar plenamente dentro del gobierno las dudas respecto al método integral propuesto.   
 
Elaborando los proyectos de ley sobre los sistemas administrativos 
 
La modificación de los sistemas administrativos era uno de los elementos centrales de la 
propuesta modernizadora.  No sólo porque tales sistemas eran para el equipo modernizador 
la principal fuente de ineficiencia en la administración pública, sino porque en la 
metodología de implementación que el PMAP proponía los renovados sistemas 
administrativos constituían el “premio” para las instituciones que pasaran por el aro de la 
reorganización.  Avanzar rápidamente en la reformulación de los sistemas era necesario 
para aprovechar la oportunidad abierta por las facultades delegadas. La importancia, 
complejidad y urgencia de la tarea condujo a que Roca, Pollarollo y Palacios asumieron 
directamente la responsabilidad por elaborar los proyectos de ley necesarios.111   
 
Las consultoras elaboraron los proyectos de ley respectivos de manera reservada – casi 
secreta. No se implementó ningún mecanismo de consulta o discusión con académicos, 
expertos o políticos. En parte, la falta de interés en el debate era resultado de la voluntad 
por llegar rápidamente a consensos dentro del gabinete y así poder aprobar los proyectos de 
ley antes de fin de año. De esta manera se prepararon proyectos de Ley sobre el Régimen 
Laboral de la Administración Pública, Código de Ética de los Servidores Públicos, Sistema 
Nacional de Control, Adquisiciones de los Organismos del Estado y Representación y Defensa 
de los Intereses del Estado.112  La opción fundamental expresada en ellos consistía en 
flexibilizar y simplificar los sistemas administrativos mediante una importante 
desregulación.113 Esta idea estaba fuertemente vinculada a la de introducir en el sector 
público herramientas y prácticas gerenciales del sector privado, como una manera de elevar  
su eficiencia y promover una gerencia orientada hacia los resultados. La idea de transferir 
herramientas del gerenciamiento privado al público tuvo mucho peso en relación a la 
gestión de los recursos humanos, en relación a lo cual se recomendó la adopción del 
régimen laboral privado introduciendo algunas modificaciones para atender a las 
características básicas del sector público. No hubo discusión pública sobre las ventajas y 
límites de la aplicabilidad de las herramientas gerenciales propias del sector privado en la 
administración pública.  
 
Considerando la oposición de los ministros y del BM, la existencia de un ambiguo apoyo 
presidencial y la escasa innovación en cuanto a las ideas administrativas a poner en 
práctica ¿cómo explicar que la idea de una modernización integral  continuara progresando 
en la agenda llegándose a desarrollar alternativas de política y a plasmarlas en proyectos de 
ley? En primer lugar, ello se debió a la febril actividad de promoción de las propuestas de 

                                                 
111También fueron responsables de la elaboración final de los proyectos de ley para la reorganización de los 

ministerios, en base al trabajo realizado por los Grupos de Trabajo. 
112 Aunque no referidos a los sistemas administrativos, también se generó el proyecto de ley para la Disposición 

Patrimonial de los Bienes de propiedad del Estado en el ámbito del Poder Ejecutivo y el proyecto de Ley Servicio 
Diplomático.  

113 Programa de Modernización de la Administración Pública- Perú. Líneas de trabajo. Julio 1996; pp. 6-7. 
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modernización por parte de Roca y su equipo. Mediante el constante uso de la persuasión y 
la insistencia permanente en sus ideas, las consultoras que constituían el núcleo del PMAP 
lograron mantener al Primer ministro Pandolfi identificado con el proceso, encararon la 
abierta resistencia de los ministros y del Banco Mundial y  lidiaron con las críticas 
indirectas del MEF. En segundo lugar, la existencia de las facultades legislativas para la 
modernización generaban un mandato que el gobierno no podía ignorar fácilmente. Dichas 
facultades abrieron una ventana de política que el equipo del PMAP supo aprovechar para 
mantener sus propuestas vigentes. Aunque había desgano por parte del Presidente y 
oposición abierta de varios ministros, el gobierno estaba obligado a hacer algo en relación a 
la reforma de la administración pública, más aún cuando el tema había sido recogido como 
un elemento central de la agenda del gabinete Pandolfi. Pero, salvo Roca y sus colegas, 
nadie tenía alternativas de política relativamente claras que pudieran ser aprobadas antes 
de que finalizara el año. Finalmente, la obtención de una oferta formal de apoyo técnico y 
financiero por parte del BID era un elemento que impedía al gobierno virar en redondo sobre 
las propuestas del PMAP, considerando que estas habían sido plenamente recogidas por el 
Banco. De esta manera, pese a la oposición al interior del gabinete y a la debilidad del apoyo 
presidencial, el proceso de especificación de alternativas avanzó debido tanto a la labor de 
empresariado de políticas de Roca y su equipo como al impulso que las facultades delegadas 
y la oferta de apoyo del BID daban al tema. 
 
 
4. El momento de la toma de decisiones 
 
Conforme se acercaba el mes de diciembre y el vencimiento de las facultades legislativas, el 
equipo del PMAP comenzó a presionar al gabinete para discutir y aprobar las propuestas de 
ley relativas a la reorganización de los ministerios y la modificación de los sistemas 
administrativos. Esta presión en pos de decisiones finales se produjo en un momento en que 
la opinión pública comenzó a ser adversa hacia el régimen fujimorista en general y hacia el 
PMAP en particular. 
 
La opinión pública y los posibles despidos masivos 
 
En Octubre el diario La República - de abierta oposición al régimen - inició una campaña 
periodística recogiendo las denuncias del congresista Fernando Olivera en relación a las 
intenciones del gobierno de despedir doscientos mil empleados públicos como parte del 
proceso de modernización.114 El congresista - líder de un pequeño partido opositor pero muy 
experimentado en la denuncia de casos de corrupción a través de los medios de 
comunicación - había escuchado al ministro Camet comentar sobre tales despidos durante 
un almuerzo que sostuvo con varios congresistas. Ante los desmentidos del Primer minstro 
Pandolfi, Olivera denunció también la existencia de un préstamo del BID que financiaría 
tales despidos. Era claro que los comentarios de Camet habían sido un grave desliz que 
dejaba mal parado al gobierno. La acción, sin embargo, era absolutamente coherente con la 
táctica que el MEF venía utilizando desde meses atrás para forzar al PMAP a recoger sus 
inquietudes fiscales.  
 

                                                 
114 La campaña del diario fue contundente, incluyendo un titular de primera página completa que decía: “200 mil 

más a la calle” (La República 16/10/1996). 
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Las consecuencias del desliz de Camet fueron muy serias. Olivera tomó ventaja de lo 
sucedido y construyó rápidamente una imagen negativa de la modernización, haciéndola 
sinónimo de despidos masivos. Los medios de comunicación dieron una abundante 
cobertura al debate. El gráfico 4.1 muestra la cobertura que tres diarios de circulación 
nacional dieron al PMAP desde abril de 1996. 115 Puede observarse con claridad que en 
octubre  - cuando se producen las denuncias de Olivera - se produce un pico muy alto en la 
atención que dichos diarios dieron al proceso de modernización. En ese mismo momento, 
como muestra el gráfico 4.2, el rechazo y la crítica en la cobertura periodística superaron a 
las actitudes neutrales o de apoyo al proceso. El impacto negativo del asunto en los medios 
de comunicación  preocupó mucho a los ministros - reforzando su oposición al proceso - y al 
mismo Presidente. El problema era grave porque se produjo justo en un momento en que la 
opinión pública comenzó lentamente a virar hacia posturas críticas hacia el régimen 
fujimorista. 

 
 

Gráficos 4.1 y 4.2 
 

 

 

                                                 
115 Los diarios son Expreso (fuertemente identificado con el régimen fujimorista), Gestión (con una posición más 

bien neutra) y La República (abiertamente crítico al régimen). 
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De una manera inmediata, este viraje obedeció al contexto político generado por el proyecto 
gubernamental de habilitar a Fujimori para una segunda reelección presidencial. La 
Constitución de 1993 – aprobada luego del autogolpe de 1992 – permitía sólo una reelección 
presidencial inmediata. Dado que no era posible una reforma constitucional y el gobierno 
podía perder un referéndum al respecto, Fujimori optó por forzar la aprobación de una Ley 
que mediante una “interpretación auténtica” de la Constitución estableciera que el período 
gubernamental iniciado en 1995 constituía su primer mandato. En consecuencia, el 
Presidente quedaría habilitado para postular a un “segundo” mandato en el año 2000.  
Luego de una fuerte confrontación con la oposición, la Ley en cuestión fue aprobada en 
Agosto. Los partidos de oposición aprestaron acciones para denunciar la Ley como contraria 
a la Constitución ante el Tribunal Constitucional. En Septiembre algunos líderes de 
oposición iniciaron una campaña de recolección de firmas para convocar a un referéndum 
sobre la Ley.  Gracias a esta reacción, la aprobación por parte de la opinión pública hacia 
los partidos de oposición comenzó a crecer (Tanaka 2001, 86).   
 
La imposición de la Ley de interpretación auténtica tuvo un inmediato efecto negativo en la 
aprobación pública de Fujimori, pues esta descendió en seis puntos entre agosto y 
setiembre de 1996. A esto se sumó el incremento de la intención de voto por Alberto 
Andrade – Alcalde de Lima y probable competidor de Fujimori en las elecciones 
presidenciales del año 2000 – quien casi alcanzó la de Fujimori. En este contexto la 
discusión en torno a los despidos de empleados públicos contribuía con el empeoramiento 
de la imagen del régimen. Cabe señalar por otro lado que el viraje de la opinión pública 
respondía también al cansancio de la población respecto a las escasas expectativas de 
mejora de los niveles de vida que la política económica del régimen ofrecía.116 
 
En esta coyuntura política, el desliz del ministro Camet y su continua insistencia en la 
importancia de despedir empleados públicos resultó grave.  La táctica que antes resultaba 
útil para forzar posturas y decisiones sobre el PMAP al interior del gabinete, se convirtió en 
un juego peligroso. El PMAP – que hasta entonces sólo había logrado un reservado apoyo 
por parte del Presidente – terminó involuntariamente situado en medio de las 
confrontaciones políticas relativa al futuro político del régimen. 
 
 

                                                 
116 Susan Stokes (1999) ha intentado explicar “por qué un programa económico promovido como  un gran éxito, 

movilizó más apoyo antes de su inicio que después de que sus efectos fueran experimentados ” (224). La explicación 
consistiría en que al inicio del gobierno fujimorista, cuando la experiencia de la hiperinflación estaba presente en 
la mente de todos, la población aceptó el costo de las medidas esperando un futuro próspero. Pero, cuando las 
medidas del programa obtuvieron algunos resultados deseables, la población los consideró algo inherente al statu 
quo, olvidando las adversas condiciones económicas previas. Por el contrario, la ausencia de una expectativa de 
mejora de las condiciones materiales en el futuro pese a los logros económicos observados, movilizó una actitud 
de rechazo.  En síntesis, “el curso de los eventos fue que la inflación cayó y se inició un crecimiento generalizado 
pero la seguridad económica básica, ya no digamos prosperidad, permaneció lejos del alcance de la mayoría. Una 
vez que la inflación dejó de ser el problema económico más relevante, la gente empezó a dirigir su atención a otros 
problemas urgentes: inseguridad laboral y salarios bajos ” (226). Par ala autora el fujimorismo sufrió la 
vulnerabilidad del éxito parcial de las reformas económicas que implementó. En una postura que puede 
complementar la de Stokes,  Julio Carrión sostiene que el impacto de las condiciones económicas sobre la 
popularidad del Presidente Fujimori fue indirecta, pues se produjo a través de las percepeciones que la población 
tenía de su situación económica familiar. Así, “a partir de mediados de 1996 la situación de la economía peruana 
muestra una mejora real, pero los ciudadanos no perciben que su situación económica familiar mejore; al contrario, 
se reduce la proporción de los que evalúan retrospectivamente su situación económica familiar de manera optimista. 
Por ello, a pesar de que la economía mejora, la popularidad de Fujimori cae” (1999, 246).  Para el autor, en años 
ordinarios (como los del período 1993 – 97) el recuerdo de la inflación no jugó ya el papel político que jugó 
anteriormente y, de esta manera, Fujimori resultó víctima de su propio éxito. 

 



 80 

El desenlace final  
 
Hacia Septiembre el equipo modernizador tenía ya listas los proyectos de ley para 
reorganizar los ministerios y modificar los sistemas administrativos. Roca presionó 
constantemente a Pandolfi para introducir dichos proyect os en la agenda de las reuniones 
del gabinete, pero el Primer ministro pospuso sistemáticamente su discusión. 
Adicionalmente, el BID presionaba a Pandolfi por la aceptación del préstamo ya aprobado 
por su Directorio. Pandolfi era también blanco de las dudas presidenciales respecto a la 
conveniencia de implementar el proceso de modernización, fortalecidas por el importante 
impacto que las denuncias de Olivera tuvieron en la opinión pública. Fujimori, seriamente 
preocupado por la evolución de su popularidad,  solicitó al Primer Ministro mantener un 
perfil aún más bajo en relación al tema  
 
Roca encaraba una situación difícil, en la cual el gobierno se negaba tácitamente a tomar 
decisiones tanto sobre el PMAP como sobre el préstamo del BID. El equipo modernizador no 
tenía acceso directo al Presidente.  Tampoco podía promover que actores externos al 
gobierno presionaran a éste en favor de las reformas propuestas, dado que el carácter semi 
clandestino de la elaboración de propuestas había impedido la formación de coaliciones 
interesadas en promoverlas. En esta situación, Roca probó suerte presionando a Pandolfi 
con su renuncia. Pandolfi logró convencerla de permanecer a cargo del PMAP, pero aún así 
la discusión de los proyectos siguió demorándose hasta diciembre. Cuando por fin los 
proyectos se presentaron a los ministros, estos se opusieron abiertamente al paquete de 
normas que en conjunto conducían a la supresión de unas 30 entidades autónomas y 
proyectos especiales. Curiosamente los ministros - escasamente interesados en una 
reorganización radical de sus ministerios - criticaron las propuestas del PMAP por 
considerar que se trataba sólo de "un reacomodo de entidades y no de una verdadera 
modernización.”117 Les preocupaban también los despidos que estarían asociados a la 
reorganización de los ministerios. Pese a la resistencia, ocho de los proyectos fueron 
evaluados y dictaminados, quedando listos para ser aprobados por el Consejo de Ministros 
con la participación del Presidente.  
 
Los proyectos dictaminados fueron incluidos en la agenda del Consejo de Ministros, pero no 
fueron discutidos. Tratando de ampliar el plazo para tal discusión, Pandolfi manifestó su 
intención de solicitar al Congreso la extensión de las facultades por 60 o 90 días más. 
Sorpresivamente, el Presidente del Congreso - muy cercano a Fujimori - se opuso a ello 
señalando que el Congreso se haría cargo de discutir aquellas normas que el gabinete no 
aprobara y que no se resignaría a ser dejado de lado en decisiones tan importantes. Esta 
situación era extremadamente inusual, pues el gobierno controlaba plenamente el Congreso 
desde 1992 y era común que las facultades legislativas se prorrogaran varias veces a 
solicitud del Ejecutivo.  Quedaba así evidenciado el deseo del Presidente y de su entorno por 
que el tema de la modernización concluyera rápidamente y pasara a manos del Congreso. 
 
Pero el equipo modernizador tenía todavía la esperanza de que se aprobaran algunos de los 
proyectos clave, especialmente el referido a la carrera pública, que podía servir de incentivo 
para impulsar las reorganizaciones en el futuro. Roca, Pollarollo y Palacios participaron así 
finalmente en la reunión del Consejo de Ministros destinada a discutir los proyectos. 
Pandolfi se encontraba enfermo y no participó en la sesión.  La discusión entre las 

                                                 
117 Gestión, 7/12/1996.  
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consultoras y los ministros se concentró en los despidos que serían consecuencia de la 
reorganización y de la modificación del régimen laboral del servicio público, sin llegar a un 
acuerdo. Finalmente, la discusión fue zanjada por Fujimori, quien sostuvo que la situación 
de la administración pública no era tan grave como para requerir medidas tan drásticas. 
Roca relata este momento diciendo:  
 

“Pero finalmente (...) el Presidente dijo: Bueno, tanto movimiento, tanta cosa. Cuando 
yo voy a provincias, voy acá, voy allá, yo veo que el Estado funciona yo diría que con 
un 80% de eficiencia. ¿Para qué tanto esfuerzo para lograr un 5 o 10% más? (...) Y 
todos los ministros asentían. Ahí, yo lo único que me permití hacer fue levantar la 
mano y dec irle: Es que, Señor Presidente, cuando usted va, las cosas funcionan, 
evidentemente. El tema es qué pasa cuando usted lo deja, no? Pero, en fin, en ese 
momento le dije: muchas gracias. Nos paramos y nos fuimos.”118 
 

Roca renunció a su cargo inmediatamente. Palacios y Pollarollo siguieron trabajando un par 
de semanas más porque Pandolfi les solicitó la revisión de los proyectos de Ley que serían 
enviados al Congreso y renunciaron luego. Cuando las facultades delegadas finalmente 
caducaron, el gabinete había aprobado solamente la Ley del Servicio Diplomático. 
Anteriormente se habían utilizado dichas facultades para crear el Ministerio de Promoción 
de la Mujer y del Desarrollo Humano (PROMUDEH) y la Comisión para la Promoción de las 
Concesiones Privadas (PROMCEPRI). Paradójicamente, las facultades legislativas que fueron 
obtenidas en aras de eliminar el desorden en que se hallaba el Poder Ejecutivo sirvieron 
para crear dos entidades que se sumaron al desorden existente. 
 
 
5. El ciclo de política se cierra 
 
Los proyectos de ley sobre la reorganización de los ministerios, sintetizados ahora en un 
único proyecto de Ley del Poder Ejecutivo, demoraron dos meses en arribar al Congreso. Ya 
antes de que el proyecto llegara al Congreso las ideas del equipo modernizador habían 
comenzado a desfigurarse.  Pandolfi rechazó la versión de proyecto que encargó a Palacios, 
pues ésta consideraba la eliminación de varios organismos autónomos. La propuesta que el 
gobierno envió finalmente no implicaba ningún cambio significativo en la organización 
vigente del Poder Ejecutivo y, en abierta contradicción con lo que fueran las ideas del PMAP, 
habilitaba a los ministros a crear nuevas entidades en sus sectores.  
 
La propuesta no fue bien recibida por el Congreso.  Los líderes de la mayoría gobiernista, 
sorpresivamente sensibles hacia las demandas descentralistas de la oposición, señalaron 
que era necesario incluir una perspectiva de descentralización en el proyecto. Luego de un 
mes de discusiones poco fructíferas – a fines de Marzo -  el Congreso decidió devolver el 
proyecto al Poder Ejecutivo y demandarle el envío de todas los proyectos de ley sobre los 
sistemas administrativos. Los proyectos fueron nuevamente presentados al Congreso. La 
discusión en el Congreso fue poco fructífera nuevamente, aprobándose sólo la Ley de 
Adquisiciones del Estado (sobre la base de una propuesta distinta a la que originalmente 

                                                 
118 Entrevista a L. Roca (37). Palacios ofrece una versión coincidente del desenlace de la reunión : "Entonces al final (el 

Presidente) dijo: Yo no quiero. El Estado que yo necesito, el instrumento que yo necesito, está perfecto. Funciona al 80% de 
su efectividad. ¿Acaso no se hacen los puentes? ¿Acaso no se hacen las carreteras? ¿Acaso no estoy construyendo los 
colegios? Entonces ¿para qué necesito más?" (entrevista, 37).   
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había elaborado el equipo del PMAP).  La discusión sobre la Ley del Poder Ejecutivo no llegó 
a ningún resultado y fue nuevamente devuelta al gabinete de ministros. Finalmente,  en los 
primeros días del mes de Abril, Pandolfi anunció que no había una fecha clara para aprobar 
el proyecto, porque su discusión debería esperar a que se aprobara la Ley de 
Descentralización.    
 
El préstamo ya aprobado por el Directorio del BID tampoco fue aprobado por el gobierno. Al 
respecto, el congresista Olivera había mostrado en un programa televisivo el documento de 
la operación de préstamo aprobada por el BID – un documento que el gobierno no había 
hecho público – señalando que los fondos obtenidos servirían para despedir 200,000 
personas. Pandolfi respondió, afirmando que el gobierno debería haber aprobado la 
operación un mes antes, pero que debido a la reorientación del PMAP “el convenio al que ha 
hecho referencia el congresista Olivera (...) fue desestimado por el gobierno peruano, y, por lo 
tanto, no ha sido suscrito.”119  Efectivamente, en Febrero el gobierno había comunicado ya al 
BID que la aprobación del préstamo no sería suscrita.  El programa modernizador quedó así 
no solo desfigurado, sino absolutamente desfinanciado. 
 
El tema de la modernización estaba virtualmente muerto. Camet trató, sin embargo, de 
resucitarlo.  Un mes después de que Pandolfi había ya dejado de hablar del tema, señaló: 
“Está pendiente la modernización del Estado, la que por razones políticas se tuvo que enfriar 
hace muy poco. Pero tenemos listas 20 leyes que poco a poco, y de acuerdo a la situación 
política, se irán aplicando.”120  Leonie Roca reapareció sorpresivamente a fines de Mayo, 
declarando que el proceso de modernización era absolutamente indispensable. Sin embargo, 
la situación política era muy distinta a la de 1995. Ni Camet ni Roca pudieron empujar el 
tema nuevamente dentro de la agenda del gobierno y la modernización se mantuvo fuera de 
ella hasta el final del régimen Fujimorista. El PMAP continuó existiendo formalmente, pero 
exclusivamente dedicado a temas menores como la  simplificación de trámites 
administrativos. 
 
¿Por qué la modernización de la administración pública no llegó a la fase de implementación? 
Una amplia gama de factores influyeron en ello. En primer lugar, faltó una vinculación 
estrecha con un problema importante de la agenda gubernamental. El desorden organizativo 
en que se había convertido la administración pública distaba de ser un problema urgente 
para el Presidente o los ministros. Si bien en un principio la falta de agenda propia de 
Pandolfi y el interés de Fujimori por lograr un control más eficaz de la administración 
pública generaron un inicial apoyo político hacia el proceso, el impulso generado fue 
insuficiente. El problema del tamaño del Estado ofrecía un elemento que siempre 
dinamizaba la agenda del gobierno, pero entrañaba el riesgo de exponer el proceso a una 
opinión pública que ya no parecía dispuesta a asumir el costo social de las reformas 
radicales. 
 
En efecto – y esto constituye un segundo factor a considerar – la opinión pública se mostró 
adversa a la modernización dado que esta terminó siendo asociada a la posibilidad de 
despidos masivos, asociación que el MEF y Olivera se encargaron de difundir. Este factor 
fue consecuencia de un cambio político mayor en el patrón de relación entre la opinión 
pública y el régimen, según el cual el apoyo masivo a las reformas neoliberales comenzó a 

                                                 
119 La República, 10/3/1997. 
120 Gestión, 1/5/1997.  
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decaer (Stokes 1999, Carrión 1999). Como sostiene Tanaka (1998), el ámbito de la opinión 
pública se convirtió en el ámbito decisivo para la consolidación del régimen en detrimento 
del sistema y las instituciones políticas.  Fujimori fue así muy sensible a los cambios que en 
ella ocurrían, dejando de lado todo aquello que pudiera profundizar el viraje de la opinión 
pública hacia posturas críticas al régimen. La modernización estuvo entre las cosas que 
fueron dejadas de lado.  
 
Pero no fue la opinión pública la única que terminó siendo adversa a la modernización.  
Como un tercer factor debemos considerar también la seria oposición que los ministros y 
altos funcionarios de las entidades reformadas desde 1991 ofrecieron al proceso. La 
posibilidad de perder los espacios de autonomía y flexibilidad logrados mediante las 
reformas de enclave a cambio de una futura (pero incierta) expansión de sistemas 
administrativos flexibles, no fue atractiva para ellos. No hubo un incentivo suficiente para 
alterar los entendimientos a los que se había arribado mediante las reformas de enclave en 
relación a las tareas, atribuciones, grado de autonomía e identidad política de los altos 
funcionarios a cargo de las entidades reformadas.  
 
La oposición interna a la modernización no pudo ser contrarrestada desde fuera del 
gobierno, pues el aislamiento en que las propuestas de reforma fueron elaboradas impidió la 
formación de coaliciones que apoyaran y defendieran el proceso. La posibilidad de utilizar 
las facultades legislativas para aprobar las propuestas modernizadoras, condujo a que el 
debate fuera considerado innecesario y hasta contraproducente. Por otra parte, el carácter 
autoritario del régimen y la vocación de secreto que cultivaba el Presidente, impidió un 
tratamiento más abierto del asunto. La falta de debate y consulta para el desarrollo de las 
propuestas fue así un cuarto factor que debilitó el progreso del tema.  
 
Un quinto factor que restó impulso al proceso fue el conflicto irresuelto entre la visión que el 
MEF y la PCM tenían de la modernización . Si bien la inicial confrontación entre ambas 
instancias – proveniente del ámbito de la política económica – permitió a la idea de una 
reforma integral ganar impulso y volver a la agenda, la falta de resolución del conflicto 
acabó atentando contra su progreso. La PCM logró establecerse como el eje del sub sistema 
institucional relativo a las políticas de gestión pública, en base al control de las facultades 
legislativas y al desarrollo de una imagen del problema que cuestionaba la mirada 
exclusivamente fiscal del MEF. Se recompuso así el sub sistema institucional que había 
quedado alterado con la desaparición del INAP. Pero esto no logró estabilizar al sub sistema 
neutralizando el conflicto. La táctica que el MEF utilizó para debilitar tanto el control como 
la visión que la PCM tenía del asunto terminó debilitando gravemente las posibilidades de 
progreso del tema hacia la fase de implementación. La insistencia del ministro Camet en 
relación a la necesidad de los despidos masivos colocó a la modernización en medio de los 
conflictos políticos relativos a la segunda reelección presidencial, restándole seriamente 
posibilidades de avance. 
 
Finalmente la labor de empresariado de políticas  – indispensable para que cualquier tema 
progrese hacia la agenda de decisiones - adoleció de serias limitaciones. Ciertamente la 
labor que Roca, Pollarollo y Palacios desarrollaron tanto en relación a la formulación del 
problema, la selección de alternativas de solución y la persuasión de las autoridades 
políticas es uno de los factores que explican el progreso que la modernización logró en la 
agenda. Pero su rol estuvo limitado por varias circunstancias. En primer lugar, el nivel 
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jerárquico de sus funciones era insuficiente para acceder directamente al Presidente, al 
Congreso o al gabinete. Dichas relaciones estuvieron usualmente intermediadas por el 
Primer ministro Pandolfi, quien no contaba con la claridad de ideas, liderazgo y capacidad 
persuasiva que tenían Roca y sus colegas. En segundo lugar, el ambiguo rol de funcionario–
consultor que tuvieron las alejó del mundo de las decisiones gerenciales y operativas que el 
proceso modernizador debía reformar. Estructuralmente, el equipo del PMAP estaba situado 
en los límites exteriores de la función pública. Su capacidad para influir en decisiones 
operativas y en la forma de gestión de las entidades públicas era así muy limitada. En tercer 
lugar, dado que ninguno de los miembros del equipo del PMAP tenía experiencia en la 
gerencia de organizaciones (públicas o privadas) su capacidad para entrar en sintonía con 
las expectativas, problemas y formas de pensar de los funcionarios y directivos públicos era 
limitada. Estas deficiencias afectaron de manera especial las  relaciones con los ministros y 
altos funcionarios en relación a la reorganización de sus entidades. La falta de autoridad les 
impedía obligarlos a emprender tal reorganización. Pero la falta de sintonía con sus 
problemas cotidianos debilitaba su capacidad para persuadirlos de hacerlo. 
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CAPITULO V 
Conclusiones y pistas para el futuro 

 
 
 
1. Conclusiones 
 
Para concluir el estudio presentaremos algunas reflexiones que surgen de la comparación de 
los procesos de elaboración de políticas que tuvieron lugar en ambos ciclos de política. 
Finalmente, ofreceremos una explicación del resultado del caso, a saber, la decisión de 
efectuar sólo un cambio limitado de las políticas de gestión pública. 
 
 
1.1. Comparando los ciclos de política 
 
Consideremos a continuación cuatro ejes de comparación de los dos ciclos de política 
presentados: el vínculo de los procesos de elaboración de políticas con problemas urgentes 
de la agenda, el contexto político y el rol de la opinión pública, las formas que asumió el 
empresariado de políticas y las ideas administrativas puestas en práctica. 
 
El vínculo con problemas urgentes 
 
Uno de los factores que permitió a las reformas de enclave y a la reducción de personal  
progresar hacia su implementación fue el estrecho vínculo que establecieron con problemas 
urgentes - de orden económico o político - que afect aban al régimen. La reorganización y la 
modernización integral , en cambio, carecieron de sentido de urgencia al no lograr vincularse 
con algún problema que requiriera imperiosamente la atención por parte del gobierno en 
general y del Presidente en particul ar. Esto afectó seriamente la solidez del apoyo político 
que recibieron. 
 
Por otra parte, la falta de sentido de urgencia en relación a los problemas que los procesos 
de reorganización y modernización se proponían resolver (el desorden organizativo  
básicamente), hizo que la idea de una reforma integral  saliera con relativa facilidad de la 
agenda cuando ésta se veía congestionada con problemas de mayor importancia para el 
régimen (como las consecuencias del golpe de Estado de 1992 o la segunda reelección en 
1996).   
 
El contexto político y la opinión pública 
 
El contexto político y en particular las relaciones entre el régimen y la opinión pública, 
influyeron en el distinto grado de progreso que tuvieron las reformas de enclave y la 
reducción de personal  por un lado y la modernización por el otro. En el ciclo I la reciente 
experiencia hiper inflacionaria condujo a la opinión pública a tolerar un conjunto de 
políticas socialmente costosas pero consideradas indispensables para la estabilización de la 
economía. El despido de empleados públicos que fue consecuencia de la reducción de 
personal y también de algunas de las reformas de enclave, fue asumido por la opinión 
pública como una medida dura pero necesaria.  En el ciclo II y como resultado del éxito en 
el control de la hiperinflación y la violencia política, la actitud de tolerancia hacia medidas 
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radicales se desvaneció. Además, la profundización del carácter autoritario del régimen y la 
insistencia en una segunda reelección potenciaron una actitud crítica que fue creciendo 
paulatinamente. El cambio de actitud de la opinión pública respecto al régimen condujo a 
Fujimori a descartar la modernización como una medida potencialmente peligrosa para su 
proyecto reeleccionista.  
 
Las formas de empresariado de políticas 
 
En ambos ciclos fueron puestas en juego distintas formas de empresariado de políticas . Las 
reformas de enclave fueron impulsadas por personas con un fuerte liderazgo y una 
importante experiencia gerencial.  Ocuparon posiciones de autoridad formal desde las  
cuales pudieron moldear las acciones de las entidades que debían reformar. Dada su 
ubicación, debieron enfrentar problemas operativos concretos y recurrieron a la 
modificación de los sistemas administrativos de sus entidades sólo como un medio para 
solucionar tales problemas. Dado que los procesos de reforma eran absolutamente 
independientes entre sí, las labores de empresariado de políticas no estuvieron centralizadas 
en una entidad determinada sino dispersas en varios equipos de reformadores. 

 
En las dos oportunidades en que la idea de una reforma integral llegó a la agenda, en 
cambio, el tema fue impulsado por consultores con escasa experiencia gerencial. Ellos 
estuvieron siempre al margen de las decisiones operativas cuyo desempeño debían mejorar, 
de manera que su labor como expertos no se concentró en resolver problemas operativos 
sino en modificar los sistemas administrativos en su conjunto. Su labor no sólo se realizó a 
partir de entidades centrales (como el INAP o la PCM) sino que respondió a un método de 
trabajo claramente centralista. 
 
El primer tipo de empresariado logró impulsar un conjunto de propuestas de reforma 
institucional,  presentándolas como la solución a problemas que las autoridades 
gubernamentales consideraban urgente atender y obteniendo apoyo político para ellas. La 
capacidad para resolver problemas inmediatos de gestión en ámbitos de alta sensibilidad 
política o económica fue clave para ello. El segundo tipo de empresariado, en cambio,  no 
logró un sólido y sostenido apoyo político hacia sus ideas, tal vez porque estas no se ligaron 
suficientemente a problemas urgentes que requerían pronta solución. La relativa lejanía que 
sus propuestas tenían respecto a la solución de problemas operativos y  gerenciales 
inmediatos las hizo menos atractivas.   
 
En ambos casos, sin embargo, las labores de empresariado de políticas fueron 
desempeñadas por actores que aparecieron muy fugazmente en escena (Manuel Estela y 
Arturo Woodman sólo estuvieron poco más de un año en sus cargos, Leonie Roca sólo llegó 
a poco más de seis meses). En las dos formas de empresariado los empresarios dependieron 
de arreglos institucionales sumamente frágiles (la cercanía al entorno presidencial) o 
pasajeros (la existencia de las facultades legislativas para la modernización). Así, las labores 
de empresariado de políticas - factor clave para el progreso sostenido de un tema en la 
agenda gubernamental - tuvieron lugar en condiciones precarias, lo que sin duda afectó 
negativamente su desempeño. En el caso de la modernización, la precariedad de las labores 
de empresariado impidió que el tema progresara hasta la fase de implementación. En el caso 
de las reformas de enclave, dicha precariedad limitó los efectos de la labor empresarial al 
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ámbito de cada entidad reformada, sin desbordarse hacia las políticas de gestión pública en 
su conjunto - tal como la  idea de una reforma progresiva sugería - . 
 
Las ideas administrativas puestas en práctica 
 
Pese a las diferencias relativas al método de reforma utilizados por entre los procesos de 
reforma de enclave y de modernización integral, ambos recurrieron a las mismas ideas 
administrativas para mejorar el desempeño de las entidades públicas. En ambos casos se 
identificó a los sistemas administrativos como el origen de la ineficiencia en las entidades 
públicas. En ambos casos se propuso flexibilizarlos. En ambos casos también dicha 
flexibilización consistió en aplicar de manera casi directa los sistemas administrativos 
ideados para las empresas públicas o para el sector privado.  La innovación administrativa, 
entendida como la búsqueda de nuevas soluciones o la reelaboración de soluciones 
provenientes de otro medio institucional, fue mínima en ambos ciclos de política. 
 
 
1.2. Explicando el resultado de ambos ciclos 
 
Considerando ambos ciclos de política se observa que en relación al cambio de las políticas 
de gestión pública la única decisión que llegó efectivamente a implementarse fue la de un 
cambio limitado al ámbito de determinadas entidades exclusivamente.  En 1992 la idea de 
un cambio comprehensivo de las políticas de gestión pública salió de la agenda como 
consecuencia de los eventos políticos ligados al autogolpe. A fines de 1996 el gobierno 
rechazó explícitamente la posibilidad de implementar dicho cambio comprehensivo a través 
del proceso de modernización.121  
 
¿Por qué se optó por realizar un cambio limitado o parcial de las políticas de gestión pública 
y no por un cambio comprehensivo? Barzelay (2001) ha identificado un conjunto de factores 
y procesos que en ciertos países desarrollados han impulsado eficazmente la decisión de 
implementar cambios comprehensivos de las políticas de gestión pública. 122 Contrastar 
dichos factores y procesos con la experiencia que hemos analizado es una ruta adecuada 
para explicar por qué no se optó por un cambio comprehensivo (o dicho de otra manera, por 
qué se optó por un cambio limitado).   
 
El análisis de Barzelay identifica tres procesos fundamentales:  
 
d. El problema a ser solucionado es definido en términos de la ineficiencia organizacional  

de las entidade s públicas, la cual se entiende como resultado del conjunto de políticas 
de gestión pública en vigencia. Tanto los acontecimientos políticos (cambios de 
administración gubernamental, críticas de los políticos a la burocratización de la 
administración) como el funcionamiento del sub sistema de políticas (los medios 

                                                 
121 Nótese que los resultados a explicar están definidos en términos de las opciones o decisones autorizadas 

asumidas por los participantes en el proceso de elaboración de las políticas (Barzelay 2001). En relación a la 
opción por no hacer algo, Subirats destaca la importancia de explicar este tipo de situaciones: "No podemos 
tampoco encerrarnos en un concepto exclusivamente positivo de las políticas públicas. 'Una política puede consistir 
en no hacer nada' (Heclo). Este tipo de 'no - decisión' resulta extremadamente relevante en la formación de las 
'agendas' o programas de actuación públicos" (1994, 41). 

122 Los casos estudiados por Barzelay son el Reino Unido, Nueva Zelanda y Australia. El modelo explicativo del 
autor utiliza los marcos analíticos de Kingdon (1995) y Baumgartner y Jones (1993), a los cuales hemos hecho 
también refe rencia a lo largo de estas páginas. 
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institucionales con control de las decisiones sobre las políticas de gestión pública) dan 
estabilidad  a esta concepción del problema a lo largo del tiempo, evitando giros abruptos 
de la misma.  

 
e. El proceso de elaboración de alternativas de solución es muy dinámico. El sub sistema 

de políticas relativo a las políticas de gestión pública está en capacidad de investigar en 
busca de nuevas alternativas de solución, aprendiendo a partir de la evaluación de los 
resultados de su implementación. Los resultados de este esfuerzo generan nueva 
alternativas de solución relativas a todas las políticas de gestión pública (y no 
exclusivamente a algunas). 

 
f. El sub sistema de políticas  utiliza sus prerrogativas y aut oridad para asumir opciones 

de política (el cambio comprehensivo  de las políticas de gestión pública) e introducir las 
alternativas seleccionadas en la agenda de decisiones de quienes toman las decisiones 
políticas. 

 
En relación al primero de los procesos, el caso peruano dista de mostrar una imagen estable 
del problema a solucionar.  Por el contrario, la definición del problema fue muy inestable y 
objeto de un conflicto irresuelto. Así el problema del desorden organizativo  que la PCM 
elaboró surgió como una reacción adversa a la forma como las reformas de enclave 
definieron los problemas que encararon (problemas de gestión) y a la definición del 
problema que impulsaba el MEF (el tamaño del Estado), manteniéndose en permanente 
conflicto con ésta.  Por otra parte, si bien la idea del desorden organizativo estaba vinculada 
al problema de la ineficiencia de las entidades públicas, a diferencia de lo ocurrido en los 
casos analizados por Barzelay esta visión del problema se concentró en las dimensiones 
formales de las organizaciones (estructura, funciones y marco jurídico), prestando poca 
atención a los factores informales y a las prácticas cotidianas que influían también en el 
desempeño organizacional. 123 Esta perspectiva condujo a que en el práctica ciertas políticas 
de gestión pública (como las relativas a las estructuras organizativas) recibieran mayor 
atención que otras, debilitando una visión unitaria del conjunto y por lo tanto la idea de un 
cambio comprehensivo.  
 
En relación al segundo proceso identificado por Barzelay, la experiencia peruana muestra 
un escaso dinamismo en cuanto a la elaboración de alternativas de solución. Esto como 
resultado de varios factores. En primer lugar, tanto en las reformas de enclave como en la 
modernización el grado de innovación administrativa (entendida no necesariamente como la 
creación de alternativas enteramente nuevas pero sí como la reelaboración y agregación de 
valor a alternativas ya existentes) fue mínimo. En realidad, predominó la transposición 
directa de las ideas y procesos administrativos del mundo empresarial (público y privado) al 
de la administración pública. En segundo lugar, la falta de debate con participantes 
externos al gobierno (y a veces incluso con los internos) impidió que el proceso de 
elaboración de alternativas tuviera mayor dinamismo. En tercer lugar, no se produjo un 
proceso sistemático de aprendizaje en base a la evaluación de los resultados de las 
alternativas implementadas previamente. Algunas de las reformas de enclave generaron 
procesos de aprendizaje interno y algunas alternativas pasaron de una entidad reformada a 

                                                 
123 Prats (1992, 88) señala que esta fue una de las características de los procesos de "reforma administrativa" que 

tuvieron lugar en los países de la OCDE entre los años 50 y 60. Las experiencias posteriores - entre las cuales se 
encuentran las estudiadas por Barzelay (2001) - equilibraron la visión del problema, considerando también las 
dimensiones informales de las organizaciones y los incentivos institucionales que encaran los funcionarios. 
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otra mediante un proceso de difusión informal. Pero no hubo una evaluación y aprendizaje 
sistemáticos. Los responsables del proceso de modernización, por otro lado, no hicieron una 
real evaluación de los resultados de las reformas de enclave (más allá de la constatación 
gruesa del desorden organizativo que causaban) ni buscaron aprender de ellas. Así, no hubo 
una acumulación progresiva de conocimiento en relación al enfrentamiento de los 
problemas de gestión del Estado.  
 
En relación al tercer proceso en consideración, es necesario considerar que el sub sistema 
relativo a las políticas de gestión pública en el Perú estaba atravesado por un excesivo 
conflicto irresuelto entre el MEF y la PCM.124  En esta situación, el sub sistema no estuvo en 
condiciones de seleccionar con cierto grado de consenso un conjunto de alternativas de 
solución e impulsarlas con el grado de autoridad necesario dentro de la agenda de decisión 
del gobierno.  La falta de acuerdos estables entre los participantes en el sub sistema 
condujo a propuestas de cambio comprehensivo débilmente respaldadas. Esto facilitó que 
fueran dejadas de lado.  
 
Cabe señalar que el impresionante grado de control que el régimen logró tener sobre todos 
los mecanismos de decisión del Estado no favoreció la opción por un cambio comprehensivo  
de las políticas de gestión pública. A primera vista podría pensarse que habiéndose obtenido 
las facultades legislativas del Congreso, la concentración en manos del Presidente de todo el 
poder de decisión en relación a la reforma de la administración pública podría haber 
facilitado la aprobación de las propuestas de modernización.125 Sin embargo, la falta de 
contrapesos institucionales y de la necesidad de llegar a acuerdos con otras instancias de 
decisión, hizo que la agenda de decisiones dependiera exclusivamente de las preferencias 
del Presidente de la República. En otras palabras, la concentración excesiva del poder hizo a 
la agenda de decisiones muy vulnerable a los intereses y preferencias de un solo actor. Lejos 
de facilitar la toma de decisiones radicales, el carácter autoritario del régimen hizo de la 
reforma de la administración pública un proceso muy vulnerable a los cambios de la 
coyuntura política. 
 
Queremos finalmente considerar dos factores complementarios a los tres procesos incluidos 
en el modelo explicativo de Barzelay.  El primero consiste en la notable precariedad de la 
labor de empresariado de políticas en todos los procesos de elaboración de políticas que 
hemos analizado. A este factor ya hemos hecho referencia en el apartado anterior. Basta 
aquí destacar la importancia que tiene para explicar por qué no se optó por una reforma 
integral de las políticas de gestión pública, pues impidió una sólida articulación de las 
alternativas de cambio comprehensivo con los problemas en agenda y los procesos políticos. 
Al respecto, Kingdon (1995, 178) señala que las ventanas de política que favorecen el 
enganche de los procesos políticos, los problemas y las alternativas de solución suelen 
cerrarse rápidamente. Si ello sucede sin que los tres elementos se hayan articulado entre sí 
gracias a la acción de los empresarios de política, el tema en cuestión difícilmente logra 
pasar de la agenda gubernamental a la age nda de decisiones. Esto sucedió así tanto en el 
caso del proceso de reorganización que tuvo lugar en el ciclo I como en el de modernización 

                                                 
124 El uso del término "excesivo" alude a que el conflicto rebasó el grado de conflicto y competencia entre los 

participantes que normalmente todo sub sistema puede resolver mediante los dispositivos institucionales 
existentes.   

125 Hay que tener en cuenta que este razonamiento fue parte  de la evaluación que el equipo del PMAP hizo respecto 
a las posibilidades de éxito del proceso de modernización. 
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en el ciclo II. En el último caso, aunque la opción de un cambio comprehensivo llegó a la 
agenda de decisiones lo hizo en tan malas condiciones que fue inmediatamente rechazado. 
 
El segundo factor adicional consiste en la interrelación entre los efectos del primer ciclo de 
política y la evolución del segundo.  El proceso de modernización se impulsó cuestionando la 
existencia de las islas de eficiencia generadas por las reformas de enclave, de manera que 
los efectos del primer ciclo dieron pie al inicio del segundo.  Sin embargo, dichos efectos 
socavaron también la evolución del proceso de modernización, pues ofrecieron una sólida 
base para la resistencia a la reorganización de los ministerios. La existencia previa de un 
entendimiento satisfactorio entre las autoridades políticas y los altos funcionarios a cargo de 
las entidades reformadas en relación a la autonomía, atribuciones, tareas e identidad 
política de los últimos constituyó un problema para la modernización. No fue posible generar 
incentivos suficientes para que los participantes en tales entendimientos aceptaran su 
modificación.126 Hallamos aquí un problema relativo a la secuencia de los procesos de 
reforma de la administración pública.  Bardach señala que en el desarrollo de una política 
pública un elemento que permite mantener el impulso inicial es la adopción de una 
adecuada secuencia en las decisiones a implementar. Utilizando la imagen de la 
construcción de una plataforma, el autor señala que cada nivel construido tiene un doble 
valor: en relación a sí mismo, como un avance hacia el logro del objetivo final, y en relación 
a los demás, en función a su capacidad para facilitar la  construcción de los siguientes 
niveles. Así, distintas secuencias son más o menos eficientes en función a si permiten o no 
el rápido progreso de toda la estructura (1998, 271y 305). Volviendo a nuestro caso, es claro 
que la secuencia ocurrida entre los procesos del ciclo I y los de ciclo II no fue eficiente.  Más 
allá del valor que las reformas de enclave pudieran haber tenido en sí mismas o no,  resulta 
claro que no constituyeron una base sólida para una reforma comprehensiva de las políticas 
de gestión pública.  Así, el impulso originado por tales reformas se diluyó, sin desarrollarse 
el proceso de cambio progresivo que algunos de los actores creían posible en el largo plazo. 
 
En síntesis, una imagen inestable del problema a enfrentar, un sub sistema de políticas 
atravesado por un conflicto irresuelto, las escasas oportunidades existentes para el 
aprendizaje y la innovación, una agenda de decisiones muy vulnerable a intereses 
particulares y la precariedad del empresariado de políticas impidieron que se decidiera 
implementar un cambio comprehensivo  de las políticas de gestión pública en el Perú.127  En 
esta situación, la reforma de la administración pública peruana solo logró avances limitados 
y precarios. 
 
 
2. Pistas para el futuro 
 
Una forma de extraer recomendaciones para el futuro a partir del análisis de la evidencia del 
caso, consiste en identificar aquellas prácticas que permitirían en el futuro desarrollar un 
proceso integral de cambio de la administración pública peruana. Se trata, en otras 
palabras, de identificar aquellas prácticas inteligentes que permitan aprovechar las 

                                                 
126 Estos entendimientos son el resultado del proceso que - retomando el concepto de public sector bargain de Hood 

(2000) - hemos denominado negociación burocrática. 
127 Es importante destacar que la explicación que ofrecemos presta atención a la gran diversidad de factores que 

impidieron una reforma comprehensiva. Atribuir el fracaso de este tipo de reforma fundamental o exclusivamente 
a los intereses políticos del Presidente y su entorno no sólo constituye una explicación parcial e insuficiente, sino 
que impide considerar el influjo de otros factores que es necesario tener en cuenta si se desea impulsar reformas 
comprehensivas de la administración pública peruana en el futuro. 
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oportunidades que se presenten para promover eficazmente el cambio comprehensivo  de las 
políticas de gestión pública en nuestro país. 128  A continuación hacemos referencia a un 
conjunto de cinco prácticas que nos parece debieran ser tenidas en cuenta en nuestro 
medio. 
 
La ubicación de la reforma en la agenda de gobierno 
 
Es poco probable que la reforma de la administración pública y los problemas que busca 
resolver (us ualmente definidos como ineficiencia) por sí solos tengan importantes 
probabilidades de progresar en la agenda.  La experiencia estudiada – así como experiencias 
en contextos distintos – indica que resulta indispensable que el tema se vincule a problemas 
importantes de la agenda gubernamental con la finalidad de lograr el impulso y el respaldo 
político necesario. La vinculación con los problemas de política económica son 
particularmente apropiados para que el tema cobre impulso y progrese hacia la etapa 
decisional. Sin embargo, la reforma debe generar también una imagen de política y un 
espacio institucional que le garantice cierta autonomía respecto a la política económica, 
pues de lo contrario corre serio riesgo de verse limitada a los objetivos económicos, 
usualmente asociados con problemas de sobre dimensionamiento del aparato estatal.  La 
vinculación con otros problemas, como la corrupción, puede ser también fuente de apoyo.   
 
La vinculación con otros problemas prominentes de la agenda no quiere decir que el tema 
deba tener permanentemente un alto perfil en la agenda. Como muestra lo ocurrido con el 
PMAP en 1996, un elevado perfil público atrae aliados pero también oponentes.  Es, en 
consecuencia, un arma de doble filo que encierra oportunidades y riesgos.  Resulta 
inteligente así establecer una adecuada combinación entre situaciones en las cuales es 
oportuno un perfil bajo y otros en los cuales resulta útil uno elevado. Dicha combinación 
debe saber sacar provecho de las oportunidades que se presente, al mismo tiempo que 
minimizar los riesgos. 
 
El necesario respaldo presidencial 
 
Al igual que el vínculo con problemas importantes de la agenda, el respaldo presidencial es 
también necesario para que el tema de la reforma de la administración pública entre en la 
agenda y progrese en ella.  Sin embargo, en relación al involucramiento presidencial en el 
proceso de reforma parece razonable evitar los extremos. Es claro que si el Presidente no 
toma interés alguno en el tema, difícilmente este podrá avanzar. Sin embargo, un 
involucramiento muy directo expone al tema a la coyuntura política que inevitablemente 
afecta a la figura presidencial, elevando el riesgo de que el problema esté entre aquellos que 
pueden sacrificarse a cambio de asuntos de mayor relevancia política o electoral. En el caso 
del PMAP, si  bien el Presidente mostró un involucramiento muy discreto, el tema terminó 
colisionando directamente con las prioridades de la agenda política presidencial, siendo 
sacrificado en aras de la re reelección.  Al igual que en el caso del grado de prominencia que 
el tema debiera tener en la agenda, parece así inteligente que el tema mantenga cierta 
distancia de la imagen y agenda presidencial, mostrándose cercano cuando hay 

                                                 
128  Recurrimos a la noción de prácticas inteligentes desarrollada por Eugene Bardach: “Una práctica es un método 

identificable de interacción con una situación en la que se pretende lograr determinado resultado; lo que hace 
inteligente a una práctica es que el método también implique sacar provecho de alguna oportunidad latente de crear 
valor gastando lo menos posible”  (1998, 36). 
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oportunidades de que el respaldo presidencial colabore con la superación de obstáculos 
importantes  y tomando distancia cuando los riesgos de que el tema sea intercambiado a 
favor de otros se eleva (en este sentido, las coyunturas pre electorales parecen 
particularmente riesgosas). 
 
 
Un adecuado empres ariado de políticas  
 
Se requiere que el tema sea impulsado por actores competentes, conocedores de la gestión 
del Estado, con capacidad de innovación y cierta experiencia gerencial. Para que estos 
actores puedan efectivamente desempeñar las labores de empresariado de políticas, es 
necesario que dispongan de una base estable que les permita desarrollar una mirada de 
mediano y largo plazo.  Dicha estabilidad debe provenir de la existencia de un sub sistema 
de políticas capaz de procesar las diferencias y conflictos entre las instancias institucionales 
con autoridad sobre el tema. En el caso de nuestro país, es claro que la PCM y el MEF son 
las instancias con mayor autoridad sobre las políticas de gestión pública. Debe establecerse 
un conjunto de acuerdos y mecanismos de relación institucional (contrapesos y vetos) que 
gocen de cierta estabilidad (las comisiones interministeriales ad hoc no son base suficiente 
para ello), mediante los cuales ambas instancias arriben a consensos relativamente estables 
en el tiempo.  Mientras que debe hacerse lo posible para que el MEF amplíe su visión de los 
problemas a enfrentar más allá de los objetivos fiscales, es también necesario que la PCM 
genere mecanismos políticos e institucionales que le permitan tener mayor poder efectivo 
sobre el desempeño de las entidades del Poder Ejecutivo (de manera análoga a como los 
mecanismos presupuestales y de gestión financiera dan al MEF un innegable poder sobre la 
administración pública). 
 
 
La indispensable innovación  gerencial 
 
La trasposición de herramientas y enfoques del mundo privado no es suficiente. La reflexión 
sobre la gerencia pública en los últimos años ha mostrado claramente que para responder a 
los problemas del desempeño de las entidades públicas es indispensable una adaptación 
creativa de los elementos del gerenciamiento privado. 129 Pero, más allá de ello, es necesario 
también un franco proceso de innovación gerencial.  Dicha innovación sólo es posible si se 
dan condiciones para evaluar la implementación de las políticas que se adopten, 
aprendiendo de sus fallas y aciertos. El sub sistema de políticas relativo al tema debe 
generar dichas condiciones, favoreciendo el fortalecimiento de una comunidad de expertos 
en el tema que planteen, discutan y refines sus propuestas constantemente.  La innovación 
debe permitir, en particular, poner la mirada más allá de los aspectos formales del 
desempeño organizativo (cambios de estructuras organizativas y regímenes laborales, por 
ejemplo), incentivando condiciones, normas y rutinas que favorezcan el aprendizaje de  
prácticas innovadoras en el ámbito público.  
 
La secuencia y el alcance de las reformas 
 
Finalmente, consideramos que en el diseño del proceso de reforma de la administración 
pública debe darse prioridad al problema de la secuencia de las medias a tomar antes que al 

                                                 
129 Al respecto ver el artículo de Echebarría y Mendoza (1999). 
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del alcance inmediato de las mismas.  El caso estudiado muestra que las dificultades para 
ampliar las condiciones de mayor flexibilidad administrativa concedidas a los enclaves de 
eficiencia hacia toda la administración pública, no provinieron tanto de que dichas medidas 
hayan sido ideadas a una escala micro, sino a la inexistencia de suficientes incentivos para 
corregir el rumbo de las decisiones ya tomadas en relación a las entidades reformadas (es 
decir, suprimir los enclaves de eficiencia en aras de una flexibilidad general). A fin de evitar 
esta situación, es necesario establecer una secuencia eficiente de las decisiones a tomar, de 
manera que la implementación de unas no entorpezca la toma y puesta en vigor de las 
siguientes.  Esto sugiere que aunque el alcance de las decisiones de reforma a implementar 
sea limitado (debido fundamentalmente a limitaciones en cuanto a los recursos materiales, 
gerenciales y de información de los cuales adolece el Estado peruano) y vaya ampliándose 
progresivamente, el diseño de la secuencia de las principales decisiones a tomar debiera ser 
integral. Así, sería conveniente que el proceso de reforma sea integral en el diseño pero 
progresivo en la implementación. 
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Anexo 1 
 
 
Entrevistas realizadas: 
 

1. Sra. Leonie Roca, ex Secretaria Ejecutiva del Programa de Modernización de la 
Administración Pública (16/08/2001). 

 
2. Sra. Pierina Pollarollo, ex Consultora del Programa de Modernización de la 

Administración Pública (21/08/2001) 
 

3. Sra. Rosa María Palacios, ex Consultora del Programa de Modernización de la 
Administración Pública (22/08/2001) 

 
4. Sr. Alberto Pandolfi Arbulú, ex Primer Ministro y Presidente del Consejo de Ministros 

(07/09/2001). 
 

5. Sr. José Arista, ex Director General de Presupuesto (3/10/2002). 
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Anexo 2 
 
Documentos recopilados y analizados (ciclo I) ; 
 

1 Mensaje a la Nación del Señor  Presidente de la República Pronunciado ante el 
Congreso de la República el 28 de Julio de 1991 

2 Mensaje a la Nación del Señor  Presidente de la República Pronunciado ante el 
Congreso de la República el 28 de Julio de 1992 

3 Mensaje a la Nación del Señor  Presidente Constitucional de la República , 28 de 
julio de 1993. 

4 Mensaje a la Naci ón del Señor  Presidente de la República Pronunciado ante el 
Congreso Constituyente Democrático el 28 de Julio de 1994 

5 Mensaje a la Nación del Señor  Presidente de la República Pronunciado ante el 
Congreso de la República el 28 de Julio de 1995 

6 Exposición del Presidente del Consejo de Ministros y Ministro de Economía, Ing. 
Juan Carlos Hurtado Miller ante el Congreso de la República, 27 agosto 1990 

7 Exposición del Presidente del Consejo de Ministros y Ministro de Relaciones 
Exteriores, Dr. Carlos Torres y Torres Lara ante el Congreso de la República, 15 
abril de 1991. 

8 Exposición del Presidente del Consejo de Ministros y Ministro de Trabajo y 
Promoción Social, Dr. Alfonso de los Heros ante el Congreso de la República, 5 
diciembre de 1991. 

9 Exposición del Presidente del Consejo de Ministros y Ministro de Relaciones 
Exteriores, Dr. Oscar de la Puente Raygada ante el Congreso Constituyente 
Democrático, 15 febrero de 1993. 

10 Exposición del Presidente del Consejo de Ministros y Ministro de Relaciones 
Exteriores, Dr. Efraín Goldenberg Schreiber ante el Congreso Constituyente 
Democrático, 17 marzo de 1994. 

11 Proyecto PNUD. Apoyo a la Reestructuración del Poder Ejecutivo. Perú. Informe 
Terminal: Resultados y Recomendaciones del Proyecto. Por Jaime Johnson, 
Coordinador de Insumos y Actividades. Lima, 30 de setiembre de 1991.  

 
 
Documentos recopilados y analizados (ciclo II): 
 

1 Proyecto DL Código de Etica de los Servidores Públicos 
2 Proyecto DL Disposición Patrimonial de los Bienes de Propiedad del Est ado en el 

Ámbito del Poder Ejecutivo 
3 Proyecto DL Representación y Defensa de los Intereses del Estado 
4 Análisis Costo Beneficio del Proyecto de Ley del Sistema Nacional de Control 
5 Proyecto DL Sistema Nacional de Control 
6 Ley del Servicio Diplomático (proyecto?)  
7 Ley del Régimen Laboral de la Administración Pública (proyecto) 
8 Proyecto de Ley Marco de Adquisiciones de los Organismos del Estado 
9 Diagnóstico normativo -institucional del Poder Ejecutivo. Informe General. 

Documento confidencial para discusión (PCM) 
10 Perú. Programa de Modernización de la Administración Pública Peruana (PE-
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0138). Banco Interamericano de Desarrollo 
11 Ley 26553 . Ley de Presupuesto del Sector Público para 1996 
12 Decreto Legislativo 834. Ley Marco de la Modernización de la Administración 

Pública 
13 Reunión con consultores BM . Outline para el discurso 
14 Organismos Públicos Descentralizados. Documento para los Grupos de Trabajo 
15 Ahorros en OPDs por efectos del Programa de Modernización 
16 Programa de Modernización de la Administración Pública. Líneas de trabajo. 

Perú. Julio de 1996 
17 Programa de Modernización de la Administración Pública 
18 Exposición del Presidente del Consejo de Ministros ante la Comisión de 

Constitución del Congreso de la República 
19 Marco conceptual: Modernización del Estado 
20 Programa de Modernización de la Administración Pública. Memoria julio 1996 – 

julio 1997 
21 Directiva 
22 Sistema de Mediciones para orientar la Gestión Pública a Resultados 
23 Directiva N° 1 Programa de Modernización de la Administración Pública 
24 Marketing- Imagen y comunicación  
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Anexo 3 

 
 
Códigos para el análisis de contenido de noticias de diarios (Ciclo II):  
 

 
DATE      Date                                                                
Value    Label 
 
              1    April 96 
              2    May 96 
              3    June 96 
              4    July 96 
              5    August 96 
              6    September 96 
              7    October 96 
              8    November 96 
              9    Decembere 96 
             10    January 97 
             11    February 97 
             12    March 97 
             13    April 97 
             14    May 97 or later 
 
NEWSPAPE  Newspaper                                                                     
Value    Label 
 
              1    Expreso 
              2    Gestion 
              3    Republica 

 
TYPE      Type                                                                           
Value    Label 
 
              1    News 
              2    Editorial 
              3    Opinion 
              4    Special Report 
 
CONTENT   Content                                                                        
Value    Label 
 
              1    Political process 
              2    Policy process 
              3    Civil Service 
              4    Organisation 
              5    Civil Service + Organisation 
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              6    Procurement 
              7    Financial 
              8    Control 
              9    Downsizing 
             10    Legal aspects 
             11    Economic aspects 
             12    Other 
 
SPEAKER   Speaker                                                                        
Value    Label 
 
              1    Roca 
              2    Pandolfi 
              3    SMP Team 
              4    Camet + MEF 
              5    Gonzalez 
              6    Other Minister 
              7    Fujimori 
              8    Olivera 
              9    Congressman 
             10    Politician 
             11    Academic 
             12    Other 
             13    None 
 
CHARACTE  Character                                                                      
Value    Label 
 
              1    Support 
              2    Favourable 
              3    Neutral 
              4    Adverse 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 


